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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	11-12326-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Edgardo Campos Espinoza

Transportes Unidos la Cuatrocientos S.A.


	03-10-11
	SANCIONES O INFRACCIONES IMPUESTAS  MEDIANTE EL SISTEMA DE CAMARAS

-Artículos 150 y 150 bis de la Ley de Tránsito

-Decreto Ejecutivo 36724-MOPT, denominado Reglamento de las condiciones técnicas y de uso de los equipos de registro de detección de infracciones a la Ley de Tránsito vigente por medio de imágenes.

Entre otros aspectos, se acusa que las normas imponen partes impersonales en casos de conducción temeraria, se cuestiona el procedimiento de notificación, que lo considera violatorio del debido proceso. Afirma que por conducción temeraria se rebajan puntos al dueño del vehículo, lo que no puede hacerse en caso de las personas jurídicas. 

 

	11-12361-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Pablo Guzmán Stein

Universidad de Ciencias Médicas 
	03-10-11
	LIMITAN A UNIVERSIDADES PRIVADAS  IMPARTIR ESPECIALIDADES MEDICAS

-Artículos 1, 4, 5 y 20 del Reglamento que regula la relación y su compromiso como especialista en ciencias de la salud con la CCSS por medio del Sistema de Estudios de posgrados de la UCR.

Las normas limitan el que universidades privadas impartan cursos de posgrados, sólo la Universidad de Costa Rica los imparte, violando con ello el principio de igualdad, retroactividad de la ley, debido proceso y el principio constitucional que obliga al Estado y sus instituciones a incentivar la educación privada a todo nivel. 



	11-12372-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Enrique Quesada Barrantes y otros
	03-10-11
	BENEFICIOS FISCALES EN LA LEY DE PROTECCIÓN AL TRABAJADOR

-Artículo 72 de la Ley de Protección al Trabajador.

La norma señala que estarán exentos de los impuestos referidos en el artículo 18 y en el inciso c) del artículo 23 de la Ley del impuesto sobre la renta, los intereses, los dividendos, las ganancias de capital y cualquier otro beneficio que produzcan los valores en moneda nacional o en moneda extranjera, en los cuales las entidades autorizadas inviertan los recursos de los fondos que administren. Se acusa que estos beneficios no se aplican al Fondo de Pensiones Complementarias del ICE y las autoridades administrativas se niegan a devolver lo retenido en forma indebida y acatar lo dispuesto por el Tribunal Fiscal en el 2007. 



	11-12385-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Marietta Barrantes Vargas 
	03-10-11
	RESOLUCIONES JUDICIALES

-Se impugnan actos procesales del Juzgado Civil de Cartago. (actos procesales de remate, dictados por un órgano incompetente)



	11-12369-0007-CO

Consulta Legislativa
	Danilo Cubero Corrales y otros
	03-10-11
	IMPUESTO A PERSONAS JURIDICAS

-Impuesto a Personas Jurídicas. Expediente Legislativo número 16.306

	11-12442-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Marjorie Castro Brenes
	04-10-11
	REQUISITOS PARA LA PENSIÓN POR ORFANDAD
Artículo 18 inciso c) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.

La norma señala que tienen derecho a pensión por orfandad los hijos que al momento del fallecimiento dependían económicamente del causante, de acuerdo con la determinación que en cada caso hará la Caja : …c)      Los inválidos, independientemente de su estado civil, según los términos de los artículos 7º y 8º de este Reglamento. En el caso concreto, niegan la pensión al menor, porque el padre fallecido no había cotizado las cuotas suficientes. 



	11-12394-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Walter Muñoz Céspedes
	04-10-11
	NOMBRAMIENTO DE PRESIDENTE EJECUTIVO Y MIEMBROS DE JUNTA DIRECTIVA DE LA CCSS
-Se impugna el nombramiento del Presidente Ejecutivo y los miembros de Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, electos por el Consejo de Gobierno. A juicio del recurrente la forma de nombrar a estos funcionarios es violatorio de la autonomía de la institución. 



	11-12441-0007-CO
Consulta Judicial


	Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia
	04-10-11
	OBLIGACION DEL JUEZ DE CONTAR CON EL INFORME DEL INSTITUTO NACIONAL DE CRIMINOLOGÍA PARA DECIDIR SOBRE BENEFICIO DE EJECUCIÓN CONDICIONAL
-Se consulta sobre la vulneración de las reglas de valoración de la procedencia del beneficio de ejecución condicional de la pena. En relación con el artículo 60 párrafo segundo del Código Penal, se indica que independientemente, si se otorga o no el beneficio, se debe dar un informe del Instituto Nacional de Criminología que determina el posible grado de rehabilitación de la persona, el cual, si bien no es vinculante, debe solicitarse, en tanto es un derecho procesal del imputado, que el juez debe tener a mano para determinar si concede o no el beneficio. 



	11-12459-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Magally Matus
	05-10-11
	REMATE FRACASADO
-Artículo 25 de la Ley de Cobro Judicial

La norma señala que si en el primer remate no hay postor, se darán diez días hábiles para realizar el segundo remate; la base se rebajará en un veinticinco por ciento (25%) de la original. Si para el segundo remate no existen oferentes, se celebrará un tercer remate dentro de diez días hábiles. El tercer remate se iniciará con un veinticinco por ciento (25%) de la base original y en esta el postor deberá depositar la totalidad de la oferta. Si para el tercer remate no hay postores, los bienes se tendrán por adjudicados al ejecutante, por el veinticinco por ciento (25%) de la base original. Se acusa que con base en esta norma, la venta de la propiedad por remate será de un precio menor al pactado. 



	11-12494-0007-CO
Consulta Legislativa


	Luis Gerardo Villanueva Monge y otros
	05-10-11
	JUBILACION ANTICIPADA
-Ley para establecer el derecho de jubilación anticipada de las y los trabajadores y reforma de la Ley de Protección al Trabajador del 16 de febrero del 2000. Expediente legislativo número 16.861



	11-12511-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Julio Alberto Bustos Valderrama
	05-10-11
	SANCIONES DE TRANSITO IMPUESTAS POR EL SISTEMA DE CAMARAS
-Ley de Tránsito número 7331

Señala que la jurisprudencia ha interpretado que la infracción de tránsito es diferente al hecho de tránsito, la responsabilidad objetiva, el tercero y las partes. Que la ley impugnada que contempla los partes por cámaras, es violatoria del debido proceso e impone multas consideradas expropiatorias. 



	11-12519-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Leyla Kristel Lozano Chang
	05-10-11
	SANCIONES DE TRANSITO IMPUESTAS POR EL SISTEMA DE CAMARAS
-Artículo 131 inciso a) de la Ley de Tránsito

-Se impugna también la interpretación a aplicar con relación al margen de error de las cámaras de velocidad, por ausencia de criterios técnicos objetivos de fijación de las multas, de colocación de las cámaras y de establecimiento de velocidades en las carreteras. 

Considera la recurrente que las multas por cámaras son violatorios del principio de proporcionalidad, razonabilidad, justicia social, inocencia y el debido proceso. 



	11-12597-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Angie Morales Pérez
	07-10-11
	SISTEMA DE VIGILANCIA AUTOMÁTICA DE CAMARAS
-Artículo 150, 150 bis, 131 inciso b) de la Ley de Tránsito. 

-Decreto Ejecutivo numero 36724-MOPT. Publicado en La Gaceta núme169 del 02-09-2011.

Se acusa que la multa se impone sin debido, sin importar si el dueño registral fue o no el infractor. Además las multas son irrazonables y desproporcionadas. 



	11-12618-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Sandra Quesada Bolaños
	07-10-11
	MULTAS POR CONDUCIR CON TELEFONO CELULAR 
-Artículos 115, 131 inciso b) en relación con el artículo 132 inciso a) y 131 inciso e), de la Ley de Tránsito.

Se impugna el monto de  la multa de 308.295 y por conducir con teléfono en sus manos, lo que supuestamente impide conducir correctamente. Considera la accionante que el monto es desproporcionado.

  

	11-12631-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Fishman Zonzinski
	07-10-11
	ACTO LEGISLATIVO
- Sesión plenaria numero 76 del 27 de setiembre del 2011, en donde se estableció un procedimiento especial para la tramitación del Proyecto de Ley de Solidaridad Tributaria. Expediente Legislativo número  18.261, de conformidad con el artículo 208 del Reglamento de la Asamblea Legislativa.



	11-12687-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Giovanny Arce Pérez
	10-10-11
	REQUISITO PARA LA DEVOLUCIÓN DE PLACAS
-Artículos 140 inciso a) y 155 párrafo 5) de la Ley de Tránsito número 7331. 

Las normas impugnadas señalan que los vehículos retirados de la circulación, así como las placas decomisadas, solo serán devueltos por el Cosevi, cuando se hayan pagado las multas de tránsito aplicadas en el momento del retiro del automotor y las que se encuentren pendientes de pago, según los asientos de las licencias del conductor infractor y del propietario del vehículo. En el caso concreto, el conductor del vehículo tiene más de un millón de colones en partes. 



	11-12777-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Jean Carlos Rodríguez Rosales
	11-10-11
	REQUISITOS PARA OBTENER LICENCIA DE CONDUCIR
-Artículo 68 inciso b) de la Ley de Tránsito.

Para obtener, por primera vez, la licencia de conducir, el solicitante no debe haber cometido infracciones.



	11-12795-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Alberto Araya Jiménez
	12-10-11
	SANCIONES A JUECES POR ERRORES GRAVES E INJUSTIFICADOS
-Artículo 199 y 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial

Las normas impugnadas señalan que en casos de retardo o errores graves e injustificados en la administración de justicia, el Tribunal de la Inspección Judicial, sin más trámite  deberá poner el hecho en conocimiento de la Corte Plena, para que ésta, una vez hecha la investigación del caso, resuelva sobre la permanencia, suspensión o separación del funcionario. La acción para investigar las faltas deberá  iniciarse, dentro del mes siguiente a la fecha en que quien deba levantar la investigación tenga conoci​miento de ellas. La investigación deberá concluirse dentro del año siguiente a la fecha de su inicio y si procediere sancionar, la sanción que corresponda deberá imponerse dentro del mes siguiente a contar del momento en que quien deba hacerlo esté en posibilidad de pronunciarse.  Contra lo resuelto siempre cabrá recurso de apelación, salvo que correspondiere a la Corte, contra cuyo pronunciamiento sólo cabrá el de reposición o reconsideración. Se cuestiona que la norma permite sancionar a los jueces y no se determina expresamente la conducta, no existe la posibilidad de apelar y, viola además la independencia judicial. 

      



	11-12732-0007-CO
Consulta Legislativa


	Luis Gerardo Villanueva Monge y otros
	10-10-11
	REFORMA A LA LEY DE PENSIONES DEL MAGISTERIO NACIONAL

Reforma del artículo 70 y derogatoria del artículo 116, ambos de la Ley número 7531, Reforma Integral del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. Expediente legislativo número 17.402



	11-12790-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Víctor Danilo Cubero Corrales y otros
	11-10-11
	REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA Y ACUERDO LEGISLATIVO
-Artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa.

-Acuerdo legislativo tomado en la sesión plenaria número 76 del 27 de setiembre del 2011, en donde se estableció un procedimiento especial para la tramitación del Proyecto de Ley de Solidaridad Tributaria. Expediente Legislativo número  18.261.

Consideran que el artículo 208 bis es contrario al principio democrático, el principio de seguridad jurídica y derecho de enmienda de los diputados. Solicitan además, que declare inconstitucional el procedimiento el acuerdo legislativo en relación al expediente legislativo número 18.261.



	11-12867-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Fishman Zonzinski
	12-10-11
	REGLAMENTO DE LA ASAMBLEA LEGISLATIVA
-Artículo 208 bis del Reglamento de la Asamblea Legislativa.

- Se cuestiona la norma en tanto permita la creación de procedimientos especiales. Además, solicita que se ordene la suspensión de los procedimientos administrativos en que se haya aplicado, incluyendo el trámite del expediente legislativo número 18.261.



	11-12904-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Santos Aguilera Vargas
	13-10-11
	SANCION POR INCUMPLIMIENTO DE DEBERES DE INGENIEROS AGRONOMOS
-Artículo 71 de la Ley de Protección Fitosanitaria

Se impone una sanción por tres años y la inhabilitación por igual plazo, al profesional que en el desempeño de sus labores, incumpla lo establecido en los artículos 28 y 29 de esa ley, que se refieren a las responsabilidades del regente y la venta restringida, imponiendo pena de prisión por incumplimiento de deberes administrativos.



	11-12965-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Lutgardo Bolaños Gómez
Alcalde Municipal de Aguirre


	14-10-11
	CONVENCION COLECTIVA DE LA MUNICIPALIDAD DE AGUIRRE
-Cláusulas números 11, 41, 42 y 43, literales c, d, e y f de la Convención Colectiva de Trabajo de los Empleados de la Municipalidad de Aguirre.

Las normas establecen el procedimiento sancionatorio para los empleados de la Municipalidad de Aguirre. 



	11-12979-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Eduardo Hernández Aguilar
	14-10-11
	UBICACIÓN DEL VOLANTE EN VEHÍCULOS
-Artículo 32 inciso c) del apartado 1) de la Ley de Tránsito, número 7331.

-Acuerdo adoptado por el Consejo de Seguridad Vial, en sesión ordinaria 2630-11 del 15 de marzo del 2011. Gaceta número 65, página 45 del 01 de abril del 2011.

La norma señala que todos los vehículos deberán cumplir, obligatoriamente, entre otros requisitos, con tener ubicado el volante de conducción o dirección al lado izquierdo. Acusa el recurrente que para la inscripción y circulación del vehículo no exige este  requisito y ahora, para la revisión técnica si se exige, a pesar de que la norma estuvo por 20 años en desuso.  



	11-12985-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Mauricio Pardo Amador
	14-10-11
	NOTIFICACIÓN AUTOMÁTICA
-Artículo 10 de la Ley de Notificaciones Judiciales. No. 8687

La norma señala que se tendrá por notificada la parte o la tercera persona interesada que, sin haber recibido notificación formal alguna, o recibida de manera irregular, se apersone al proceso, independientemente de la naturaleza de su gestión. Los plazos correrán a partir de la notificación a todas las partes.

Si se pide la nulidad, la parte deberá realizar el acto procesal correspondiente dentro del plazo legal, que se computará en la forma indicada. La eficacia de este acto quedará sujeta al resultado de la nulidad.

Las partes y demás personas presentes en las audiencias, quedarán notificadas de todas las resoluciones dictadas en ella. A los ausentes se les aplicará la notificación automática.

 

	11-12999-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Olman Antonio Rodríguez Brunett
IXTUS ASESORIA JURIDICA S.A.
	14-10-11
	MULTA POR CONDUCCIÓN TEMERARIA
-Artículo 131 inciso a) de la Ley de Tránsito.

La norma señala que se impondrá una multa de un setenta y cinco por ciento (75%) de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: a)      A quien conduzca en forma temeraria, de conformidad con las conductas tipificadas en el artículo 108 de esta Ley. Se acusa que la multa es desproporcional e irrazonable en relación con la condición económica del promedio de los costarricenses. 



	11-12994-0007-CO
Consulta Judicial
	Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial

	14-10-11
	ASISTENCIA LEGAL DEL ESTADO EN PENSIONES ALIMENTARIAS
-Artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias

La norma señala que con el fin de hacer valer los derechos aquí consignados, quienes carecieren de asistencia legal y de recursos económicos para pagarla, tendrán derecho a que el Estado se la suministre gratuitamente. Para este efecto, el Poder Judicial creará una sección especializada dentro del

Departamento de Defensores Públicos. La norma excluye por completo al PANI en la toma de decisiones, en este tipo de asuntos. Exp. Judicial 06-700168-0441-PA-9



	11-12995-0007-CO
Consulta Judicial


	Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial

	14-10-11
	ASISTENCIA LEGAL DEL ESTADO EN PENSIONES ALIMENTARIAS
-Artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias

La norma señala que con el fin de hacer valer los derechos aquí consignados, quienes carecieren de asistencia legal y de recursos económicos para pagarla, tendrán derecho a que el Estado se la suministre gratuitamente. Para este efecto, el Poder Judicial creará una sección especializada dentro del

Departamento de Defensores Públicos. La norma excluye por completo al PANI en la toma de decisiones, en este tipo de asuntos. Exp. Judicial 11-000268-0172-PA-5



	11-13000-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Juan André Slon Carvajal
	14-10-11
	TRIBUNAL DE HONOR DEL COLEGIO DE PSICOLOGOS
-Artículo 41 de la Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Psicología.

La norma permite que el Tribunal de Honor del Colegio de Psicólogos, pueda fallar a conciencia, los asuntos sometidos a su competencia, lo que a juicio del accionante no permite aplicar mecanismos de valoración de prueba. 



	11-13060-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Melchor Marcos Hurtado
	18-10-11
	MULTA POR CONDUCCIÓN TEMERARIA
-Artículo 131 inciso a) de la Ley de Tránsito.

-Boletas de citación virtual utilizadas para notificar las supuestas infracciones detectadas por las cámaras de vigilancia del COSEVI.

La norma señala que se impondrá una multa de un setenta y cinco por ciento (75%) de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: a)      A quien conduzca en forma temeraria, de conformidad con las conductas tipificadas en el artículo 108 de esta Ley. Se acusa que la multa es desproporcional e irrazonable en relación con la condición económica del promedio de los costarricenses. 



	11-13060-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Melchor Marcos Hurtado
	18-10-11
	MULTAS DE TRANSITO
-Artículo 131 inciso a) y 150 y 150 bis de la Ley de Tránsito. 

Las normas imponen multa por conducción temeraria y se acusa que se hacen mediante el sistema de cámaras, en donde no se da el debido proceso a los administrados. Además, considera que son irrazonables y desproporcionadas. 



	11-13081-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Mayid Halaba Fauaz
Sindicato de Ingenieros del ICE y afines. (SIICE)
	18-10-11
	PARTICIPACIÓN DE ORGANIZACIONES EN EL FORTALECIMIENTO Y MODERNIZACIÓN DEL SECTOR DE TELECOMUNICACIONES
-Decreto Ejecutivo 35148-MINAET en su totalidad y específicamente los artículos 1,3,10,12,13,117,182,183,192,193,141,204 y 41, que se denomina Reglamento al Título II de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las entidades públicas del Sector de Telecomunicaciones. Publicado en La Gaceta número 72 del 15-4-2009.

Entre otros aspectos, se acusa que el Decreto impugnado lesiona el debido proceso en tanto limita la participación de las organizaciones sociales, en la elaboración de disposiciones normativas, que afectan sus intereses legítimos. Se indica que en forma arbitraria se determina por decreto, la naturaleza jurídica del ICE, que es una institución autónoma.



	11-13091-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Vianney Saborío Hernández
Asociación Nacional para la Defensa de la Propiedad y la Seguridad Jurídica


	18-10-11
	MODIFICACION A CONVENIO DE PRESTAMO CON EL BID
-Modificación al Convenio de Préstamo número 1284-OC/CR celebrado entre el Banco Interamericano de Desarrollo y la República de Costa Rica. Originalmente se aprobó por ley 8154 del 27 de noviembre del 2001. 

Se acusa que fue modificado sin aprobación legislativa, solo con una cuerdo entre el Ministerio de Hacienda y el BID, el cual se hizo a través del Reglamento operativo, Decreto número 34434-H-J del 28-01-2008, publicado en La Gaceta número 68 del 8-4-2008, por lo que se solicita que por conexidad este Decreto sea declarado inconstitucional.



	11-13115-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Segismundo Araya Zúñiga y otro
	19-10-11
	COMPETENCIA PARA ORDENAR EL RASTREO, SECUESTRO Y REGISTRO DE COMUNICACIONES
-Artículos 2, 3 y 7 de la Ley sobre Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de las Comunicaciones. No. 7425

Las normas regulan lo relativo al rastreo de llamadas, secuestro y análisis de los mismos. Acusan los accionantes, que la ley le da potestad a los jueces únicamente sobre la intervención de documentos privados, no así al Ministerio Público ni al OIJ.



	11-13129-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Lauro Velásquez de León
	19-10-11
	SANCIONES O INFRACCIONES IMPUESTAS  MEDIANTE EL SISTEMA DE CAMARAS
-Artículos 150 y 150 bis de la Ley de Tránsito

Entre otros aspectos, se acusa que las normas imponen partes impersonales en casos de conducción temeraria, se cuestiona el hecho que se sancione por cámaras. 



	11-13171-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Michel Salim Semaan Khachab
	19-10-11
	MULTAS DE TRANSITO
-Artículo 131 inciso a) y 150 y 150 bis de la Ley de Tránsito. 

Las normas imponen multa por conducción temeraria y acusa el accionante que se impone sin debido proceso, sin importar si el dueño registral fue o no el infractor. Además se consideran que son irrazonables y desproporcionadas. 



	11-13214-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Leon Zarnowski Varela
Propiedades Andylu S.A.


	20-10-11
	SANCIONES DE TRANSITO IMPUESTAS POR EL SISTEMA DE CAMARAS
-Artículo 131 inciso a) de la Ley de Tránsito

-La norma impone multa por conducción temeraria. El recurrente considera que las sanciones son muy onerosas y violan el principio de razonabilidad. 



	11-13224-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro González Chaves y otro
	20-10-11
	REQUSITOS DE PARTICIPACION EN ORGANIZACIONES DEPORTIVAS
-Artículo 10 del Reglamento para la Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de la Unión. 

Las normas señalan que para integrar la Asamblea Cantonal de Organizaciones Deportivas y Recreativas, se permitirán sólo la Asociaciones Deportivas con personería jurídica vigente y adscrita al Comité Cantonal y con domicilio en la Unión. Con ello se deja sin posibilidad de participar otro tipo de organizaciones que se encuentran inscritas en DINADECO, como las Asociaciones de Desarrollo Integral, Juntas de Educación, Sindicatos y otros.



	11-13249-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Rafael Angel Soto Jarquín
	20-10-11
	MULTAS POR IRRESPETAR LIMITES DE VELOCIDAD
-Artículo 131, segmento del inciso b) de la Ley de Tránsito. No. 7331.

La norma impugnada señala que se impondrá una multa de un setenta y cinco por ciento (75%) de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: b)  A quien irrespete las señales de tránsito fijas, incluso los límites de velocidad o las indicaciones de la autoridad de tránsito, en contravención de los artículos 79, 83 y 116 de esta Ley, normas que establecen los deberes de acatar las indicaciones verbales o escritas de las autoridades de tránsito, el señalamiento vertical y horizontal, incluso el que comprende los límites de velocidad; la prohibición de pasar sobre las islas canalizadoras o de adelantar por el carril izquierdo de la carretera demarcada con línea continua en el centro. Se exceptúan los casos considerados en el artículo 107 y en los incisos ch) y d) del artículo 83 de esta Ley, que se resolverán de acuerdo con lo que determinan dichos numerales.

En este caso se cuestiona la proporcionalidad de la multa. 



	11-13300-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Alvaro Sagot Rodríguez 
	21-10-11
	INSTALACIÓN DE TORRES DE TELECOMUNICACIONES
-Resolución 123-2010 SETENA del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones de las 8:00 horas del 20 de enero del 2010. Acuerdo de Comisión Plenaria, modificación de resolución número 2031-2009 SETENA (Instalación de torres de telecomunicaciones para el sistema móvil avanzado 3-G (SMA-SG)

-Resolución número 2031-2009 SETENA del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y la Secretaría Técnica Ambiental de las 9:00 horas del 26 de agosto del 2009. Acuerdo de Comisión Plenaria Instalación de torres de telecomunicaciones para el sistema móvil avanzado 3-G (SMA-SG).

Considera el recurrente que las resoluciones impugnadas establecen modificaciones a la normativa ambiental de rango superior, para lo cual no tienen potestad las instituciones involucradas. 



	11-13202-0007-CO
Consulta Legislativa
	Luis Gerardo Villanueva Monge y otros
	19-10-11
	INCENTIVO PARA AGENTES DE SEGURIDAD Y VIGILANCIA DEL MINISTERIO DE EDUACACIÓN
Reconocimiento de incentivo por peligrosidad a favor de agentes de seguridad y vigilancia de agentes del Ministerio de Educación Pública, (anteriormente denominado): Ley para el reconocimiento de incentivo por peligrosidad a favor de de agentes del Ministerio de Educación Pública y otros Ministerios. Expediente legislativo 17.171

	11-13432-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Nelson Johnson de Jesús 
	24-10-11
	TRATAMIENTO FISCAL DE LOS PRECIOS DE TRANSFERENCIA, SEGÚN EL VALOR NORMAL DE MERCADO
-Directriz número 20-03 del 10 de junio del 2003, denominada “Tratamiento Fiscal de los Precios de Transferencia, Según el Valor Normal de Mercado”, emitida por la Dirección General de Tributación Directa. 

El objetivo de la Directriz es la correcta interpretación de lo relativo a los artículos 8 y 12 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios y señala que cualquier transacción comercial entre partes, debe ser realizada a valor normal de mercado. Considera que la potestad de modificar la base imponible se debe hacer por ley, pues la base se modifica al considerar que lo pactado entre partes no se ajusta a los valores normales del mercado. 



	11-13564-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Enrique Dueñas Godínez
	25-10-11
	LEGITIMACIÓN Y ORDEN DE DESALOJO
-Artículo 449 del Código Procesal Civil. Ley número 7130.

La norma señala que la demanda de desahucio podrán establecerla quienes comprueben tener derecho de propiedad o de posesión de la finca, por cualquier título legítimo, y procederá contra el arrendatario, el subarrendatario, el cesionario, los ocupantes y los poseedores del inmueble, en precario o por pura tolerancia.

Cuando, sin consentimiento del arrendador, el arrendatario permita que otras personas ocupen el inmueble, no será necesario que sean demandadas; será suficiente que se les notifique la sentencia.

En caso que la demanda no la establezca el dueño del inmueble o un poseedor en nombre propio, el actor deberá comprobar que su derecho se deriva de quien tuvo facultad para concederlo. Si eso no se comprueba, la demanda será inadmisible.

En el mismo auto en que se confiera el emplazamiento al demandado, el Juez ordenará desalojar el inmueble por un plazo de quince días.

El recurrente acusa que al arrendatario del inmueble no se le da derecho a oponerse al desalojo. 



	11-13599-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Nelly Cantón Fernández
	26-10-11
	SANCIÓN POR NO PORTAR DISPOSITIVOS DE SEGURIDAD PARA MENORES DE EDAD
-Artículos 71 bis inciso a),  80 y 130 inciso d) de la Ley de Tránsito.

La norma señala que se impondrá una multa de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: d) Al conductor de todo vehículo que contravenga lo establecido en los párrafos tercero y cuarto del artículo 80 de esta Ley, que se refiere al uso de dispositivos de seguridad para personas menores de edad. Señala que la multa es desproporcionada y además, se le rebajan muchos puntos de la licencia de conducir. 



	11-13664-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Ana Gutiérrez Fóster y otros
Vecinos de la comunidad de Bananito
	27-10-11
	FUMIGACIÓN CON PLAGUICIDAS
-Decreto Ejecutivo 34202. Reforma al artículo 70 del Decreto Ejecutivo número 31520-MS-MAG-MOPT-MGSP. Reglamento para las actividades de Aviación Agrícola del 16-10-2003.

Se acusa que las normas impugnadas modifican las condiciones en que se puede fumigar plaguicidas en zonas agrícolas, ubicadas cerca de poblaciones, disminuyendo el área de aplicación, en caso de que existan zonas de amortiguamiento. 



	11-13721-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Manfred Peña Bonilla y otro
	28-10-11
	MULTAS DE TRANSITO IMPUESTAS MEDIANTE EL SISTEMA DE CÁMARAS
- Artículos 131 incisos a) y b) y 150 y 150 bis de la Ley de Tránsito. 

-Decreto Ejecutivo 36724-MOPT del 23 de agosto del 2011. Reglamento de las condiciones técnicas y de uso de los equipos de registro y detección de infracciones a la Ley de Tránsito, vigente por medio de imágenes. 

Las normas establecen las multas por conducción temeraria, el irrespeto a señales de tránsito fijas y la confección de partes impersonales. Se impugna el monto excesivo de la multa y la imposición de partes impersonales.



	11-13729-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Patricia Villalobos Molina
	28-10-11
	REQUISITOS PARA LA PENSIÓN POR SUCESIÓN DEL MAGISTERIO NACIONAL
-Artículo 13 del Reglamento General de Régimen de Capitalización Colectiva del Sistema de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. 

La norma señala que tiene derecho a pensión por sobreviviencia, el cónyuge que dependa económicamente al momento del fallecimiento. Considera que el artículo impugnado lesiona los derechos de las personas que trabajan. 

 

	11-13734-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Edwin Mauricio Mora Soto
	28-10-11
	RESOLUCIONES JUDICIALES
-Sentencia número 136-11 de las 16:12 horas del 12-09-2011 y resolución de las 11:06 del 19-09-11, dictadas bajo el expediente número 000064-1052-LA

Se acusa que fue condenado por vía laboral por un Tribunal de Trabajo de Menor Cuantía, sin debido proceso, pues no fueron debidamente notificadas y, señala que según la ley 3664 estas resoluciones no tienen apelación. 



	11-13745-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Camilo Monterroza Deleón
	28-10-11
	SANCIÓN DE TRÁNSITO POR MAL ESTACIONAMIENTO
-Artículo 133 inciso h) de la Ley de Tránsito

La norma señala que se impondrá una multa de un cuarenta por ciento (40%) de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas: h) A quien se estacione en contra de lo dispuesto en los incisos b), c), ch), d), e), f), g), h) e i) del artículo 96 de esta Ley. La misma sanción se impondrá al propietario o, en ausencia de este, al gerente o administrador del establecimiento público o privado que infrinja lo dispuesto por el inciso i) del artículo 96 de la presente Ley.

Se acusa que la norma no es razonable ni proporcionada.



	11-13801-0007-CO
Acción de Inconstitucionalidad


	Héctor Cordero Montenegro
	31-10-11
	PAGO DE COSTAS PERSONALES Y PROCESALES
-Artículo 193 del Código Procesal Contencioso Administrativo.

En las sentencias y los autos con carácter de sentencia, se condenará al vencido al pago de las costas personales y procesales, pronunciamiento que deberá hacerse de oficio.  No obstante lo anterior, la parte vencida podrá ser exonerada del pago de las costas, cuando: a) La sentencia se dicte en virtud de pruebas cuya existencia verosímilmente no haya conocido la contraria y, por causa de ello, se haya ajustado la oposición de la parte. b) Por la naturaleza de las cuestiones debatidas haya existido, a juicio del Tribunal, motivo bastante para litigar.

Se acusa que la Sala  Primera interpreta que es potestativo para el órgano jurisdiccional exonerar en costas y si no ejerce esa potestad, no tiene derecho al recurso de casación.




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	10-011185-0007-CO

Voto 2011-013357
	04-10-11
	A las dieciséis horas con cinco minutos. Consultas Judiciales Facultativas acumuladas formuladas, la No. 10-011185-0007-CO, por el TRIBUNAL DE PUNTARENAS, y la No. 10-013282-0007-CO, por el JUZGADO CIVIL Y DE TRABAJO DEL SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE ALAJUELA (SAN CARLOS) en lo referente a la Circular No. 57-2010 dictada por el CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL, en el artículo XLVIII de la sesión No. 33 de 8 de abril de 2010. Se evacuan las consultas formuladas en el sentido de que no es inconstitucional la Circular No. 57-2010 dictada por el Consejo Superior del Poder Judicial, según el artículo XLVIII de la sesión No. 33 del 8 de abril de 2010, en tanto se interprete que es de carácter informativo. La Magistrada Calzada pone nota.-

	10-014213-0007-CO

Voto 2011-013393
	05-10-11
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Acciones de Inconstitucionalidad Acumuladas. ANA CRISTINA MORA RAWSON, DAVID ALBERTO AGUILAR GUTIERREZ y SERGIO MASIS OLIVAS en contra del artículo 132 inciso ñ) de la Ley de Tránsito, Ley No. 7331 del 13 de abril de 1994. Por mayoría se declara inconstitucional el inciso ñ) del artículo 132 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres en cuanto a la multa que se impone por no cumplir con el requerimiento de la revisión técnica vehicular. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Se dimensionan los efectos de esta sentencia en el sentido que el Estado no repetirá lo pagado por las multas que se hubiesen pagado, y que estén firmes en sede administrativa o judicial, y que esta declaratoria de inconstitucionalidad recobra vigencia la disposición anterior a la reforma operada por Ley 8696 de 17 de diciembre de 2008. Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los magistrados Mora, Cruz y Hernández salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.-

	11-006190-0007-CO

Voto 2011-013427
	05-10-11
	A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Empresa “Poás Renta Carro, S. A.” en contra del artículo 221 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Intervinieron también en el proceso, en representación de la Procuraduría General de la República, la Procuradora General de la República, Ana Lorena Brenes Esquivel y la Directora Ejecutiva del Consejo de Seguridad Vial, Silvia Bolaños Barrantes. Se rechaza de plano la acción.- 



	11-011588-0007-CO

Voto 2011-013428
	05-10-11
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de inconstitucionalidad. Juan André Slon Carvajal en contra de los artículos 39 y 44 inciso c) de la Ley Orgánica del Colegio Profesional de Psicólogos de Costa Rica, Ley N° 6144. Se rechaza de plano la acción.- 



	11-009629-0007-CO

Voto 2011-013429
	05-10-11
	A las quince horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ÁLVARO GONZÁLEZ CHÁVES y MARVIN HERNÁNDEZ CHAVARRÍA en contra del artículo 10 del Reglamento de Organización y Funcionamiento del Comité Cantonal de Deportes y Recreación de La Unión, promulgado por el Concejo Municipal de La Unión. Se rechaza de plano la acción.- 



	11-011374-0007-CO

Voto 2011-013430
	05-10-11
	A las quince horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Dennis Rodríguez Cadena “no vidente en contra del artículo 4 inciso a) de la Ley N° 7794, Código Notarial. Se rechaza de plano la acción.-  



	10-003197-0007-CO

Voto 2011-013436
	05-10-11
	A las quince horas con trece minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Sagot Rodríguez y José Alberto Brenes André en contra del Decreto Ejecutivo número 35748-MP-MINAET-MIVAH. Intervienen en el proceso Ana Lorena Brenes Esquivel en representación de la Procuraduría General de la República, Jorge Rodíguez Quirós en representación del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, y Clara Zomer Rezler en representación del Ministerio de Vivienda y Asentamientos Humanos. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se declara inconstitucional el artículo 3.7 del Decreto Ejecutivo 35748-MP-MINAET-MIVAH. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.



	10-012968-0007-CO

Voto 2011-013437
	05-10-11
	A las quince horas con catorce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Gabriela Salazar Borbón en contra del artículo 71 inciso 5) de la Ley Orgánica del Sistema Bancario Nacional, número 1644 del veintiséis de setiembre de mil novecientos cincuenta y tres y sus reformas.- Intervienen además la Procuraduría General de la República, el Banco Central de Costa Rica y la Superintendencia de Entidades Financieras. No ha lugar a la gestión de adición y aclaración formulada.- Notifíquese.- 



	11-008711-0007-CO

Voto 2011-013439
	05-10-11
	A las quince horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Lillia Fonseca Alvarado, Sindicato Pro Trabajadores del Consejo Nacional de la Producción y Fábrica Nacional Licores en contra de los Artículos 3, 19, 23, 27, 29, 51, 71, 88 inciso e) y 92, de la Convención Colectiva de Trabajo del Consejo Nacional de Producción, firmada en mayo de 1988, cuarta modificación, por estimar menoscabo a la libertad sindical. Se deniega el trámite a esta acción.-



	11-005506-0007-CO

Voto 2011-013654
	07-10-11
	A las doce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Carlos Eduardo Umaña Brenes en contra del Párrafo 2° del art. 10 del Decreto Ejecutivo N°36345-H. Se deniega el trámite a esta acción.-


	11-012112-0007-CO

Voto 2011-013772
	14-10-11
	A las catorce horas con treinta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Giovanni Alexis Sancho Rodríguez contra los artículos 15 y 19 del Código Notarial.  Se rechaza de plano la acción.



	11-010189-0007-CO

Voto 2011-013773
	14-10-11
	A las catorce horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Asociación de Consumidores de Costa Rica, Erick Ulate Quesada contra del Acuerdo de la Junta Directiva de la Aresep 003-15-2010 de la Sesión 015-2010 del 15 de abril del 2010, 010-020-2010 de la Sesión de 2010 del 20 de julio de la Sesión 002-039-2010 Extraordinaria 039-2010 del 4 de octubre del 2010 y otros. No ha lugar a la gestión formulada.



	07-003564-0007-CO

Voto 2011-013799
	14-10-11
	A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cindy Zúñiga Araya en contra de los Artículos 18 y 152 del Código Municipal. Se declara parcialmente con lugar la acción. Por mayoría se anula la frase del artículo 7 del Reglamento de Carrera Administrativa que dice: "nombrados en propiedad. De mantenerse la inopia y de existir trabajadores interinos que cumplan con los requisitos solicitados se realizará el concurso interno correspondiente, con conocimiento obligatorio de la Jefatura inmediata. Cuando se demostrase inopia en el concurso interno, y exista una persona nombrada interina que cumpla con todos los requisitos, tendrá derecho a ser nombrado"; para que correctamente se lea: "Artículo 7 del Reglamento de Carrera Administrativa: Del concurso interno: En caso de inopia en los niveles jerárquicos señalados en los artículos precedentes, el concurso se extenderá a todos los trabajadores. Si la inopia continua se sacará la plaza a concurso externo. Según lo expuesto en el Código Municipal y Convención Colectiva de Trabajo vigente". El Magistrado Castillo declara con lugar la acción por otras razones y en consecuencia considera inconstitucional las siguientes oraciones: "De mantenerse la inopia y de existir trabajadores interinos que cumplan con los requisitos solicitados se realizará el concurso interno correspondiente con conocimiento obligatorio de la jefatura inmediata. Cuando se demostrase inopia en el concurso interno, y exista una persona nombrada interina que cumpla con todos los requisitos, tendrá derecho a ser nombrado". Por mayoría, se anula la frase del artículo 51.b de la Convención Colectiva de Trabajo que dice: "nombrados en propiedad", para que correctamente se lea: "Artículo 51 de la Convención Colectiva de Trabajo. Se establece el siguiente procedimiento, para el nombramiento de trabajadores administrativos y técnicos. a. (...) b.-De demostrarse inopia en esas instancias, para llenar la plaza vacante, se sacará a concurso interno, con participación de todos los trabajadores de la Municipalidad.". En lo demás se declara sin lugar la acción. Los Magistados Jinesta Lobo y Armijo Sancho  salvan el voto, unicamente en cuanto al artículo 51 b de la Convención Colectiva y declaran indadmisible la acción por razones diferentes.  El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar la acción en relación al artículo 51 b de la Convención Colectiva.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- El Magistrado Jinesta Lobo pone nota.-



	08-002849-0007-CO

Voto 2011-013800
	14-10-11
	A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Natalia Gamboa Sánchez en contra del Artículo 66 del Reglamento Técnico Penitenciario (N° 33876-J). Por mayoria se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad planteada por violación al principio de igualdad. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del artículo 66 del Reglamento Técnico Penitenciario, Decreto Ejecutivo Número 33876-J que establece lo siguiente: ""que sea de distinto sexo al suyo"". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Los Magistrados Mora Mora, Castillo Víquez y  la Magistrada Pacheco Salazar Salvan el voto y declaran Sin lugar la acción. El Magistrado Mora Mora da razones diferentes. El Magistrado Cruz expone argumentos adicionales.- A las quince horas con diez minutos se da por finalizada la sesión.- 



	11-010633-0007-CO

Voto 2011-013872
	14-10-11
	A las diez horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Evangelina Pérez Morera contra el artículo 20 inciso D del Reglamento de Invalidez y Muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social. No ha lugar a la gestión formulada. 



	11-012021-0007-CO

Voto 2011-013934
	14-10-11
	A las once horas con veintisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Adriana Vergara González contra Consejo de Seguridad Vial y las multas por irrespeto a los límites de velocidad que registran las Cámaras de Racsa. Se rechaza de plano la acción.



	11-012511-0007-CO

Voto 2011-013935
	14-10-11
	A las once horas con veintiocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Julio Alberto Bustos Valderrama contra Ley de Tránsito 7331. Se rechaza de plano la acción. 



	11-012198-0007-CO

Voto 2011-014025
	19-10-11
	A las quince horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Gerardo E Jiménez Vásquez contra. El Decreto Ejecutivo Número 36777- Mp- Tur. Se rechaza de plano la acción. El Magistrado Castillo Víquez pone nota.



	11-008822-0007-CO

Voto 2011-014026
	19-10-11
	A las quince horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad.- Valentín Cortés Granados contra el artículo 1405 inciso 1 del Código Civil. Se rechaza por el fondo la acción.



	09-014691-0007-CO

Voto 2011-014074
	19-10-11
	A las dieciséis horas con treinta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ricardo Dobles Badilla en contra de la Junta de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional. Se corrige  la parte dispositiva de la sentencia número 13704-2010 de las 14:35 horas del 18 de agosto del 2010, para que en el por tanto donde dice "Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada" se lea "De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta resolución tiene efectos declarativos a partir de la fecha de esta sentencia". Notifíquese.-



	10-001696-0007-CO

Voto 2011-014075
	19-10-11
	A las dieciséis horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Doris Gutiérrez Carrera en contra del Artículo 20 inciso d) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se corrige  la parte dispositiva de la sentencia número 2010-18965 de las 13:18 horas del 17 de noviembre de 2010, para que en el por tanto donde dice "Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada" se lea "De conformidad con el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta resolución tiene efectos declarativos a partir de la fecha de esta sentencia". Notifíquese.-



	09-016911-0007-CO

Voto 2011-014505
	25-10-11
	A las dieciséis horas con cincuenta y cinco minutos. Consulta Judicial de la Procuraduría General de la República sobre el Límite Temporal de doce meses después del nacimiento establecido en el artículo 96 del Código de Familia contra el Juzgado de Familia de Heredia.- No ha lugar a la gestión formulada.



	11-008578-0007-CO

Voto 2011-014559
	26-10-11
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Marco Antonio Granados Bonilla en contra de los artículos 131 inciso e) y 115 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 11-000497-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	11-008290-0007-CO

Voto 2011-014560
	26-10-11
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alberto Terán Orlich en contra de los artículos 131 inciso e), 115 y 71 bis de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del  trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 11-000497-0007-CO se tramita ante esta Sala.-



	11-012777-0007-CO

Voto 2011-014561
	26-10-11
	A las catorce horas con cuarenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jean Carlos Rodríguez Rosales en contra del artículo 68 inciso d) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 número del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Se rechaza de plano la acción.- 



	11-012979-0007-CO

Voto 2011-014571
	26-10-11
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Eduardo Hernández Aguilar en contra del artículo 32 inciso 1) apartado c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y el acuerdo adoptado por el Consejo de Seguridad Vial, en la sesión ordinaria número 2630-11 del quince de marzo del dos mil once. Se rechaza por el fondo la acción.-  



	11-013249-0007-CO

Voto 2011-014572
	26-10-11
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rafael Ángel Soto Jarquín en contra del artículo 131 inciso b) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y cuatro. Se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 11-05043-0007-CO  se tramita ante esta Sala.-



	11-013171-0007-CO

Voto 2011-014575
	26-10-11
	A las quince horas con un minuto. Acción de Inconstitucionalidad. Michel Semaan Khachab, en su condición de representante judicial y extrajudicial de la empresa "Buses INA URUCA S.A." en contra de los artículos 131 inciso a), 150 y 150 bis de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 11-012290-0007-CO  se tramita ante esta Sala.-



	11-013214-0007-CO

Voto 2011-014576
	26-10-11
	A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. LEÓN ZARNOWSKI VARELA, en su condición de representante de la compañía "Propiedades ANDYLU S. A." en contra del artículo 131 inciso a) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. Acumúlese esta acción a la que en el expediente número 11-012290-0007-CO  se tramita ante esta Sala.-



	11-012995-0007-CO

Voto 2011-014601
	26-10-11
	A las quince horas con veintisiete minutos.  Consulta Judicial Facultativa. Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente a la resolución de las nueve horas seis minutos del catorce de setiembre del dos mil once, dictada dentro del expediente número 11-000268-0172-PA-5, que es Incidente de aumento de Pensión de S.Q.P. contra F.G.G..  Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias no es inconstitucional.-



	11-012994-0007-CO

Voto 2011-014602
	26-10-11
	A las quince horas con veintiocho minutos.  Consulta Judicial Facultativa. Juzgado de Pensiones Alimentarias del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente a la resolución de las nueve horas veinticuatro minutos del catorce de setiembre del dos mil once, dictada dentro del expediente número 06-700168-0441-PA-9, que es proceso de KVC contra DCHA.. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias no es inconstitucional.-



	10-017292-0007-CO

Voto 2011-014622
	26-10-11
	A las quince horas con cuarenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ARTURO MONTERO CALDERÓN en contra de la Jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de sobre la interpretación del artículo 20 del Código Procesal Penal. Se declara sin lugar el recurso.-



	10-000965-0007-CO

Voto 2011-014623
	26-10-11
	A las quince horas con cuarenta y nueve minutos. Acciones de Inconstitucionalidad acumuladas, interpuestas por Johnny Araya Monge en su condición de Presidente de la Federación Metropolitana de Municipalidades de San José, y Giselle Mora Peña en su condición de Directora Ejecutiva de la Unión Nacional de Gobiernos Locales; en contra de los Lineamientos Generales sobre la Planificación del Desarrollo Local, contemplados en la resolución R-SC-1-2009, de la Subcontralora General de la República, publicados en La Gaceta 52 del 16 de marzo de 2009, el artículo 1.4 (párrafo penúltimo) de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, y el Decreto Ejecutivo N° 35388-PLAN-2009, que es el Reglamento de Creación de los Consejos Cantonales, Consejos Distritales y Consejos Regionales de Coordinación Interinstitucional. Intervienen Ana Lorena Brenes Esquivel en su condición de Procuradora General de la República, Rocío Aguilar Montoya en su carácter de Contralora General de la República, y Mauro Murillo Arias como Apoderado especial judicial de las accionantes. Se rechazan de plano las acciones.-



	10-010617-0007-CO

Voto 2011-014624
	26-10-11
	A las quince horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ALEXANDER MUÑOZ CAMPOS y MARIANELA AGUILAR RODRÍGUEZ en contra del INCISO C) DEL TRANSITORIO DE LA REFORMA AL REGLAMENTO DE RECLUTAMIENTO Y SELECCIÓN DE PROFESIONALES EN FARMACIA, ODONTOLOGÍA Y TRABAJO SOCIAL DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. Se declara  CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el inciso  c) del artículo transitorio de la Reforma al Reglamento de Reclutamiento y Selección de Profesionales en Farmacia, Odontología y Trabajo Social de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado por el artículo 17 de la sesión 8401 celebrada el 26 de noviembre de 2009 por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- Los Magistrados Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez dan razones adicionales.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	11-11367-007-CO
	Ana Patricia Guillén Campos contra los artículos Artículo 1 inciso 15) y 2 inciso 1) de la Ley Reguladora del Otorgamiento de Pasaportes Diplomáticos y de Servicio. No. 7411 y el artículo 5 del Reglamento de Traslado y Menaje de Casa y Pasajes de funcionarios acreditados en el Servicio Exterior.

Resolución de las 14:02 del 20 de setiembre del 2011

Boletín judicial 195, 196, 197 del 11, 12 y 13 de octubre del 2011.

	REGLAS PARA EL OTORGAMIENTO DE PASAPORTE DIPLOMATICO Y OTROS BENEFICIOS

Las normas se impugnan en cuanto excluyen al conviviente de hecho como beneficiario para obtener pasaporte diplomático, pasajes y traslado de menaje de casa, pese a que las uniones de hecho cumplen funciones familiares iguales a las del matrimonio. La recurrente estima que las normas impugnadas son contrarios a los principios de igualdad y de protección especial de la familia reconocidos en los  artículos 33 y 51 de la Constitución Política.  

	11-8838-007-CO
	Edgar Trejos Ramírez contra el Artículo 14 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil.

Resolución de las 16:06 del 14 de setiembre del 2011

Boletín judicial 195, 196, 197 del 11, 12 y 13 de octubre del 2011.

	REINGRESO EN EL SERVICIO CIVIL

La norma se impugna en cuanto, a criterio del accionante, no resulta necesario, ni idóneo, ni proporcional a los fines propuestos por la norma, el requisito para el reingreso dentro de los 10 años siguientes al cese como funcionario público, convirtiéndose en una desigualdad carente de toda razonabilidad. Considera que la frase cuestionada contraría el requisito de idoneidad exigido por la Constitución Política en su numeral 192, a efecto de que pueda lograr su reingreso en propiedad al puesto de la misma clase que ostentaba al salir del Régimen del Servicio Civil. 



	11-9444-007-CO
	Asociación de Consumidores de Costa Rica contra la Resolución 092-2011 del Consejo de la Superintendencia de Telecomunicaciones.

Resolución de las 10:04 horas del 13 de setiembre del 2011

Boletín judicial 195, 196, 197 del 11, 12 y 13 de octubre del 2011.

	CONDICIONES PARA ACTIVAR CELULARES QUE NO ESTÁN HOMOLOGADOS

La Resolución de cita se impugna en cuanto exige a los usuarios de servicios de telecomunicaciones, de terminales no homologadas, a firmar una carta de renuncia por motivos de calidad del servicio, lo cual considera el accionante, constituye un acto discriminatorio, que además cercena el acceso a la justicia que tiene todo ciudadano. Adicionalmente, el promovente estima que la renuncia a futuras reclamaciones por problemas de calidad, constituye una violación indirecta a la libertad de elección, ya que si el usuario se ve obligado a renunciar a su derecho a reclamar, deberá orientar su consumo a aquellos aparatos (terminales) que sí cuenten con la homologación. 

	11-10189-007-CO
	Erick Ulate Quesada y Gilberto Campos Cruz, en representación de la Asociación Consumidores de Costa Rica, contra los acuerdos de Junta Directiva de la ARESEP 003-15-2010 de la sesión 015-2010 del 15 de abril de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 84 del 3 de mayor de 2010; 010-020-2010 de la sesión 020-2010 del 20 de julio de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 151 del 5 de agosto de 2010; 002-039-2010 de la sesión extraordinaria 039-2010 del 4 de octubre de 2010, publicado en el Diario Oficial La Gaceta No. 203 del 20 de octubre de 2010; artículo 3 de la sesión 021-2011 del 30 de marzo de 2011 y los artículos 33, 34 1.D), 1 E), 1 F), 1 H), 1 N), 2 D); artículo 35, 36, 1 F), 1 G), 1 H), 1 J), 1 O), 2 D); artículo 37, 38, 1 C), 1 E), 1 F), 1 G), 1 H), 1 L), 1 M) 1.N), 1.O), 1.U), 2 D) del Reglamento Interno de Organización y Funciones de la ARESEP y sus Órganos Desconcentrados y Acuerdos Conexos.

Resolución de las 11:13 horas del 22 de setiembre del 2011
Boletín judicial 195, 196, 197 del 11, 12 y 13 de octubre del 2011.

	COMITES DE REGULACION Y SUPERINTENDENCIAS DE ENERGIA, AGUA Y TRANSPORTE

Las normas se impugnan en cuanto se crea el Comité de Regulación y las Superintendencias de Agua, Energía y Transporte. Lo anterior, por cuanto la Ley No. 8660 del 8 de agosto de 2008 que reformó el artículo 37 de la Ley No. 7593 dispone que la autoridad reguladora tiene 30 días naturales después de la audiencia para resolver toda solicitud de fijación o cambio ordinario de tarifas. Pasado ese término le corresponde al Regulador General de la Autoridad Reguladora tomar la decisión correspondiente. Posteriormente, ya que por ley no se definió exactamente a cuál órgano le correspondería tal función (excepto por la creación de la SUTEL), por reforma al Reglamento (aprobado en sesión 21 del 19 de marzo del 2009) se crearon otras Superintendencias de Aguas, Energía y Transporte, a las cuales se les dio esa potestad de fijación tarifaria y sancionatoria a que se refieren los artículos 38 y 41 de la Ley de ARESEP. Sin embargo, mediante acuerdo de Junta Directiva de la ARESEP 003-15-2010, modificado por el acuerdo 026-019-2010 de la sesión 019-2010, se creó un Comité de Regulación "a partir de del 8 de mayo  de 2010 hasta la primera sesión que lleve a cabo la nueva Junta Directiva", a la cual se le asignaron estas potestades. En el acuerdo 010-020-2010 de la sesión 020-2010, dado que a esa fecha no se habían logrado implementar las Superintendencias de Agua, Energía y Transportes se extendió la vigencia del Comité de Regulación hasta el 8 de octubre de 2010, fecha límite establecida en el Transitorio Único del Reglamento para que el Regulador cumpliera con la indicada implementación. Por acuerdo de mayoría de la Junta Directiva 002-039-2010 de la sesión extraordinaria 039-2010 del 4 de octubre de 2010 se prorrogó la vigencia de este Comité de Regulación, lo cual volvió a ocurrir en el artículo 3 de la sesión 021-2011 del 30 de marzo de 2011, prorrogando su función hasta el 30 de setiembre de 2011. Indica que por vía de reglamento se crearon potestades de imperio que sólo están reservadas a la ley, como es la fijación tarifaria y la potestad sancionatoria. 

	11-11337-007-CO
	José Andrés Carrillo Campos contra los artículos 133 b) y 104 d) de la Ley de Tránsito

Resolución de las 11:51 horas del 27 de setiembre del 2011
Boletín judicial 199, 200, 201 del 18, 19 y 20 de octubre del 2011.

	SANCION POR USO DE CHALECO RETRORREFLECTIVO

La norma se impugna en tanto la sanción prevista en dichas normas, que consiste en la multa del cuarenta por ciento (40%) de un salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1”, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial -de conformidad con la Ley del presupuesto ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se cometa la infracción de tránsito- para el conductor de bicicleta, motobicicleta, bicimoto, triciclo, cuadraciclo o motocicleta que no utilice el chaleco retrorreflectivo, es desproporcionada e irrazonable. Refiere el accionante que existe una desorbitada relación entre la infracción y su sanción, dado que la multa corresponde a la suma de 126 480 colones más el 30% destinado al Patronato Nacional de la Infancia, para un total de 164 424 colones. Esa suma está divorciada de la realidad económica del país, así como de las condiciones asimétricas de la población costarricense. Además sostiene que el artículo 104 inciso d) adolece de indeterminación, lo cual genera una gran arbitrariedad, al establecer que el uso de dicho implemento debe darse “Desde media hora antes de la hora natural del anochecer y hasta media hora después de la hora natural del amanecer”, condiciones que son variables según la fecha del año. Esa imprecisión permite consideraciones meramente subjetivas de qué debe entenderse por "anochecer" o "amanecer", al ser estos lapsos de tiempo sumamente amplios. Se confiere audiencia por quince días a la Procuraduría General de la República, así como al Consejo de Seguridad Vial y el Ministerio de Obras Públicas y Transportes.

	11-10289-007-CO
	Ivan Rodríguez Chacón, representante de TRANSPORTES TICO VIAJES S.A., contra el transitorio primero de la Ley número 8955. 

Resolución de las 10:10 del 05 de octubre del 2011

Boletín judicial 199, 200, 201 del 18, 19 y 20 de octubre del 2011.

	SERVICIO ESPECIAL ESTABLE DE TAXI 

La norma se impugna en cuanto aún cuando reconoce la figura del "porteo de personas", así como los derechos subjetivos patrimoniales de los "porteadores", de igual manera exige la renuncia de los derechos adquiridos antes de la publicación de la normativa impugnada, para poder acogerse a la nueva figura que crea la norma, denominada "Servicio Especial Estable de Taxi", lo que a criterio del accionante lesiona lo dispuesto en el numeral 34 de la Carta Política, toda vez que se obliga a una renuncia forzosa de tales derechos por una expectativa de obtener un permiso temporal y precario, que fue diseñado con el único fin de erradicar la actividad de porteo,  pero no se establece la indemnización pertinente, como considera el promovente que corresponde al tenor de lo señalado en el artículo 45 constitucional. 

	11-11552-007-CO
	Sailem Garro Piedra contra el artículo 237 de la ley Orgánica del Poder Judicial número 8 de 29 de noviembre de 1937 ya derogado, por los efectos que produjo durante su vigencia.

Resolución de las 10:09 horas del 03 de octubre del 2011
Boletín judicial 199, 200, 201 del 18, 19 y 20 de octubre del 2011.

	ELIMINAN PENSION POR VIUDEZ EN EL PODER JUDICIAL POR NUEVAS NUPCIAS

La norma se impugna en cuanto señala que al haber contraído matrimonio nuevamente en el año 1992 le quitaron la pensión que recibía en su condición de viuda de conformidad con la norma impugnada. Volvió a enviudar y solicitó nuevamente dicho derecho el 15 de febrero de 2010, pero la Oficina de Pensiones del Departamento de Recursos Humanos del Poder Judicial, declaró su derecho caduco en aplicación del artículo aquí cuestionado. Considera que esta disposición violenta los artículos 33, 34, 52 y 74 de la Constitución Política, por cuanto estima que se produce una discriminación contra personas como ella por el hecho de haber contraído nupcias nuevamente, eliminándosele un derecho al cual no había renunciado, respecto del cual no pudo siquiera ejercer defensa alguna y que lesiona el derecho a optar por una familia.

	11-11826-007-CO
	Víctor Julio Méndez Quirós contra el artículo 6 de la Ley número 148 del 23-08-1943, unificado por el número 7302 del 15-07-1992 y sus reformas.
Resolución de las 14:14 horas del 27 de setiembre del 2011
Boletín judicial 199, 200, 201 del 18, 19 y 20 de octubre del 2011.

	CADUCIDAD DE LA PENSIÓN POR NUEVAS NUPCIAS

La norma se impugna en cuanto establece que el beneficio de pensión por viudez caduca cuando la persona  beneficiaria contrae nuevas nupcias, lo cual se estima desproporcionado, irrazonable, discriminatorio y contrario a los fines de la seguridad social. Además, la pensión es un derecho fundamental irrenunciable.



	11-12326-007-CO
	EDGARDO CAMPOS ESPINOZA en su condición de apoderado general judicial de la compañía Transportes Unidos La Cuatrocientos S.A., contra los artículos 150 y 150 bis de la Ley de Tránsito, así como el Decreto Ejecutivo N°36724.

Resolución de las 9:28 horas del 14 de octubre del 2011

Boletín judicial 206, 207, 208 del 27, 28 y 31 de octubre del 2011.

	SANCIONES O INFRACCIONES IMPUESTAS  MEDIANTE EL SISTEMA DE CAMARAS

Las normas se impugnan en cuanto se considera lesionado el principio del debido proceso, la presunción de inocencia, el derecho de defensa y el acceso a la justicia, y el principio de división de poderes. El accionante considera que el decreto ejecutivo en mención excede lo establecido en la Ley de Tránsito, por cuanto no establece la comunicación de multa alguna al propietario del vehículo, sino que lo hace respecto de la existencia de una posible infracción, de manera que el propietario -de acuerdo a los numerales 150 y 150 bis impugnados-, podrá objetar la misma en sede judicial. Por su parte, el Reglamento en su numeral 13 señala que una vez firme la multa, la autoridad administrativa procederá a pedir "la anotación de la misma en el asiento del propietario registral del vehículo infractor", es decir, si la infracción no se impugna, el responsable de pagar la multa será el propietario, quien verá afectado su patrimonio, lo cual considera a todas luces contrario al contenido de la Ley de Tránsito, y por ende, al principio de reserva de Ley, toda vez que el Reglamento obliga al propietario a pagar una multa por una acción que pudo no haber cometido. Asimismo, alega que en ninguna parte del Reglamento está definido, cuál es la autoridad competente para conocer las impugnaciones de los partes impersonales, omisión que deja sin claridad al perjudicado sobre cómo proceder, confiriéndole a su vez a la autoridad administrativa (COSEVI), una alta discreción inaceptable. Agrega que existe una contradicción entre los numerales 150 y 150 bis impugnados, toda vez que el primero cita a la Dirección General de la Policía de Tránsito como competente para notificar el parte impersonal dentro de un plazo de 10 días posteriores a la infracción en la dirección del propietario; mientras que el párrafo 5to. del 150 bis lo regula mediante un edicto a publicar tanto en La Gaceta como en un diario de circulación. Sin embargo, el Reglamento contenido en el Decreto Ejecutivo impugnado señala claramente que la elaboración de partes impersonales se fundamenta en el numeral 150 de la Ley de Tránsito. Por lo anterior, estima lesionado el principio de seguridad jurídica, ya que desconoce a qué debe atenerse con el sistema de partes impersonales; asimismo, considera lesionado el principio del debido proceso, la presunción de inocencia, el derecho de defensa y el acceso a la justicia, y el principio de división de poderes, ya que el Reglamento omite el trámite de impugnación judicial en materia de multas por partes impersonales. De igual manera, manifiesta que las autoridades del MOPT han resuelto realizar infracciones impersonales, aprobar el procedimiento, y las características técnicas de las cámaras, validan los partes impersonales, fijan las multas, notifican, conocen impugnaciones en única instancia, y cobran derivados de éstas, lo que estima confiere un altísimo grado de discrecionalidad en materia sancionatoria, en detrimento de los derechos de los ciudadanos, y sujetos de derecho privado como su representada. 

	11-8591-007-CO
	ENRIQUE GERARDO ESPINOZA LEON, en su condición de PRESIDENTE DE LA  ASOCIACION SINDICAL DE EMPLEADOS EL INSTITUTO DE FOMENTO Y ASESORIA MUNICIPAL (ASEIFAM), contra el ARTÍCULO 113 DEL REGLAMENTO AUTÓNOMO DE SERVICIO DEL INSTITUTO DE FOMENTO Y ASESORÍA MUNICIPAL.

Resolución de las 15:17 horas del 10 de octubre del 2011
Boletín judicial 206, 207, 208 del 27, 28 y 31 de octubre del 2011.

	TOPE DE INCAPACIDADES EN EL IFAM

La norma se impugna en cuanto establece un tope máximo para el pago de subsidio patronal que concede el Instituto a los trabajadores en periodo de incapacidad, lo cual se estima contrario al principio de igualdad y de  seguridad social


	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN
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	VOTO

	200
	19 de octubre del 2011


	Sentencia 2009-14288
Expediente 08-008787-0007-CO. A las quince horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Justicia Para La Naturaleza en contra del Artículo 7 último párrafo de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. No. 7317 del 30-10-92. Se declara con lugar la acción y, en consecuencia, se anulan por inconstitucionales las palabras "creación y" del párrafo final del artículo 7 de la Ley de Protección de Vida Silvestre, Ley No. 7317, publicada en La Gaceta No. 235 del 7 de diciembre de 1992. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese.-


	200
	19 de octubre del 2011


	Sentencia 2010-16979
Expediente 08-008787-0007-CO. A las trece horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación Justicia Para La Naturaleza en contra del Artículo 7 de la Ley de Conservación de la Vida Silvestre. No. 7317 del 30-10-92. Se aclara y adiciona la sentencia No. 2009-14288 de las quince horas diecinueve minutos del nueve de septiembre de 2009, de la siguiente manera: "Se declara parcialmente con lugar la acción y, en consecuencia, se anulan por inconstitucionales las palabras "creación y" del párrafo final del artículo 7 de la Ley de Protección de Vida Silvestre, Ley No. 7317, publicada en La Gaceta No. 235 del 7 de diciembre de 1992. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma impugnada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las situaciones jurídicas consolidadas. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. En lo demás, se declara sin lugar la demanda.".-


	201
	20 de octubre del 2011


	Sentencia 2011-06350
Expediente 10-012026-0007-CO. A las catorce horas con treinta y cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Alvaro Justo Quirós Sánchez, Walter Xavier Niehaus Bonilla en contra de las instrucciones o circulares verbales de la Procuraduría General de la República que rechazan la aplicación de medidas alternativas en las causas penales por conducción temeraria, delitos contra la autoridad pública e infracción a la Ley de Armas. Se declaran CON LUGAR las acciones acumuladas. En consecuencia se anulan las instrucciones giradas por la Procuraduría General de la República, que limitan en forma absoluta la posibilidad de negociar salidas alternativas en los procesos penales seguidos por los delitos de conducción temeraria, contra la Autoridad Pública e infracción a la Ley de Armas. Para evitar graves dislocaciones de la seguridad jurídica, la justicia y la paz social, esta declaratoria de inconstitucionalidad tiene efectos prospectivos a partir de la publicación íntegra de la sentencia en el Boletín Judicial, de manera que se aplicará, únicamente, para los procesos en trámite o suspendidos que no hayan sido resueltos, consecuentemente no será aplicable a las causas penales fenecidas por sentencia firme o que se encuentren en la fase de impugnación, salvo en los asuntos base de esta acción, todo sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese a la Procuradora General de la República, el accionante, las partes del asunto base,   al Ministerio Público y a la Defensa Pública. Publíquense los avisos e íntegramente el voto en el Boletín Judicial y reséñese en el diario oficial La Gaceta. Notifíquese. El Magistrado Mora declara con lugar la acción únicamente en cuanto se refiere a la falta de legitimación de la Procuraduría General de la República para actuar como parte en los delitos de conducción temeraria. Los Magistrados Armijo Sancho, Cruz Castro y Castillo Víquez salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Castillo Víquez consigna nota.-


	201
	20 de octubre del 2011


	Sentencia 2011-08994
Expediente 10-002621-0007-CO. A las quince horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  ALBINO HERNANDEZ ALTAMIRANO, GERARDO ARIAS MORA en contra del Artículo 7, antes artículo 10, del Reglamento del Programa del Régimen No Contributivo de Pensiones por Monto Básico de la C.C.S.S.  Aprobado por Junta Directiva de la CCSS en sesión número 8151 del 17 de mayo del 2007. Publicado en La Gaceta número. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia se anula por inconstitucional el artículo 7 del Reglamento del programa régimen no contributivo de pensiones, modificado mediante el artículo 11 de la sesión No. 8343 de la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, celebrada el 30 de abril de 2009, y su antecedente, el artículo 10, aprobado por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, en sesión No. 8151, celebrada el 17 de mayo de 2007. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, y Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Jinesta salva el voto y declara sin lugar la acción de Inconstitucionalidad.-


	201
	20 de octubre del 2011


	Sentencia 2011-02702
Expediente 08-012806-0007-CO. A las quince horas con nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Presidente de la Junta Directiva del Colegio de Profesionales en Informática y Computación en contra del Artículo 15 de la Ley 7537 del 7 de setiembre de 1995. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "con un siete por ciento (7%), como mínimo, de los miembros activos del Colegio", contenida en el artículo 15 de la Ley No. 7537 de 22 de agosto de 1995, Ley del Colegio de Profesionales en Informática y Computación. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la frase anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.- Los Magistrados Mora, Armijo y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción.-
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	199-200-201
	18-19-20 de octubre del 2011
	Sentencia 2011-11242
Expediente 06-008338-0007-CO. A las quince horas con treinta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. MARTA EUGENIA ACOSTA ZUÑIGA, mayor, casada,  en ausencia del titular y de conformidad con el artículo 3 de la Ley Orgánica de la Contraloría General de la República, en su calidad de SUBCONTRALORA GENERAL DE LA REPUBLICA; contra los ARTÍCULOS 17 Y 161 PÁRRAFO PENÚLTIMO DE LA CONVENCIÓN COLECTIVA DE TRABAJO DEL INSTITUTO NACIONAL DE SEGUROS. Se adiciona la sentencia número 2006-17743 de las 14:33 horas del 11 de diciembre del 2006, en el sentido que, en cuanto al artículo 17 de la  Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros, estése el accionante a lo resuelto en la sentencia número 2006-17437 de las 19:35 horas el 29 de noviembre de 2006, y en cuanto a la impugnación del artículo 161, párrafo penúltimo,  de esa misma Convención,  se ordena dar curso a la acción.-


	199-200-201
	18-19-20 de octubre del 2011
	Sentencia 2011-11743
Expediente 10-015387-0007-CO. A las quince horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Jimy Álvarez García contra Artículo Sexto del Decreto Ejecutivo Numero 24131-H-PLAN y el oficio PHR-790-2008 del 27/11/08 suscrito por el Líder del Proceso de Recursos Humanos del Instituto Costarricense de Turismo. Se declara con lugar interlocutoriamente la acción.  En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase "Prohibición del Ejercicio Liberal de la Profesión" del artículo 6 del Decreto Ejecutivo Nº 24131-H-PLAN del 17 de marzo de 1995.  Asimismo, se anula el oficio PRH-0790-2008 del 27 de noviembre de 2008 suscrito por el Líder del Proceso de Recursos Humanos del Instituto Costarricense de Turismo y su Analista.  De conformidad con lo dispuesto en los artículos 91 y 93 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, esta sentencia es declarativa y retroactiva a la fecha de vigencia de las disposiciones impugnadas, salvo en perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe o respecto de aquellas relaciones o situaciones jurídicas que se hubiesen consolidado por prescripción o caducidad, en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material o por consumación de los hechos cuando fueren material o técnicamente irreversibles.  Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo y al Instituto Costarricense de Turismo.  Reséñese en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese, íntegramente, en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	199-200-201
	18-19-20 de octubre del 2011
	Sentencia 2011-12657
Expediente 10-011628-0007-CO. A las quince horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Carlos Varela Muñoz en contra de los artículos 130 inciso d) y 80 párrafos 3) y 4) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el inciso a) del artículo 71 bis de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas, únicamente en cuanto señala que se descontará la totalidad de los puntos al conductor por la comisión de la conducta prevista en el artículo 130 inciso d) de la misma Ley.   En lo demás, se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Calzada, Jinesta y Castillo salvan el voto y declaran sin lugar la acción. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Comuníquese este pronunciamiento a los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial y al Consejo de Seguridad Vial. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-


	199-200-201
	18-19-20 de octubre del 2011
	Sentencia 2011-12975
Expediente 08-009215-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. ASOCIACION DE DESARROLLO INTEGRAL DE LA RESERVA INDIGENA DE TERRABA en contra de los artículos 1, 4 y 8 del Decreto Ejecutivo número 34312-MP-MINAE del 6 de febrero del 2008.-, por estimarlos contrarios a los artículos 45 de la Constitución Política y el artículo 14 del Convenio 169 de la OIT. Se declara sin lugar la acción respecto de los artículos 1 y 4 del Decreto Ejecutivo número 34312. Por mayoría, se interpreta conforme a la Constitución el numeral 8 del Decreto Ejecutivo número 34312, siempre y cuando la consulta establecida en el artículo 4 de ese Decreto se realice en el plazo improrrogable de 6 meses contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. Los Magistrados Calzada, Jinesta y Cruz salvan el voto y declaran parcialmente con lugar la acción de inconstitucionalidad, únicamente, contra el artículo 8° del Decreto Ejecutivo No. 34312-MP-MINAE, en cuanto la delimitación del Proyecto Hidroeléctrico El Diquís comprende puntos de la Reserva Indígena de Térraba de Buenos Aires de Puntarenas y no le fue consultado a la comunidad indígena. El Magistrado Cruz pone nota.-


	201-202-203
	20-21-24 de octubre del 2011
	Sentencia 2011-13260
Expediente 11-005757-0007-CO. A las diecinueve horas con catorce minutos. Consulta Judicial Facultativa. Tribunal Penal Juvenil del Segundo Circuito Judicial de San José en lo referente a la resolución número 71-2011, de las trece horas con treinta minutos' del once de mayo de dos mil once, que se dictó dentro de la causa penal juvenil número 10-001809-0623-PJ, seguida contra una persona menor de edad cuyo nombre corresponde a las siglas J.B.P., por el presunto delito de tentativa de robo agravado y la contravención de lesiones levísimas, cometidos en perjuicio del menor de edad  J.L.Q.L., en la que también se ventila un presunto delito de daños y otro de agresión con arma, en perjuicio de Yasdany Polek Quesada Lemaitre, quien es mayor de edad; en relación con el artículo 36 del Código Procesal Penal. Intervienen la Procuradora General de la República, Ana Lorena Brenes Esquivel, la Directora de la Defensa Pública, Marta Iris Muñoz Cascante, y los Fiscales Coordinadores Penales Juveniles, Ingrid Guth Ruiz y Omar Jiménez Madrigal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que es constitucionalmente válido el procedimiento de conciliación en la jurisdicción penal juvenil, cuando tanto el ofendido o víctima, como el imputado, son menores de edad. Se interpreta que la disposición del párrafo siete del artículo 36 del Código Procesal Penal, de no aprobar la conciliación en los delitos cometidos en perjuicio de las personas menores de edad, rige para los procesos penales en que los imputados son mayores de edad. Asimismo, serán aplicables a los procesos de la jurisdicción penal juvenil, las reglas de conciliación que establece el referido artículo 36, en cuanto sean compatibles con el orden jurídico especial, procesal y sustantivo, que rige a esa jurisdicción. Esta interpretación regirá hacia el futuro y solo afectará a las causas que se encuentren pendientes de resolución en la jurisdicción penal juvenil. Publíquese esta sentencia íntegramente en el Boletín Judicial y reséñesela en el diario oficial La Gaceta.-


	205-206-207
	26-27-28 de octubre del 2011
	Sentencia 2011-13393

Expediente 10-14213-0007-CO. A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Acciones de Inconstitucionalidad Acumuladas. ANA CRISTINA MORA RAWSON, DAVID ALBERTO AGUILAR GUTIERREZ y SERGIO MASIS OLIVAS en contra del artículo 132 inciso ñ) de la Ley de Tránsito, Ley No. 7331 del 13 de abril de 1994. Por mayoría se declara inconstitucional el inciso ñ) del artículo 132 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres en cuanto a la multa que se impone por no cumplir con el requerimiento de la revisión técnica vehicular. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Se dimensionan los efectos de esta sentencia en el sentido que el Estado no repetirá lo pagado por las multas que se hubiesen pagado, y que estén firmes en sede administrativa o judicial, y que esta declaratoria de inconstitucionalidad recobra vigencia la disposición anterior a la reforma operada por Ley 8696 de 17 de diciembre de 2008. Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los magistrados Mora, Cruz y Hernández salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota.-



	205-206-207
	26-27-28 de octubre del 2011
	Sentencia 2011-13427

Expediente 11-06190-0007-CO. A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Empresa “Poás Renta Carro, S. A.” en contra del artículo 221 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres y sus reformas. Intervinieron también en el proceso, en representación de la Procuraduría General de la República, la Procuradora General de la República, Ana Lorena Brenes Esquivel y la Directora Ejecutiva del Consejo de Seguridad Vial, Silvia Bolaños Barrantes. Se rechaza de plano la acción.- 



	205-206-207
	26-27-28 de octubre del 2011
	Sentencia 2010-13436
Expediente 10-08532-0007-CO. A las quince horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad.  Rubén Ramírez Quíros en contra de los Artículos 143, 144, 145 y 149 del Código Notarial. Se deniega el trámite a esta acción.-



	205-206-207
	26-27-28 de octubre del 2011
	Sentencia 2011-13799

Expediente 07-03564-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cindy Zúñiga Araya en contra de los Artículos 18 y 152 del Código Municipal. Se declara parcialmente con lugar la acción. Por mayoría se anula la frase del artículo 7 del Reglamento de Carrera Administrativa que dice: "nombrados en propiedad. De mantenerse la inopia y de existir trabajadores interinos que cumplan con los requisitos solicitados se realizará el concurso interno correspondiente, con conocimiento obligatorio de la Jefatura inmediata. Cuando se demostrase inopia en el concurso interno, y exista una persona nombrada interina que cumpla con todos los requisitos, tendrá derecho a ser nombrado"; para que correctamente se lea: "Artículo 7 del Reglamento de Carrera Administrativa: Del concurso interno: En caso de inopia en los niveles jerárquicos señalados en los artículos precedentes, el concurso se extenderá a todos los trabajadores. Si la inopia continua se sacará la plaza a concurso externo. Según lo expuesto en el Código Municipal y Convención Colectiva de Trabajo vigente". El Magistrado Castillo declara con lugar la acción por otras razones y en consecuencia considera inconstitucional las siguientes oraciones: "De mantenerse la inopia y de existir trabajadores interinos que cumplan con los requisitos solicitados se realizará el concurso interno correspondiente con conocimiento obligatorio de la jefatura inmediata. Cuando se demostrase inopia en el concurso interno, y exista una persona nombrada interina que cumpla con todos los requisitos, tendrá derecho a ser nombrado". Por mayoría, se anula la frase del artículo 51.b de la Convención Colectiva de Trabajo que dice: "nombrados en propiedad", para que correctamente se lea: "Artículo 51 de la Convención Colectiva de Trabajo. Se establece el siguiente procedimiento, para el nombramiento de trabajadores administrativos y técnicos. a. (...) b.-De demostrarse inopia en esas instancias, para llenar la plaza vacante, se sacará a concurso interno, con participación de todos los trabajadores de la Municipalidad.". En lo demás se declara sin lugar la acción. Los Magistados Jinesta Lobo y Armijo Sancho  salvan el voto, unicamente en cuanto al artículo 51 b de la Convención Colectiva y declaran indadmisible la acción por razones diferentes.  El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar la acción en relación al artículo 51 b de la Convención Colectiva.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- El Magistrado Jinesta Lobo pone nota.-



	206-207-208
	27-28-31 de octubre del 2011
	Sentencia 2011-13800
Expediente 08-02849-0007-CO. A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Natalia Gamboa Sánchez en contra del Artículo 66 del Reglamento Técnico Penitenciario (N° 33876-J). Por mayoria se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad planteada por violación al principio de igualdad. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del artículo 66 del Reglamento Técnico Penitenciario, Decreto Ejecutivo Número 33876-J que establece lo siguiente: ""que sea de distinto sexo al suyo"". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Los Magistrados Mora Mora, Castillo Víquez y  la Magistrada Pacheco Salazar Salvan el voto y declaran Sin lugar la acción. El Magistrado Mora Mora da razones diferentes. El Magistrado Cruz expone argumentos adicionales.- A las quince horas con diez minutos se da por finalizada la sesión.- 
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AMBIENTE 

14596-11. PERMISO. CONSTRUCCIÓN DE CONDOMINIO BRISAS DEL CIPRÉS EN SAN RAFAEL DE HEREDIA. Los recurrentes cuestionaron que las autoridades de la Municipalidad de San Rafael de Heredia otorgaron un permiso de construcción para el proyecto urbanístico Condominio Brisas del Ciprés, sin exigir evaluaciones exhaustivas hidrogeológicas e hidráulicas requeridas por el Servicio Nacional de Aguas Subterráneas Riego y Avenamiento (SENARA), ni la evaluación de impacto ambiental.  Por lo descrito, estimaron vulnerados su derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, consagrado por el artículo 50 de la Constitución Política. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso y en consecuencia: a) se anula el acuerdo No. 10 tomado por el Concejo Municipal de San Rafael de Heredia, el 2 de agosto de 2010, en la sesión No. 22  2010, así como  la resolución de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA), No. 1434 2010 SETENA de las 09:10 hrs. de 29 de junio de 2010;  b) se ordena al Gerente General del Servicio Nacional de Aguas Subterráneas, Riego y Avenamiento (SENARA), Presidente a.i. del Concejo y Alcalde, ambos de la Municipalidad de San Rafael de Heredia, así como Secretario General a.i. de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA), velar para que, en el plazo de UN AÑO contado a partir de la notificación de la presente sentencia (de previo a continuar con el desarrollo del proyecto en cuestión) la empresa interesada culmine un nuevo estudio de impacto ambiental, así como los estudios hidrológicos, hidráulicos e hidrogeológicos necesarios, con estricto apego a los parámetros técnicos establecidos al efecto por la instancia administrativa competente y, además, ejecuten todas las medidas pertinentes para que se proteja el manto acuífero sobre el cual tiene influencia la construcción del proyecto Condominio Brisas del Ciprés. Adicionalmente, se ordena al Secretario General a.i. de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA), Presidente a.i. del Concejo y Alcalde, ambos de la Municipalidad de Heredia, que se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito a la presente estimatoria; c) finalmente, se ordena la INMEDIATA paralización del proyecto Condominio Brisas del Ciprés, así como la construcción de cualquier obra de infraestructura, hasta tanto se cumpla a cabalidad con los estudios requeridos, previo criterio conforme de las autoridades administrativas. CL
14381-11. MEDIDA CAUTELAR. PARALIZACIÓN DEL PROYECTO URBANIZACIÓN LA CAMPIÑA. Los recurrentes acuden ante esta Jurisdicción Constitucional y exponen que SETENA ordenó una medida cautelar por medio de la cual dispuso la paralización de toda actividad constructiva en el área del proyecto Urbanización La Campiña, lo anterior pese a existir la respectiva viabilidad ambiental. Argumentan los recurrentes que la medida dispuesta es atípica y no corresponde con las medidas que permite la ley para tales efectos, además de que tal medida no es temporal. Sobre el tema de medidas cautelares, se cita el voto 4187-04. En el caso concreto, consta que se ordenó la paralización de toda actividad contractiva en el área del proyecto, emplazando al recurrente por un término de veinte días para que presente un estudio socioeconómico, el Cuadro del Pronóstico-Plan de Gestión Ambiental, para la primera etapa del proyecto y un análisis pluvial-hidrológico y de escorrentía superficial para toda el área del proyecto, lo anterior con el propósito de darle seguimiento al proyecto y controlar que se cumpla con los lineamientos o directrices ambientales de compromiso que enmarcaron el otorgamiento de la viabilidad (licencia) ambiental y medida cautelar de cita obedece al procedimiento de seguimiento al proyecto para controlar que se cumpla con los lineamientos o directrices ambientales de compromiso que enmarcaron el otorgamiento de la viabilidad. De otra parte, la medida impuesta se encuentra dentro de los límites de razonabilidad y proporcionalidad. RF
13910-11. HUMEDAL. TEMEN AFECTACIÓN POR TRABAJOS, EN BAJO LA HONDURA DE CORONADO. Manifiesta la recurrente que el 20 de julio de 2011 en una inspección que se realizó en terrenos municipales ubicados en el sector de Calle Carrillo hacia el Bajo La Hondura de Coronado, se percataron de la realización de trabajos en un área declarada como humedal; que la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia posee la concesión de las aguas del Río Agrá, por lo que existe temor por los efectos de los trabajos que se realizan; que los trabajos consisten en el dragado del Río Agrá, que atraviesa la propiedad de la empresa Inversiones Pacaras de Costa Rica; que se contamina y se draga parte del humedal; que el 20 de julio de 2011 se comunicaron con el MINAET y le dijeron que realizarán una inspección el 28 de julio de 2011; que el 22 de julio de 2011 se interpuso una denuncia ante el Tribunal Ambiental, y con la Municipalidad de Coronado se procedió a clausurar la actividad; que el 24 de julio de 2011 se realizó una inspección en el lugar, y se acreditó que los trabajos continuaban, sin que se haga nada al respecto. En este caso, consta a la Sala que hubo una coordinación de las instituciones públicas en la protección integral al ambiente. En efecto, tanto el MINAET como el Tribunal Ambiental Administrativo realizaron inspecciones, emitieron directrices y lo más importantes detuvieron las obras de la empresa Inversiones Pacara de Costa Rica que perjudicaron el ambiente, propiamente los dragados y movimientos de tierras en el Río Agrá que ponían en peligro la salud de los administrados. También la Municipalidad de Coronado confeccionó el acta de notificación de construcción número 1371 para que suspendiera las obras de dragado y movimientos de tierra; que se actuó conforme el artículo 11 de la Ley de Biodiversidad. De manera que no encuentra este Tribunal que haya alguna inacción de los recurridos en protección del ambiente, como se reclama en el recurso. SL  

13511-11. CONTAMINACION SONICA. EXCESO DE RUIDO PROVENIENTE DE UN BAR EN DESAMPARADOS. Los recurrentes manifiestan que los recurridos no han brindado una solución efectiva al problema generado por el ruido que produce el Bar Los Barriles, a pesar de las múltiples denuncias presentadas.  Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Área Rectora de Salud de Desamparados. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Desamparados, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato se emita la orden sanitaria respectiva, para que se corrija la problemática que consta en el informe técnico número CS-ARS-D-ERS-IT-0250-2011. CL
  
13523-11. CONTAMINACIÓN SONICA. FABRICA DE CATRES PRODUCE RUIDO EXCESIVO A VECINOS DE CALLE BLANCOS. Los recurrentes manifiestan que son vecinos   de  la comunidad  de  Calle Blancos. Acusan  que  tienen problemas con una fábrica de catres ubicada contiguo a sus propiedades, pues sus paredes son  de lata de zinc que no confina  el ruido y, además, la estructura está falseada, lo mismo que la tapia.  Refieren que al lugar se presentó el Sub-Inspector municipal, quién comprobó la  situación, pero  dijo que no podían hacer nada por  cuanto se había otorgado al dueño un permiso para realizar  solo 20 metros de tapia. Aducen que esa situación violenta  la normativa  establecida para confinar el ruido de  las máquinas de la fábrica de catres.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a  la Directora a.i. del  Área Rectora de Salud de Goicoechea, al Alcalde Municipal y al Director Departamento de Ingeniería y Operaciones a.i. ambos de la Municipalidad de Goicoechea, proceder de manera coordinada e inmediata a adoptar las medidas que correspondan dentro del ámbito de su competencia, para dar una solución definitiva al problema denunciado por los recurrentes. CL
 

13541-11. CONTAMINACIÓN SONICA. COMPLEJO DEPORTIVO PRODUCE RUIDO EXCESIVO A VECINOS DE SANTA ANA.  Los recurrentes, vecinos del cantón de Santa Ana, consideran violado su derecho a gozar de un ambiente sano y ecológicamente equilibrado y su derecho a la salud, por causa de las acciones y omisiones de la Municipalidad y el Ministerio recurrido, en cuanto a poner al orden al complejo deportivo Furati, el cual causa problemas de contaminación sónica y lumínica, y además viola el plan regulador por estar dentro de una zona de control especial. Concretamente se impugna que: actualmente se realiza una construcción ilegal sin que la Municipalidad haga nada; el Ministerio de Salud no ha hecho cumplir lo ordenado mediante la orden sanitaria 202-07; y el Concejo Municipal acordó desde diciembre del 2009 iniciar una investigación preliminar al respecto, y a la fecha no han tenido respuesta.   Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso en cuanto a la violación al derecho a la salud, derecho a la intimidad, y al derecho a gozar de un ambiente sano. En consecuencia: a) Se ordena a la Directora del Area Rectora de Salud de Santa Ana del Ministerio de Salud, proceder de inmediato a girar las órdenes que estén bajo el ámbito de su competencia para que dentro del plazo máximo de quince días, contados a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta resolución, se realice una inspección en el Complejo Deportivo FURATI para determinar si éste cuenta con un adecuado y efectivo sistema de confinamiento de ruidos. Además, se realice de forma sorpresiva y en coordinación con los denunciantes una nueva medición sónica en dicho establecimiento, tanto en horario diurno como nocturno, bajo condiciones regulares de funcionamiento para determinar si el nivel de ruido se mantiene dentro de lo permitido, siendo que de demostrarse lo contrario se proceda al dictado de las órdenes sanitarias respectivas, a la cancelación de los permisos de funcionamiento otorgados, y al ejercicio de todas las potestades que la ley le faculta para hacer cumplir las órdenes dadas. b) Se ordena a la Directora del Area Rectora de Salud de Santa Ana del Ministerio de Salud, en su calidad de Presidente del Concejo Municipal de Santa Ana y al Alcalde de la Municipalidad de Santa Ana, coordinar acciones a efectos de que, cada uno dentro del ámbito de sus competencias, sean vigilantes de las actividades desarrolladas en el Complejo Deportivo FURATI y verificar que no se produzca contaminación lumínica o por voces humanas que pueda afectar la tranquilidad de los vecinos de la zona, que se respete el horario de funcionamiento aprobado o evaluar si procede algún cambio, y darle seguimiento al Plan de Confinamiento de Ruido aportado por el establecimiento recurrido y a las recomendaciones sobre ruido en el parqueo. Asimismo, a dictar cuando proceda los actos administrativos respectivos para brindar una solución definitiva a los problemas denunciados por los vecinos. De igual forma a informar a esta Sala de todas las acciones tomadas. CL Parcial

13436-11. CONSTRUCCIÓN. PLAN DE DESARROLLO URBANO DEL GRAN AREA METROPOLITANA. Acción de Inconstitucionalidad contra del Decreto Ejecutivo número 35748-MP-MINAET-MIVAH. El decreto se impugna porque pretende abrir espacios a urbanizaciones y fraccionamientos en zonas que en su mayoría son áreas de recarga acuíferas, corredores biológicos, zonas de alta fragilidad ambiental o de riesgo geológico del Gran Área Metropolitana (GAM), lo que violenta los artículos 7, 21, 50 y 89 de la Constitución Política así como obligaciones internacionales contraídas por el Estado Costarricense en materia ambiental. El resumen de alegatos de los accionantes es el siguiente: El decreto cuestionado amplía irracionalmente el anillo de protección de la GAM en hasta 200 metros, poniendo a disposición de los urbanizadores  gran cantidad de hectáreas que por ahora están destinadas a mantener fuentes de agua para consumo poblacional y a  proteger sitios de recarga acuífera que constituyen fuentes de abastecimiento actuales y potenciales para la población metropolitana. Estas áreas constituyen un cinturón verde que rodea el Valle Central, donde hay reservas forestales, parques regionales y áreas de esparcimiento, o bien son zonas de alto y muy alto riesgo debido a las condiciones de amenaza y peligros naturales que se presentan en ellas. Se indica que al abrirse de nuevo, por medio del decreto cuestionado el anillo de contención se dejan zonas vulnerables abiertas a procesos de urbanización, que no son las indicadas por el estudio técnico. Según la zonificación ambiental del PRUGAM aportada a SETENA, del total de área abierta a la urbanización por la ampliación del anillo, tan sólo un 24.6 % tiene condiciones aptas para el desarrollo de construcciones, el resto corresponde con áreas de alta y muy alta fragilidad ambiental (zonas de alta vulnerabilidad a deslizamientos e inundaciones, amenaza volcánica, presencia de fallas geológicas activas, bosques de diferentes categorías y áreas de recarga acuífera estratégica y de protección de recursos hídricos). El anillo de contención que estableció el GAM de 1982, según la propuesta de PRUGAM es sustituido por macro zonas, basadas en información ambiental muy detallada: la macro zona de fragilidad ambiental moderada corresponde con la zona de desarrollo urbano en general. El reglamento elimina de tajo toda el área de contención donde no hay planes reguladores, permitiendo que en el territorio definido como zona de moderada o alta fragilidad ambiental, se permita a las fincas por cuyos terrenos se definió el límite de contención urbana, o que estén próximas con éste a no más de cien metros, exceder el uso urbano dentro del área de protección en un porcentaje no mayor del 50 % del área total de la finca, o hasta doscientos metros del límite, cualquiera que fuese menor, obligando a cada gobierno local a aplicar esta normativa en los certificados de uso de suelo que otorgue. El decreto cuestionado induce un desarrollo urbano que permite que se den construcciones incluso en zonas de riesgo, es decir de alta a muy alta vulnerabilidad a las amenazas y riesgos naturales. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se declara inconstitucional el artículo 3.7 del Decreto Ejecutivo 35748-MP-MINAET-MIVAH. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
14107-11. PROYECTO DE LEY. TRAMITE LEGISLATIVO. Alega el recurrente, diputado de la Asamblea Legislativa, que la recurrida estableció un procedimiento especial para tramitar el proyecto de ley "Ley de Solidaridad Tributaria", que actualmente se conoce en el expediente legislativo N° 18261, y dispuso la creación de la Comisión Especial del expediente N° 18270, que debía dictaminarlo. Sin embargo, considera que lo anterior es inconstitucional porque violenta el principio democrático y los principios de proporcionalidad y razonabilidad, pues se establecen términos, que por su brevedad, son irrazonablemente cortos y no permiten una verdadera discusión a profundidad del tema a tratar, además de impedir conocer todas las mociones presentadas al respecto. Solicita el recurrente que, en virtud de esta violación a los derechos fundamentales de participación y enmienda de los diputados agraviados, se suspenda la tramitación del proyecto de ley en cuestión, se le otorgue plazo para interponer una acción de inconstitucionalidad y se declare con lugar el recurso. En este caso, señala la Sala que el los actos emprendidos por la Asamblea Legislativa para tramitar el proyecto de ley contenido en el expediente legislativo 18261, "Ley de Solidaridad Tributaria", son de naturaleza meramente preparatoria y carentes de efectos externos, lo cierto es que  los reclamos formulados por el recurrente hacen referencia a supuestos quebrantos a normas orgánicas de la Constitución, de manera que no tienen ninguna incidencia real sobre los derechos fundamentales de la parte accionante y, por ende, tampoco pueden ser tomados en cuenta para los efectos de un recurso de amparo —y mucho menos examinados por medio de una acción de inconstitucionalidad—. Se citan los votos 6765-00, 7289-10 y 10183-06. Por las razones expuestas ampliamente en la sentencia, el reclamo planteado no puede ser conocido por la vía del amparo, que no fue instituida para ello. RP
BANCARIO 
14231-11. CUENTA CORRIENTE.  CIERRE UNILATERAL DE CUENTA BANCARIA SIN PREVIA COMUNICACIÓN.  La recurrente manifiesta que la entidad financiera accionada, en violación al su derecho al debido proceso, procedió al cierre de su cuenta, esto de manera ilegítima, arbitraria y en claro abuso de poder, lesionando así sus derechos y garantías constitucionales, lo que hace avasallando su buen nombre, pues ahora quedará con un registro en el Sistema Bancario Nacional como delincuente y ningún banco público o privado, en consulta con los sistemas de información prevalecientes, aceptará abrirle cuentas corrientes. En este caso, con base en el informe rendido por la entidad accionada, se observa que el cierre de la cuenta se dispuso luego de un análisis que demostró que la empresa de la recurrente se dedica a apuestas por Internet, actividad no aceptable por el Conglomerado Banco Nacional. De otra parte, se tiene por probado, que a la recurrente se le otorgó el plazo de ley para que formulara los alegatos de descargo que estimara correspondientes, instrumento procesal que utilizó el 28 de setiembre de 2011. Así los hechos, estima este Tribunal Constitucional, que la restricción de la cuenta que la amparada estuvo motivada, además de contar con el plazo de ley conferido por la normativa legal y vigente que rige para tales efectos, por lo anterior, se estima que no se vulneró su derecho de defensa y; consecuentemente, su derecho al debido proceso constitucional.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL

14310-11.  CUENTA CORRIENTE.  BLOQUEO ARBITRARIO DE CUENTA ACTIVA DEL USUARIO.  El accionante presenta recurso de amparo contra el  Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Acusa que el banco recurrido en forma ilegítima bloqueo el saldo de cuenta, por lo que no puede disponer de su dinero. Del análisis de los elementos probatorios y la jurisprudencia citada (Sentencia 5809-11), este Tribunal verifica que la cuenta de ahorros del accionante estuvo bloqueada durante cinco meses en forma arbitraria. Nótese que el representante de la entidad bancaria reconoce que por error se bloqueo la cuenta del recurrente, quién a pesar de sus requerimientos ante la entidad bancaria no obtuvo respuesta alguna, con el agravante de que se vio imposibilitado en disponer libremente de su peculio. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Apoderado General Judicial de sin límite de suma del Banco Popular y de Desarrollo Comunal y a la Coordinadora de la Oficina Periférica de Oreamuno, hacer constar al actor, por escrito, los motivos por los cuales su cuenta con esa institución permaneció bloqueada, en el plazo de tres días, contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. El Magistrado Armijo salva el voto y declara sin lugar el recurso. CL

13720-11. CREDITO. LE NIEGAN CREDITO POR MOROSIDAD EN OPERACIÓN QUE YA SE ENCUENTRA PRESCRITA. El tutelado acude en amparo de su derecho fundamental a la autodeterminación informativa y a la intimidad,  toda vez que en 1996 se constituyó como fiador de la operación crediticia, celebrado con el Banco Popular, cuyo último pago se realizó el 13 de noviembre de 1999, y a pesar de que el crédito de cita se encuentra actualmente prescrito, según se le informó existe un monto pendiente relacionado con ese crédito de acuerdo con las bases de datos, por lo que no se le otorgó un préstamo personal de su interés. Sobre el particular, las autoridades accionadas sostienen que los datos alegados son propios y necesarios de su actividad financiera, lo cual no implica que esa información sea suministrada a otras instituciones, es decir, es empleada solo a nivel interno de ese Banco. Al respecto, esta Sala determina que el registro de la información de rito no vulnera derecho fundamental alguno, toda vez que resulta necesario contar con los datos relacionados con el comportamiento crediticio de sus clientes –tanto deudores principales como fiadores-, en aras de mitigar el riesgo ante una futura solicitud de crédito y así, determinar si es viable o no entablar una relación contractual. Aunado a lo anterior, la información de comportamiento crediticio forma parte de un control previo al otorgamiento de un crédito, sin que ello implique la imposibilidad de otorgar un préstamo, ya que en el presente caso, el amparado –quien es fiador- cuenta con la posibilidad de cancelar el monto pendiente de la operación crediticia y así, acceder al trámite de interés. En tal sentido, el panorama descrito no corresponde a un derecho al olvido, puesto que el manejo de la información en cuestión se torna en una actuación necesaria para la valoración de la procedencia de un crédito, es decir, resulta un acto preventivo. Lo anterior no significa que se pueda divulgar la información, pues la misma es para emplearse en la dinámica interna de ese Banco. En conclusión, se determina que no lleva razón el recurrente, ya que no se ha quebrantado derecho alguno, por lo que este amparo debe ser desestimado. SL 

CIVIL

14026-11. DONACIÓN.  EL TÉRMINO “OFENSAS GRAVES” DEBE SER DETERMINADO POR EL JUEZ. Acción de inconstitucionalidad promovida contra el artículo 1405 inciso 1 del Código Civil. Alega el accionante que el concepto “ofensa grave” contenido en el inciso 1° de la norma impugnada es muy amplio, lo que permite que sea el Juez el que determine su contenido. Considera que ello lesiona los artículos 39,  41 y 45 constitucionales, pues deja a merced del donador la posibilidad de revocar la donación hecha.  Analizada la disposición, la Sala estima que forma parte de la discrecionalidad del legislador utilizar en algunos supuestos conceptos amplios como “ofensas graves”. Tal hecho por sí solo no hace inconstitucional la norma, máxime como en este caso que lo que se pretende a través de él es dar contenido a una serie de acciones que configuran los supuestos para revocar una donación. Es importante tener presente que las ofensas graves son, en términos generales, acciones intencionales, ejecutadas de palabra, por escrito o de hecho, a través de las cuales se injuria, insulta, maltrata lesiona o de alguna forma se agrava en su honor, reputación o dignidad a una persona. Es claro que para que una ofensa sea calificada como grave, el Juez deberá analizar varios elementos: los antecedentes del hecho, las circunstancias en que se produjo, el fin perseguido por el autor, así como su trascendencia e intensidad. En este sentido se ha señalado que si bien es cierto se trata de un concepto indeterminado, es necesario que sea así porque el derecho debe poder adaptarse a los cambios sociales. Precisamente por ello no es posible determinar previamente su configuración con precisión y detalle, en tanto su contenido depende de los valores que una sociedad profesa en un momento y un lugar determinados. No es posible crear una lista de posibles conductas que configuren “ofensas graves”, pues ello limitaría las facultades del Juez.  En virtud de lo expuesto, la acción es improcedente y debe ser rechazada. RF
CONTRATOS O LICITACIONES
14545-11. CONCESIÓN MINERA. NIEGAN TRASPASO DE CONCESIÓN OTORGADA HACE MÁS DE 30 AÑOS. Acusa el recurrente que a su representada se le negó la oportunidad de traspasar la concesión minera que ostenta desde el 24 de junio de 1980 a terceros conforme a lo dispuesto en la Ley No. 1551 y, en su lugar, le aplicó el actual Código de Minería, Ley No. 6797. Estima que lo anterior, ignora los derechos adquiridos de su representada y, por ende, es violatoria del principio de irrevocabilidad de los actos públicos declaratorios de derechos subjetivos. En este caso, según indican las autoridades, el numeral 64 de la legislación anterior no disponía el derecho de los permisionarios de Explotación Minera a los traspasos u otras figuras a las que si se refiere el artículo 15 del Código de Minería. Se aclara que en el caso en concreto, se recomendó la cancelación de concesión dictada en contra de la empresa, porque no siguió el procedimiento establecido para la debida autorización del arrendamiento –sea su presentación ante la Dirección de Geología y Minas para su debida autorización-. Estima esta Sala que el conocimiento y resolución del diferendo planteado resulta ajeno a su ámbito de competencia. Asimismo, tampoco le corresponde a este Tribunal revisar la correcta aplicación de leyes en el tiempo (definición de la ley aplicable), labor propia de la vía común, administrativa o jurisdiccional. SL
14294-11. LICITACIÓN PÚBLICA. FALTA DE NOTIFICACIÓN SOBRE LA DECLARACIÓN DE DESIERTO DE UN ÍTEM DEL PROCESO. El recurrente manifiesta que participó en una licitación del Banco Popular, sobre la cual se publicó en el Diario Oficial La Gaceta los nombres de los oferentes que habían resultado adjudicatarios para la Contratación de Servicios Profesionales para el Cobro Judicial de la institución. Señala que en dicha lista su representada no aparecía como adjudicataria, debido a que en el ítem en el cual participó, se declaró desierto y no le fue comunicado. En este caso, se acredita que la autoridad recurrida procedió de conformidad con la normativa aplicable a la materia, sea el artículo 88 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, mediante el cual debían hacer la publicación de los resultados de la licitación por medio del Diario Oficial La Gaceta, por lo que este Tribunal no considera que se hayan violentado los derechos constitucionales del recurrente. Se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO A LA EDUCACIÓN

14649-11. SANCIÓN. SE SANCIONA A ESTUDIANTE CON INTERRUPCIÓN DEL PROCESO EDUCATIVO  SIN OBSERVAR EL DEBIDO PROCESO.   Los recurrentes reclaman que las autoridades del Colegio Francisca Carrasco Jiménez, sito en Guadalupe de Cartago, sancionaron a su hijo con el rebajo de 15 puntos en la nota de conducta, interrupción del proceso educativo y una retractación pública de los hechos que se le acusan, sin respetar el debido proceso.   Se declara con lugar el recurso. Se anulan las sanciones impuestas al amparado el  21 de setiembre de 2011 (rebajo de 15 puntos en la nota de conducta, la interrupción del proceso educativo del 22 de setiembre al 6 de octubre, ambos del 2011 y la exposición sobre la importancia de acatar la Normativa Interna). CL
14673-11. SANCIÓN. SUSPENSIÓN DE ESTUDIANTE SIN SEGUIR EL DEBIDO PROCESO. La accionante manifiesta, que su hijo fue suspendido de la escuela a partir del treinta y uno de agosto del año en curso, sin respetar las garantías del debido proceso.   Se declara parcialmente con lugar el recurso por lesión al debido proceso. Se anula el oficio del treinta y uno de agosto del dos mil once, del Director del Colegio Bilingüe San Agustín donde se comunica a la madre del estudiante, que a partir del mes de setiembre del año en curso, se le cancelan los servicios educativos. Restitúyase al tutelado en el pleno goce de sus derechos fundamentales. En cuanto al Departamento de Centros Docentes Privados del Ministerio de Educación Pública, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
14693-11. SANCIÓN. IMPOSICIÓN DE SANCIÓN SIN OBSERVARSE EL DEBIDO PROCESO.  La recurrente manifiesta que  a su hija  se le aplicó un rebajo en la nota de conducta de 15 puntos por  un castigo. Indica que solicitó ayuda a la Dirección recurrida; sin embargo, se le negó toda colaboración.  Señala que  el 6 de octubre  de  2011,  se  le comunicó que  de la nota  de conducta se rebajarían 20 puntos por considerarse una falta grave. Estima que la situación descrita es contraria  a los derechos fundamentales  de la amparada.  Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio de la Profesora Guía de 30 de septiembre de 2011 –que recalificó la conducta reprochada a la menor amparada e impuso un rebajo de 20 puntos en su nota de conducta-. CL 

14699-11. SANCIÓN.  EXPULSIÓN DE ESTUDIANTE POR UTILIZAR FALDA CORTA.  La recurrente manifiesta que el Director de la Escuela Juan Chaves Rojas, de Ciudad Quesada, se apersonó junto con un oficial de seguridad, al aula donde recibía lecciones de computación, impartidas por la Universidad San Isidro Labrador – centro de educación superior universitaria que arrienda las instalaciones a la aludida institución pública – y le pidió que abandonara el centro educativo, pues la falda que vestía era muy corta. En este caso, señala la Sala que contrario a lo que la recurrente pretendió hacer creer a este Tribunal en el escrito de interposición del recurso de amparo, el proceder de la autoridad recurrida no fue arbitrario, por el contrario, la medida se dispuso dado que la tutelada había ingresado – luego de fingir se le había otorgado la autorización para tal – con una vestimenta que irrespetaba lo dispuesto por el reglamento del centro educativo público, donde la Universidad en la cual la amparada estudia, presta sus servicios. Bajo este orden de circunstancias, se descarta la lesión o amenaza de derecho fundamental alguno. Se declara sin lugar el recurso.  SL

14691-11. DOCENTES.  NEGATIVA EN NOMBRAR PROFESORES EN CENTRO EDUCATIVO DE BAGACES POR FALTA DE PRESUPUESTO. Los recurrentes manifestaron que en varias oportunidades la Directora del Centro Educativo Río Naranjo, de Bagaces, Guanacaste, presentaron una  solicitud ante el recurrido a fin que se les otorgue un código de profesor en las especialidades de inglés y Música. No obstante, se les ha negado bajo el argumento que no hay presupuesto para nombrar más docentes. Señalan que como padres de familia están preocupados por la educación de sus hijos, toda vez que, la escuela cuenta con, aproximadamente, 100 estudiantes de los cuales un porcentaje alto tiene dificultades de aprendizaje. En virtud de lo expuesto, han remitido varias consultas ante la autoridad recurrida sin que a la fecha de presentación de este recurso, hayan sido resueltas.  Se declara con lugar el recurso.  CL.

13963-11. MATRICULA. NEGATIVA A PERMITIR INGRESO DE MENOR ESTUDIANTE.  La recurrente manifiesta, que no se le permite el ingreso de la menor amparada al Liceo Monseñor Rubén Odio Herrera, toda vez que, aduce, dicho centro de estudios conviene mejor a sus necesidades que el Liceo de Calle Fallas. En este caso, se cita un antecedente similar, el voto 4866-07, en donde se indicó que “el hecho de que se deniegue el ingreso de estudiantes a un determinado centro educativo por cuanto éste no cuenta con capacidad locativa de ninguna manera resulta arbitrario ni lesiona el derecho a la educación de los menores no admitidos pues no puede decirse que ese derecho implique el de estudiar en un centro educativo determinado…Sobre el particular debe tenerse en consideración que el derecho a la educación obliga al Estado a permitir el acceso de los menores al sistema educativo, pero no necesariamente al Centro Educativo que los padres pretendan y en ese sentido se ha pronunciado la Sala en reiteradas ocasiones”.  En virtud que no existen motivos que conminen a este Tribunal a variar el criterio vertido en aquella oportunidad, lo que procede es rechazar por el fondo el presente recurso, como en efecto se hace.  Se rechaza por el fondo el recurso. RF

13506-11. CENTRO EDUCATIVO. IMAGEN DE MENORES DE EDAD DETERIORADA POR DIVULGARSE PROCESO PENAL SEGUIDO EN SU CONTRA. Las recurrentes acuden en amparo a favor de sus hijos por considerar que la reputación de éstos se ha visto lesionada, por los comentarios que han hecho funcionarios de los centros educativos recurridos y personas de la comunidad, sobre el inicio de una causa penal por el delito de extorsión simple que se sigue en su contra, cuando apenas el caso se encuentra en proceso de investigación. En este caso, de los informes de las autoridades recurridas, se desprende que las actuaciones objeto de este amparo no resultan exactas o al menos, no se logran demostrar, pues si bien es cierto el Director del Colegio reconoce estar al tanto de la situación descrita, en vista de que el ofendido entregó en la institución a su cargo una copia de la denuncia interpuesta en la Fiscalía Penal Juvenil del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, lo que incluso motivó la apertura de un proceso de investigación y se iniciaron las diligencias a nivel institucional por ser alumnos de ese centro educativo, guardando la privacidad y confidencialidad de rigor por parte del docente guía y el orientador de la institución, también es cierto, que tanto este funcionario como el Director de la Escuela del mismo nombre, afirman no tener conocimiento de los comentarios que terceras personas, ya sean funcionarios de esos centros educativos y, muchos personas ajenas a éstos, puedan manejar sobre el caso, que puedan lesionar la reputación de los jóvenes amparados. En este contexto, resulta evidente que no existen elementos de juicio suficientes que permitan a este Tribunal dictar un sentencia estimatoria, pues al menos, con la sumariedad del amparo no se ha tenido acreditado la responsabilidad acusada de parte de alguno de los funcionarios recurridos, lo que no obsta para que los ofendidos o sus representantes legales, puedan acudir a la vía penal si logran individualizar a alguna persona en particular que incurra o pretenda incurrir en los hechos descritos.  Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL
 

13513-11.    BECA.   RETARDO EN ENTREGAR BECA A PRIVADO DE LIBERTAD. El recurrente manifiesta, que se encuentra privado de libertad y es estudiante del programa Telesecundaria La Reforma, cursando actualmente el décimo año. Dice que desde su ingreso a dicho programa fue beneficiado con las becas, e inclusive, para este curso lectivo FONABE le  aprobó la beca el  12 de abril pasado, pero el Director Ejecutivo de esa Dependencia dijo que  los cheques serian emitidos para el pago correspondiente a finales de agosto, lo cual -a la fecha- no se ha hecho.         Se declara CON LUGAR el recurso. Se apercibe a Andrés Arce Mata, en su condición de Director Ejecutivo del Fondo Nacional de Becas (FONABE) del Ministerio de Educación Pública, o a quien en su lugar ocupe ese cargo, conforme lo dispuesto en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no volver a incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para acoger este recurso.  CL
  
13592-11.  TITULO ACADEMICO.  RETARDO EN ENTREGAR TÍTULO A EGRESADO.  La recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales, en particular los contenidos en los numerales 56 y 77 constitucionales, en virtud de que en abril del año 2010, cumplió los requisitos para obtener el título de Bachiller en Administración con énfasis en Recursos Humanos en la Universidad Libre de Costa Rica (ULICORI), motivo por el cual solicitó la entrega de su título, sin que a la fecha se haya hecho, situación que le causa perjuicio y violenta sus derechos fundamentales, ya que por no contar con dicho título, no ha podido obtener trabajo.    Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, únicamente respecto del Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada (CONESUP). Con base en lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se advierte a la Directora Ejecutiva del Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada (CONESUP), no incurrir en las acciones u omisiones que dieron mérito a esta declaratoria.  Se declara sin lugar el recurso respecto de la Universidad Libre de Costa Rica (ULICORI). CL Parcial
 

13622-11. CENTRO EDUCATIVO. IMPIDEN INGRESO DE EX ALUMNO A CENTRO EDUCATIVO, CON BASE EN PADRON FOTOGRAFICO.  Los recurrentes manifestaron, que  el   26  de agosto de 2011,  se desarrollaron  en el Colegio recurrido, una serie de actividades  abiertas al  público en general, en razón de la celebración del día de San José de Calasans, que  incluía  la venta de entradas para participar en  la actividad nocturna que culminaba  con el evento denominado "talent  show".  Señalan que en el  caso de los amparados,  en  calidad  de  ex estudiantes  de  ese centro, asistieron, pero no lo dejaron ingresar. Lo anterior,  en razón que –según se le informó- él formaba parte del grupo de chicos que se encontraban en una lista fotográfica, sea una especie de "lista negra", y por  ello se le solicitó que se retirara del lugar. En este caso, consta que la actividad estaba dirigida, única y exclusivamente, a los educandos de esa institución . Según  afirmó el Apoderado Generalísimo sin Límite de Suma de la recurrida, a los amparados se les impidió el ingreso a esa actividad, en virtud que no  son estudiantes regulares de esa  institución.   El padrón fotográfico  pretendía garantizar que no ingresaran personas ajenas al Colegio Calasanz.  De  esa  forma, garantizar el  orden y seguridad de los menores que asistían a  dicha  actividad. No consta idónea y fehacientemente que a las fotografías de los amparados se les  haya  dado un uso distinto de aquel que refiere el Apoderado Generalísimo de la recurrida. Tampoco, consta que ese trato haya sido distinto de aquel que se diera a otras personas ajenas al Colegio que pretendían ingresar a la actividad en  cuestión. Bajo esta inteligencia, descarta la Sala que se haya producido los agravios reclamados. Se declara sin lugar el recurso.  SL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
13517-11. CENTRO PENITENCIARIO. NEGATIVA A ENTREGAR LISTA DE OBJETOS DECOMISADOS  EN REQUISA.  El recurrente manifiesta, que el 4 de junio del 2011 se realizó una requisa general en el Centro Penitenciario en el que se encuentra recluido. Debido a esto,  la Dirección del Centro comisionó a un funcionario para que hiciera un inventario de los objetos recolectados. Por consiguiente, con fundamento en el artículo 30 Constitucional, el 26 de septiembre de 2011 el recurrente le envió una nota, con el fin de obtener  una copia del inventario que se le ordenó realizar. Sin embargo, aunque por oficios del 13 de septiembre y el 3 de octubre siguientes recibió una respuesta a su petición, reclama que la Administración no quiere proporcionarle la información que pidió, con lo cual violenta el artículo 30 de la Constitución Política.   Esta Sala resolvió, que se constata que la Administración contestó la solicitud del recurrente, indicándole que ya le había entregado todos los bienes de su propiedad que habían sido requisados, a lo que añadió que el gestionante no estaba legitimado para obtener una lista de los objetos decomisados a los otros privados de libertad.   En los términos en que está formulada su petición, la información solicitada, en principio, efectivamente no es de interés público, y acceder a ella más bien podría  comprometer el derecho a la intimidad de los otros reclusos,  por lo que el amparo resulta improcedente y así debe declararse. Se rechaza por el fondo el recurso.  RF
13612-11. MUNICIPAL. NIENGAN INFORMACIÓN SOBRE NEGOCIO COMERCIAL. El recurrente aduce que -en quebranto de lo señalado en el numeral 30 de la Constitución Política-, las autoridades de la Municipalidad de Desamparados no le han permitido obtener las copias del expediente administrativo correspondiente al local comercial Rancho Arizona, tal y como así lo solicitó desde el 4 de julio de 2011, a efecto de verificar si éste último opera conforme al ordenamiento jurídico. Se cita el voto 2120-03, sobre el acceso a la información pública. En el caso concreto, se tiene por demostrado que, ante la solicitud formal planteada por el amparado -sin justificación alguna-, no le brindaron el acceso al expediente administrativo del local comercial Rancho Arizona. En criterio de esta jurisdicción, revisten un claro e inequívoco interés público, por cuanto, están relacionados, íntimamente, con la actividad de control y fiscalización que debe llevar a cabo la corporación municipal recurrida. En concreto, se trata de documentación pública que resguarda la Municipalidad de Desamparados a través de la cual consta el cumplimiento de los requisitos exigidos por el ordenamiento jurídico para el correcto funcionamiento del local comercial en cuestión y que, por ende, debió haber entregada al interesado una vez que la solicitó. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Alcaldesa de la Municipalidad de Desamparados, que proceda, DE INMEDIATO, a proporcionarle al recurrente la información requerida el día 4 de julio de 2011, a costa de éste. Lo anterior, previa discriminación de los datos de tipo confidencial. CL
DERECHO A LA SALUD

14692-11. INCAPACIDAD. NIEGAN REFRENDO DE INCAPACIDAD POR DESACIERTOS DE LA ADMINISTRACIÓN. La recurrente demandó el amparo de su derecho a la seguridad social, pues, en su criterio, de manera arbitraria y antojadiza, la Jefa de Admisión se  negó a refrendar la incapacidad que se le otorgó el 1º de septiembre de 2011. En este caso consta que el Departamento de  Admisión del Hospital de Upala se negó a refrendar la incapacidad que se le otorgó ese mismo día a la recurrente, por cuanto no portaba su carné de asegurado, a pesar de que la amparada explicó que la Subárea del EBAIS no los estaba confeccionando, por cuanto el equipo de cómputo se encontraba en mal estado. Desde esta perspectiva, es a la amparada a quien se le cargó los desaciertos de la administración recurrida. Aunado a lo anterior, la negativa reclamada, impide el  cumplimiento de las medidas de salud dictadas por médico institucional. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Hospital y del Área de Salud de Upala, disponer lo necesario a efecto que de inmediato, se refrende la incapacidad otorgada a la amparada. CL
DERECHO DE PENSION
14751-11. RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO.  DENEGADA PENSIÓN A PERSONA ADULTA MAYOR POR TENER PAREJA.  La recurrente manifiesta que solicitó ante la autoridad recurrida una pensión por el régimen no contributivo, por ser una persona adulta mayor y con varios padecimientos. Acusa que su pensión le fue denegada en vista que tiene pareja. Esta situación, de acuerdo con la actora, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución.    Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución No. 102860181 de 29 de junio de 2007, emitida por la Sucursal de San Vito de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL

14752-11. RÉGIMEN NO CONTRIBUTIVO.  DENEGADA PENSIÓN A ADULTO MAYOR DADO QUE EN GRUPO FAMILIAR RECIBEN OTRA.  La recurrente manifiesta que solicitó a la recurrida una pensión por el Régimen No Contributivo, debido a que es una persona adulta mayor, padece de epilepsia y fue operada de cáncer, en dos ocasiones, por concepto de invalidez. Agrega que la recurrida le ha denegado, en dos ocasiones, la solicitud de pensión con el argumento de que el ingreso per cápita mensual es superior al monto de la canasta básica, pero para ello se toma en cuenta la pensión que recibe su hermano, es decir, se cuenta con el ingreso de otro miembro de la familia.  Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución No. 202220532 de 17 de agosto de 2009, dictada por el Asistente Administrativo de la Sucursal de Alajuela de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL

14238-11.  SUSPENSIÓN. SUSPENDEN PENSIÓN A VIUDO POR ESTAR LABORANDO.   El recurrente manifiesta que le fue adjudicada la pensión de su esposa, quien falleció; no obstante, se le indicó verbalmente, que se le había eliminado el beneficio, debido a que él actualmente  labora en la función pública. Alega que no recibió notificación alguna, mediante la cual se le indicara las razones por las cuales se le suspendió el beneficio de la pensión. Estima se violenta el derecho  de defensa y el debido proceso. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula el acto que suspende el beneficio jubilatorio dictado en perjuicio del amparado por encontrarse laborando y recibiendo pensión simultáneamente. Se ordena al Presidente de la Junta Directiva de la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional, que tome las medidas necesarias para que se reintegre al amparado los montos dejados de percibir por ese concepto y no tomar en consideración, que el numeral 14 de la Ley General de Pensiones, fue declarada inconstitucional por la Sala en la sentencia Nº 2010-15058.  CL
13558-11.  VIUDEZ. NEGATIVA A OTORGAR PENSION A VIUDA POR NO DEMOSTRAR DEPENDENCIA ECONÓMICA DE ESPOSO FALLECIDO.  El recurrente acusa que las autoridades recurridas rechazaron la solicitud de pensión del régimen de invalidez, vejez y muerte, presentada por la amparada a su favor, ya que, consideraron que no cumplía el requisito de dependencia económica respecto de su cónyuge fallecido. Estima la Sala que esa decisión es lesiva de los derechos fundamentales de la amparada y contradice la jurisprudencia constitucional que establece que la dependencia económica —si bien, es un requisito a analizar para otorgar una pensión— no puede entenderse en forma absoluta o total.    Se declara con lugar el recurso con base en lo dispuesto por el artículo 52 párrafo 1° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. CL
DERECHO DE PROPIEDAD

14253-11. DAÑOS. DESVÍO DE AGUAS PLUVIALES REALIZADO POR LA MUNICIPALIDAD CAUSA DAÑOS A PROPIEDAD PRIVADA.  El recurrente, vecino de Barrio El Carmen de Puriscal, considera violados sus derechos fundamentales por el hecho de que la Municipalidad recurrida decidió encausar todas las aguas pluviales del centro del cantón a una acequia que colinda con su propiedad, ocasionándole graves daños. Además, ha sido omisa en dar una solución, pese a sus gestiones, con el agravante de que el peligro que va en aumento porque el puente que sirve para cruzar la acequia se encuentra en muy mal estado y es la única forma de salir a la calle pública, lo que pone en riesgo sus vidas, especialmente la de su madre que es adulta mayor y enferma. Se declara PARCIALMENTE CON lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Puriscal, proceder de inmediato a coordinar acciones con el Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados y de la Comisión Nacional de Emergencias, el Ministro de Obras Públicas y Transportes, y cualquier otra institución que estime conveniente a efectos de llegar, dentro del plazo máximo de UN mes calendario a partir de la comunicación de esta resolución, a una propuesta técnica adecuada, con su correspondiente cronograma, para darle una solución al problema que aqueja el recurrente, referido a las aguas pluviales y servidas que discurren por la acequia y al camino (o puente) que utilizan los vecinos para salir a la calle pública; y envíe copia de ello al recurrente y a esta Sala. CL Parcial

DERECHO DE TRABAJO
14749-11. INTERINO.  CESE DE NOMBRAMIENTO DE DOCENTE INTERINO PARA NOMBRAR OTRO EN LAS MISMAS CONDICIONES.  El recurrente reclama que la autoridad recurrida cesó  su nombramiento interino como profesor en el Colegio Abelardo Bonilla Baldares, ubicada en Paracito en Moravia y en su lugar procedió a nombrar otro funcionario de forma interina, actuación que va en contra de su derecho a la estabilidad impropia.   Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia, se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, que adopte las medidas necesarias a fin formalizar de manera inmediata el nombramiento interino del recurrente como profesor de enseñanza técnico profesional, especialidad turismo en el Colegio Abelardo Bonilla Baldares, ubicada en Paracito en Moravia contenido en la nómina de nombramiento 272729-2011 del 21 de octubre de dos mil once, mientras subsistan las razones que dieron origen a esa designación, según los criterios que se exponen en esta sentencia. CL

14624-11. NOMBRAMIENTOS. REQUISITO PARA OPTAR POR NOMBRAMIENTO EN PROPIEDAD EN LA CCSS. La norma se impugna en cuanto establece que para optar por un puesto en propiedad el profesional interino debe contar con el requisito de los cinco años establecidos en el inciso a), y de ese total al menos dos deben haber sido cumplidos en forma estable en el mismo centro de trabajo donde se encuentra el código vacante señalado en el inciso b), lo que vulnera el derecho a la estabilidad laboral, porque prolonga  más allá de un plazo prudencial y razonable, el interinazgo de numerosos profesionales, algunos de los cuales tienen más de diez años de trabajar ininterrumpidamente. Además, la norma vulnera el principio de igualdad, pues discrimina a los trabajadores que por alguna circunstancia no han podido ocupar el mismo código, aún cuando tienen varios años de trabajar para la institución. Asimismo, se alega que la norma es contraria al principio de razonabilidad, al establecer un plazo de dos años en el mismo código, que resulta excesivo, arbitrario y contrario a lo dispuesto en el Estatuto de Servicio Civil. Se declara  CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anula el inciso  c) del artículo transitorio de la Reforma al Reglamento de Reclutamiento y Selección de Profesionales en Farmacia, Odontología y Trabajo Social de la Caja Costarricense de Seguro Social, aprobado por el artículo 17 de la sesión 8401 celebrada el 26 de noviembre de 2009 por la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- Los Magistrados Castillo Víquez y Hernández Gutiérrez dan razones adicionales. CL
14411-11. HORARIO. CAMBIO SIN DEBIDO PROCESO. La recurrente acude ante esta Jurisdicción Constitucional y expone que labora como médico para la Caja Costarricense de Seguro Social, específicamente, en el Hospital San Vicente de Paul. Indica que durante más de quince años ha tenido un horario laboral definido con muy pocas variaciones. Apunta que el hospital cambió de administración y ahora quieren ajustar y reordenar las jornadas laborales en perjuicio de los trabajadores por lo que estima que dicho cambio contravine sus derechos fundamentales. En este caso, señala la Sala que en la doctrina, normativa y jurisprudencia se reconoce la facultad del empleador para variar las condiciones del contrato de trabajo, facultad conocida como ius variandi, siempre que con ello no se perjudique al servidor, pues de hacerlo, ello constituye lo que se conoce como uso abusivo del ius variandi; es decir, el ejercicio de esta facultad se encuentra sujeto a ciertos límites para evitar un uso irrestricto y arbitrario. La Sala ha definido que las discusiones sobre la procedencia o no de las modificaciones son asuntos de mera legalidad que deben ser discutidas en la vía ordinaria correspondiente, siendo que el único interés que puede tener para esta jurisdicción analizar estas modificaciones son aquellos casos donde se reclaman variaciones en la relación de empleo -imputables a órganos o servidores públicos-, que sean abierta y claramente arbitrarias, sea que se trate de una modificación sustancial de las circunstancias de tiempo y lugar en que se desempeña el interesado, una degradación en sus funciones o bien, un rebajo sustancial del salario devengado, pues en esos casos se lesionaría en perjuicio del servidor el derecho a su estabilidad laboral. En el caso de análisis el punto importante lo es el cambio de horario, sea el cambio de jornada laboral. Al respecto, se debe indicar que este cambio de horario, encuentra sustento en la facultad del empleador de modificar las condiciones en que se prestan las funciones, y se entiende lícito en el sector público cuando existen motivos que lo justifiquen en aras de cumplir con los principios fundamentales del servicio público –artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública-, siendo arbitrario cuando no es posible determinar la existencia de motivos legítimos para su adopción, o cuando se dispone un descenso en la categoría o salario del trabajador sin otorgarle oportunidad de defensa -debido proceso-. Fuera de estos supuestos, el empleador tiene facultad para variar las condiciones del contrato de trabajo, no correspondiendo a esta jurisdicción conocer de tal variación por tratarse de asuntos de mera legalidad que deben ser discutidos en la vía ordinaria correspondiente. RF
14305-11. NOMBRAMIENTO. REVOCAN NOMBRAMIENTO DE FUNCIONARIO JUDICIAL QUE HABÍA SIDO DESPEDIDO. Alega el recurrente que laboró para el Poder Judicial por casi  ocho años. Recientemente, se le comunicó la revocatoria de su nombramiento por parte del Consejo  Superior.  Afirma que la Asesora  Legal del Departamento de Personal, le manifestó que aún cuando fue despedido, no había ningún impedimento para que pudiera continuar trabajando con el Poder Judicial; no obstante,  en condición  de  interino y en el entendido que la persona que lo contratara  debe tener conocimiento de la razón de  revocatoria  de  su nombramiento  en propiedad. Señala que posterior a su despido, fue nombrado en el Juzgado Agrario de Cartago, por tres semanas; sin embargo, al día siguiente de iniciar el trabajo, la Coordinadora   del despacho le indicó  que  no  podía continuar trabajando y que tenía que revocar su nombramiento por orden de la Inspección Judicial. La Sala declara sin lugar el recurso porque de conformidad con el artículo 214 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la sanciones por falta grave o gravísima pueden estar anotadas por un plazo de cinco a diez años desde la imposición firme de la sanción y hasta que se cumpla ese plazo, el funcionario podría reingresar a laborar al Poder Judicial. En razón de la norma, la actuación impugnada no resulta arbitraria. SL
14314-11. IUS VARIANDI. TRASLADO EN CENTRO DE CONCILIACIÓN DEL PODER JUDICIAL. La recurrente considera vulnerados sus derechos fundamentales por el traslado de que ha sido objeto, del Centro de Conciliación del Poder Judicial al proyecto Plataforma Integral de Servicios de Atención a la Víctima (PISAV), extremo único admisible como materia de este amparo. La recurrente reclamó, también, una serie de conflictos y problemas de índole laboral, relacionales y de comunicación, que considera como acoso, los cuales son todos inadmisibles por ser materia de legalidad e, incluso, de mera comunicación o de relaciones interpersonales. En la sentencia número 2006-06445 de las diez horas cuatro minutos del doce de mayo del dos mil seis, la Sala consideró la falta de competencia de esta Jurisdicción para conocer por la vía del recurso de amparo los reclamos que se presenten por acoso laboral o "mobbing". En cuanto al traslado de la recurrente, consta que obedece a razones objetivas de servicio, se le ha comunicado oportunamente y se le ha brindado la oportunidad de manifestar su parecer. Conforme se acredita en los informes rendidos bajo juramento y la documentación aportada al expediente, el traslado no modifica ninguno de los elementos esenciales de la relación laboral e incluso, la ubicación geográfica es en el mismo cantón Central de San José, en Pavas. En síntesis, no se acredita elemento alguno de convicción del que pueda derivarse un ejercicio abusivo del ius variandi en perjuicio de la amparada, por lo que procede declarar sin lugar el recurso. SL
14357-11. DESPIDO. FUNCIONARIOS MUNICIPALES SON CESADOS DURANTE EL PERÍODO DE PRUEBA. Acusa el recurrente que es funcionario municipal y que fue despedido por el nuevo Alcalde nuevo y, asegura que el cese de su nombramiento se debe a razones políticas, aún cuando se indica que es realizado durante el período de prueba. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Cruz Castro, salva el voto y declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al despido en periodo de prueba. El Magistrado Hernández Gutiérrez salva el voto en cuanto al despido en periodo de prueba, y da razones diferentes. SL
14081-11. SANCIÓN. SE ACUSA QUE SANCIÓN IMPUESTA A JUECES LESIONA PRINCIPIO DE INDEPENDENCIA. El Presidente de la Asociación Costarricense de la Judicatura (ACOJUD), alega que la Corte Plena impuso a dos, sendas sanciones por estimar que, a tenor de lo preceptuado por el párrafo segundo del artículo 199 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, porque supuestamente, cometieron errores graves e injustificados en la administración de justicia. El recurrente, califica dicha disposición como una norma sancionatoria en blanco, razón por la cual considera que es inconstitucional, por irrespeto al principio de independencia del juez. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, e tiene por desistido el recurso de amparo, por uno de los amparados. En lo demás, se rechaza por el fondo el recurso.  RF
14082-11. DESPIDO. SE IMPUGNA REVOCATORIA DE NOMBRAMIENTO DE JUEZ, SIN OBSERVAR EL DEBIDO PROCESO. Alega el recurrente que es funcionario del Poder Judicial desde julio de 1977, actualmente se desempeña como juez penal de Corredores de Puntarenas. Añade que se le revocó el nombramiento por parte de la Corte Plena, como juez de la República, aún y cuando ostentaba esta condición en forma interina. Estima que en abierta violación no solo al principio de inocencia en materia laboral, sino al debido proceso constitucional y el ejercicio del derecho a la defensa técnica, sobre el informe rendido por el Magistrado ponente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
13997-11. JURISPRUDENCIA. INCONFORMIDAD POR NO APLICACIÓN DE SENTENCIA DE LA SALA SEGUNDA A DEMÁS FUNCIONARIOS PÚBLICOS.  La recurrente manifiesta, que labora para el Ministerio recurrido, desempeñándose como profesional de Servicio Civil 3. Indica que por sentencia 2010-01288 de la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia, se rectificó las resoluciones DG-078-89 y DG-017-95 de la Dirección General de Servicio Civil, cuyo contenido dispone derechos laborales a favor de los profesionales 1, 2, 4 y 4, profesionales jefes 1, 2, 3, y 4, y Directores Generales 1 y 2, en cuando a la forma de realizar el cálculo de los incrementos salariales. Señala que presentó reclamo administrativo ante el Ministerio accionado, a efecto de hacer valer sus derechos al salario y a la igualdad. Sin embargo, por resolución número 429-11-DRH-AI, la autoridad recurrida rechazó su reclamo, argumentando que la petente no formó parte del proceso ordinario que originó la sentencia de la Sala Segunda supra mencionada y que reconocía derechos adquiridos a favor de los actores en cuestión, por lo que debía recurrir a la vía ordinaria para hacer valer sus derechos. Agrega que de esa forma se está obviando la sentencia emitida por la autoridad judicial, lesionando el derecho de igualdad y al salario  en igual condiciones.   Esta Sala resolvió, que las únicas sentencias que tienen efecto erga omnes son las emitidas por la Sala Constitucional, por lo que las emitidas por las demás Salas de la Corte Suprema de Justicia, tendrán los efectos inter partes o para las partes, que hayan participado en el proceso correspondiente. De ahí que, si la recurrente considera que le asiste el derecho a que se les cancele el monto correspondiente al pago de diferencias salariales, podrá plantear –si a bien lo tiene- la discusión en la vía común correspondiente y no en esta Sala, en razón de que no le compete, por carecer de competencia material y funcional para ello, el decidir sobre aspectos cuya naturaleza es estrictamente laboral. Por otra parte, tampoco resulta procedente el reclamo en cuanto a la igualdad de trato pretendida, ya que, en todo caso, si hay algún reconocimiento de derechos adquiridos a favor de determinados trabajadores, la Sala debe advertir que ese reconocimiento, por definición, corresponde ser definirlo en la vía ordinaria.  Se rechaza de plano el recurso.  RP

13830-11. INFORME. PUBLICACIÓN DE INFORME SOBRE CLIMA LABORAL EN RED INSTITUCIONAL.   El recurrente alega violación a su derecho a la privacidad, debido a que un informe que tiene carácter confidencial, relacionado con el clima  laboral existente en el área de la cual es coordinador, que se realizó como consecuencia de la disconformidad de los trabajadores de esa área, y en el que se cita lo dicho por algunos trabajadores, que amparados al anonimato lo denigran a él y a su  trayectoria profesional, se publicó en la red interna de la institución, en donde cualquier funcionario de su área de trabajo podría tener acceso e incluso reenviarlo a terceras personas.  En este caso, señala la Sala que con vista del informe de la autoridad accionada, se encuentra acreditado que, contrario a lo alegado por el recurrente, el informe sobre el clima laboral en el área que coordina, no se publicó en la red interna de la institución, sino en una dirección electrónica que, si bien fue creada para su publicación y pertenece al Instituto Costarricense de Electricidad, tiene características restrictivas de acceso solo para los participantes directos de éste, a saber: los 62 funcionarios que solicitaron ese informe así como las jefaturas, incluido el amparado. Aparte de ello, se ha aclarado que el estudio de comentario, por su naturaleza, no representa ninguna imputación de cargos, ni la determinación de responsabilidades laborales de ningún tipo para las personas involucradas, ya que no tiene carácter disciplinario, tampoco valoraciones sicológicas, sino más bien es una herramienta de apoyo para la toma de decisiones gerenciales de la Institución al ser un informe de mediciones de ambientes de trabajo de los funcionarios involucrados.  Se declara sin lugar el recurso. SL
13849-11, 13896-11 y 13924-11.   DESPIDO. POR LA PÉRDIDA DE PRUEBA PSICOLABORAL.  El recurrente acusa que desde el año 1995 inició labores como conductor de detenidos en el Poder Judicial; sin embargo, el 01 de setiembre de 2011, se le informó que no había aprobado la prueba psicolaboral correspondiente y, en consecuencia, se daba por terminada su relación laboral, despido que estima improcedente, pues si bien no aprobó la prueba psicolaboral, no se le puede prescindir de sus servicios por esa razón.     Esta Sala resolvió, que en un caso similar anterior (sentencia número 2009-3335 de las 12:07 horas del 27 de febrero del 2009), consideró la Sala que estaba fuera de su ámbito de competencia establecer los requisitos necesarios para desempeñar un cargo policial:  “ (…) En efecto, la labor de custodiar y trasladar detenidos es sumamente delicada y, por ende, la Administración está facultada para seleccionar a quienes, por razones de oportunidad y conveniencia, considera que puedan desempeñarla de manera idónea (ver en ese sentido, el Voto No. 2009-007972 de las 20:05 horas de 13 de mayo de 2009). De ahí entonces, el margen de discrecionalidad del que gozan las autoridades del Organismo de Investigación Judicial para seleccionar su personal, en concordancia con el principio de idoneidad, consagrado en el numeral 192 de la Constitución Política. Desde esa perspectiva, la decisión del jefe de la Sección de Cárceles del Organismo de Investigación Judicial es razonable y justificada, pues el cese del nombramiento del recurrente, en el cargo que venía ocupando, se debió a que, por falta de requisitos, no resulta idóneo para el puesto.”   A estas razones debe agregarse que se dio oportunidad suficiente al actor de satisfacer la condición de elegibilidad, al repetírsele la prueba psicolaboral, con recomendaciones previas para que su ejecución fuera más favorable para los concursantes. Asimismo, el acto en el que se dispone cesarlo de su nombramiento interino está debidamente fundamentado en consideraciones determinantes, como es la falta de idoneidad para el cargo. Se declara sin lugar el recurso.  SL
13885-11. CONCURSO. NEGATIVA A RECIBIR DOCUMENTOS POR NO CUMPLIR LOS REQUISITOS.  EL recurrente manifiesta que labora como Ministro Consejero nombrado en comisión, en la Misión Permanente de Costa Rica ante la Organización de Estados Americanos en Washington DC, trabajando para las autoridades recurridas desde el 1 de mayo de 2010.  Agrega que el 9 de agosto del año en curso, la Comisión recurrida anunció la convocatoria a un concurso público de oposición a realizarse en el mes de octubre de 2011 y que los requisitos solicitados, podían ser consultados en la dirección electrónica www.rree.go.cr.  Acota que envió con su apoderado los documentos necesarios para participar en el concurso, pero le fueron rechazados en una primera ocasión porque según se  le indicó, era necesario que las declaraciones juradas fueran autenticadas.  El 19 de setiembre su apoderado volvió a presentar en las oficinas de la Cancillería  los documentos, pero, en esa ocasión se le indicó que no recibiría los documentos, porque no se cumplía con el requisito establecido en el numeral dos, el cual contempla la necesidad de aportar un título en Derecho, Economía o Relaciones Internacionales.  No obstante, su título de Bachiller en Ciencias Políticas otorgado por la Universidad de Costa Rica, según normativa nacional, específicamente la Ley Orgánica del Colegio de Profesionales en Ciencias Políticas, otorga igualdad de derechos y deberes en el ejercicio de su profesión, en condiciones idénticas a aquellas personas que hubieran obtenido un título de Relaciones Internacionales. Estima la Sala que ningún derecho fundamental se ha violentado al amparado con los hechos que acusa, por cuanto la autoridad recurrida afirma bajo juramento -con las consecuencias de Ley- que el Concurso de Oposición lo realizaron conforme a derecho y apegados a la normativa vigente que regula dicha materia, pues la misma indica que los profesionales en Ciencias Políticas no podían participar en el mismo y por ello quien debía recibirle la documentación le indico que dado que no cumplía con ese requisito no podía recibírsela, lo cual resultaba procedente, en razón de que se habían hecho las publicaciones de ley en medios de circulación nacional, y en la página web citada por el recurrente. En otras palabras, las actuaciones del Ministerio recurrido han estado apegadas a la legislación actual y no estima esta Sala que hayan violentado garantías constitucionales al amparado. Se declara sin lugar el recurso. SL
13926-11. DESPIDO. CESE DE NOMBRAMIENTO SIN TOMAR EN CUENTA   ENFERMEDAD DE ALCOHOLISMO QUE PADECE.  LA ENFERMEDAD NO SE ACREDITÓ ANTE EL PATRONO.  La recurrente manifiesta, que para el  curso lectivo  2010,  se le nombró como  docente  en el Centro Educativo San Juan Bolívar de la Dirección Regional  de Alajuela.  Manifiesta  que por resolución N° 1013-2010, se dispuso el cese de su nombramiento,  a causa de las ausencias, pese a que tiene  una boleta de incapacidad  que  cubre  del  15  de  marzo  al  13  de  abril  del  2010. Indica  que presentó recurso de reconsideración; no obstante, por resolución N° 2.099-2010,  el mismo  se  declaró  sin  lugar. Aclara  que  en algunas oportunidades   faltó  a laborar debido  a  su enfermedad de alcoholismo;  sin embargo, el Ministerio  de Educación Pública,  no  valoró  que  las ausencias  obedecían  a  que  se encontraba recibiendo tratamiento  médico. Tampoco   tomó  en cuenta  que  a  raíz de  su enfermedad  fue internada   en  el Hospital   México  y  en  el  Psiquiátrico  y, finalmente,  fue referida  al Hogar Salvando  al Alcohólico Patricio Pérez. En este caso, conforme se desprende del expediente administrativo aportado como prueba, así como de los informes rendidos bajo juramento por los recurridos, el último cese de interinidad de la recurrente obedeció a su ausentismo reiterado, al no presentar oportunamente la justificación de sus ausencias, lo cual ha dado lugar a que en todos los nombramientos interinos realizados en todos los cursos lectivos, desde 2006, hasta 2010, han concluido por ceses de nombramiento motivados en sus ausencias injustificadas. El problema de alcoholismo no se acreditó entonces, ni ante esta Sala, como tampoco que el despido fuera consecuencia directa del alcoholismo que padece la recurrente. La diferencia del presente caso con el precedente invocado por la recurrente, consiste en que en ese precedente, el alcoholismo del amparado era ampliamente acreditado ante el patrono.   Se declara sin lugar el recurso.  SL

13847-11. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. SE IMPUSO MEDIDA CAUTELAR HACE DOS MESES Y NO SE HA INICIADO EL PROCEDIMIENTO, EN LA DIRECCIÓN DE PLANIFICACIÓN Y DESARROLLO DE REDES Y PLATAFORMAS DEL ICE. Alegan los recurrentes que son funcionarios del Instituto recurrido, nombrados en propiedad y destacados en la Dirección de Planificación y Desarrollo de Redes y Plataformas. Refieren que el 03 de agosto de 2011, se les notificó por escrito que serían trasladados y reubicados de sus puestos de trabajo como medida cautelar debido a un estudio de ambiente laboral que se realizaba en esa dependencia. Indican que pese a que los oficios que disponen la medida cautelar señalan que dicha medida se encuentra sustentada en la prueba que confeccionó el Área de Relaciones Laborales, que consta en el expediente administrativo, se les negó el acceso al mismo. Explican que la justificación que dan los recurridos atiende a la necesidad de proteger la identidad de quienes denuncian las supuestas irregularidades. Mencionan que la reubicación y los traslados que han ejecutado los recurridos son arbitrarios, ya que se les han asignado funciones distintas a las que corresponden a sus puestos y no se les brindan las condiciones básicas de trabajo; por último, que no se les ha notificado formalmente la apertura de un procedimiento administrativo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara parcialmente con lugar el recurso, pues no se verifica que a la fecha, el Instituto recurrido haya iniciado el respectivo procedimiento disciplinario, si así lo creyera procedente, a pesar de que la medida cautelar fue impuesta a los recurrentes desde el 03 de agosto de 2011. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solo en cuanto al retraso en que ha incurrido el Instituto Costarricense de Electricidad para dar inicio al procedimiento administrativo disciplinario, si así lo considerare procedente. En consecuencia, se ordena a la Apoderada General Judicial, y Director Técnico de la Dirección de Desarrollo Infraestructura de Banda Ancha, ambos del Instituto Costarricense de Electricidad, que de estimarlo procedente, de inmediato inicien el procedimiento administrativo disciplinario en contra de los recurrentes, o en su defecto, dispongan lo que en derecho corresponda En lo demás se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Jinesta Lobo y Armijo Sancho salvan el voto y declaran con lugar el recurso también respecto al tema de acceso al expediente durante la investigación preliminar. CL Parcial
13863-11. EMBARGO.  CIERRE DE CUENTAS CORRIENTES DEL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCIÓN, POR PARTE DEL MINISTERIO DE HACIENDA, NO PUEDE AFECTAR EL PAGO DE SALARIOS A LOS TRABAJADORES El recurrente alega que acude a favor del Consejo Nacional de Producción, ya que se enteró por medio de la prensa que el Ministerio de Hacienda había decretado embargo en todas las cuentas de ese Consejo, sin que a su representada se le haya otorgado de previo oportunidad para defenderse y sin que se haya medido, con base en los principios de razonabilidad y proporcionalidad, el perjuicio causado, pues también por medio de esas cuentas se cancela el salario de los trabajadores. En este caso, la Sala analiza tres temas fundamentales: a) Este Tribunal ha señalado en reiteradas ocasiones, que la Administración no es titular de derechos fundamentales, salvo que se trate del principio de igualdad de armas o de igualdad, en este caso concreto y excepcionalmente, se admite el amparo, en virtud de que el embargo de las cuentas bancarias, impedirían depositar normalmente los salarios de los trabajadores. b) Se logra demostrar que no lleva razón el accionante en sus argumentos, pues desde el año 2008 la Dirección General de Tributación del Ministerio de Hacienda le ha venido poniendo en conocimiento, tanto a la Fábrica Nacional de Licores como al propio Consejo Nacional de Producción, las obligaciones tributarias adeudadas por concepto de impuesto de la renta y utilidades y c) Sobre la situación del pago de salario de los trabajadores del Consejo Nacional de la Producción, considera la Sala, que es pertinente que se mantenga la medida cautelar decretada por el Ministerio de Hacienda relativa al embargo administrativo ordenado en las cuentas bancarias y demás valores existentes a nombre del Consejo Nacional de Producción, con una excepción, siempre y cuando se excluyan de este embargo las cuentas bancarias que el Consejo Nacional de Producción demuestre debidamente que sirven tan solo para el pago de salarios y cargas sociales, según la prueba que se estime conveniente e indicando cuál es el monto de dichas cuentas que respalda esas obligaciones. Se declara parcialmente con lugar el recurso de amparo, solo en cuanto al embargo de las cuentas bancarias que sirven exclusivamente para pagar los salarios a los trabajadores del Consejo Nacional de Producción y sus correspondientes cargas sociales. Se ordena a la Jefa del Departamento de Cobros Judiciales del Ministerio de Hacienda, disponer de inmediato las medidas necesarias para liberar del embargo administrativo decretado mediante resolución número DAE-RCJ-EA-456-2011, las cuentas bancarias a nombre del Consejo Nacional de Producción que sirven exclusivamente para el pago de salarios a los trabajadores de esa entidad y sus correspondientes cargas sociales, previa su demostración por parte del Consejo Nacional de Producción. En lo demás se declara sin lugar el recurso de amparo. CL Parcial   
13799-11. CONCURSOS. NO PERMITEN A INTERINOS PARTICIPAR EN CONCURSOS INTERNOS EN MUNICIPALIDAD DE SAN JOSE. Acción de Inconstitucionalidad contra de los Artículos 18 y 152 del Código Municipal. Las normas se impugnan en cuanto impiden a los funcionarios municipales nombrados en forma interina participar en los concursos de personal internos que se realizan en la corporación. Ello es violatorio de los principios de igualdad, de acceso a cargos públicos y del derecho al trabajo, contenidos en los artículos 33, 56 y 192 de la Constitución Política. Por mayoría se anula la frase del artículo 7 del Reglamento de Carrera Administrativa que dice: "nombrados en propiedad. De mantenerse la inopia y de existir trabajadores interinos que cumplan con los requisitos solicitados se realizará el concurso interno correspondiente, con conocimiento obligatorio de la Jefatura inmediata. Cuando se demostrase inopia en el concurso interno, y exista una persona nombrada interina que cumpla con todos los requisitos, tendrá derecho a ser nombrado"; para que correctamente se lea: "Artículo 7 del Reglamento de Carrera Administrativa: Del concurso interno: En caso de inopia en los niveles jerárquicos señalados en los artículos precedentes, el concurso se extenderá a todos los trabajadores. Si la inopia continua se sacará la plaza a concurso externo. Según lo expuesto en el Código Municipal y Convención Colectiva de Trabajo vigente". El Magistrado Castillo declara con lugar la acción por otras razones y en consecuencia considera inconstitucional las siguientes oraciones: "De mantenerse la inopia y de existir trabajadores interinos que cumplan con los requisitos solicitados se realizará el concurso interno correspondiente con conocimiento obligatorio de la jefatura inmediata. Cuando se demostrase inopia en el concurso interno, y exista una persona nombrada interina que cumpla con todos los requisitos, tendrá derecho a ser nombrado". Por mayoría, se anula la frase del artículo 51.b de la Convención Colectiva de Trabajo que dice: "nombrados en propiedad", para que correctamente se lea: "Artículo 51 de la Convención Colectiva de Trabajo. Se establece el siguiente procedimiento, para el nombramiento de trabajadores administrativos y técnicos. a. (...) b.-De demostrarse inopia en esas instancias, para llenar la plaza vacante, se sacará a concurso interno, con participación de todos los trabajadores de la Municipalidad.". En lo demás se declara sin lugar la acción. Los Magistados Jinesta Lobo y Armijo Sancho  salvan el voto, unicamente en cuanto al artículo 51 b de la Convención Colectiva y declaran inadmisible la acción por razones diferentes.  El Magistrado Castillo Víquez salva el voto y declara sin lugar la acción en relación al artículo 51 b de la Convención Colectiva.  Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- El Magistrado Jinesta Lobo pone nota. CL
13607-11.  DESPIDO. DE CORREOS DE COSTA RICA, SIN OBSERVAR EL DEBIDO PROCESO. El recurrente manifiesta que, se despidió al amparado, porque, supuestamente, sustrajo gasolina de una moto propiedad de esa empresa, para entregarla a otras personas. Sin embargo, alegó que no se respetó el debido proceso, pues la Asesoría Legal realizó la investigación y recomendó el despedido. Además, no valoró adecuadamente los testimonios ofrecidos por el amparado.   Esta Sala resolvió, que reiteradamente ha resuelto, no le corresponde a esta jurisdicción especializada conocer los despidos de empleados de Correos de Costa Rica S.A. Entre muchas otras, en sentencia No. 2000-09162 de las 15:57 hrs de 17 de octubre de 2000, se dijo que: “(…)III.- Conforme a la expuesto en los considerandos anteriores queda claro que, la situación laboral que le une con la sociedad accionada, se rige por la normativa que al efecto se estable en el Código de Trabajo, de allí que no pueda esta Sala, por ser ajeno a su competencia, suplir en este caso a la jurisdicción laboral ordinaria, que es la instancia correcta ante la cual deberá acudir el amparado para hacer valer lo que en derecho corresponda. Por lo expuesto, si el recurrente estima que se han lesionado sus derechos laborales, deberán plantear esos extremos -cumpliendo con las formalidades establecidas al efecto- ante la jurisdicción ordinaria correspondiente, pero no ante esta jurisdicción”. Se declara sin lugar el recurso. SL
13559-11. SALARIO. FUNCIONARIO DE HECHO. Aduce el recurrente que fue nombrado interinamente como Jefe de Patentes con suplencia temporal; posteriormente el titular de dicha plaza tramitó permiso sin goce de salario hasta por 6 meses, por ello continuó realizando las mismas funciones del puesto en sustitución sin que existiera acción de personal que le nombrara en dicho cargo. El 1 de agosto del año en curso, se le notificó el nombramiento del nuevo Jefe de Patentes. Señala, contra dichas acciones interpuso las gestiones administrativas, las cuales no han sido resueltas. En este caso, sobre la estabilidad laboral de los funcionarios en propiedad con ascenso, se reitera la jurisprudencia de la Sala en cuanto a que en los ascensos interinos de funcionarios nombrados en propiedad, no existe un derecho adquirido. Sobre los funcionarios de hecho en la Administración Pública, se afirma que tienen derecho  a recibir una contraprestación por las labores que desarrolle a favor de la Administración y se citan los votos 4214-05 y 9382-07. De manera que en este caso, dado que el recurrente realizó su trabajo de manera efectiva sin recibir una contraprestación a su favor, aunado a lo anterior, no existe mala fe por parte del tutelado, toda vez que no se había nombrado a nadie en dicha plaza, ni tampoco se le había informado que no se le prorrogaría su nombramiento, procede declararlo con lugar el recurso. 
Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la violación al derecho al salario del amparado. Se ordena a la Alcaldesa a.i., al  Gerente de Gestión Municipal y a la Directora a.i. de la Dirección de Regulación, todos de la Municipalidad de San José, tomar las medidas necesarias y girar las órdenes pertinentes en forma inmediata para que al amparado se le cancele el salario correspondiente al servicio prestado desde el 12 de junio hasta el 1 de agosto de 2011 en dicho entidad. En los demás extremos se declara sin lugar el recurso. CL Parcial
DERECHO PENAL
14672-11. IMPUTADO. PERMANECE ESPOSADO DURANTE ALLANAMIENTO A PESAR DE ORDEN DE JUEZ.  Interpone el amparo un juez a favor de un imputado y acusa que en un allanamiento  realizado el diez de agosto del dos mil once,  ordenó a los Oficiales del Organismo de Investigación Judicial quitar las esposas al imputado por considerarlo oportuno; no obstante, los oficiales denegaron su gestión, situación que lesiono los derechos fundamentales del tutelado. Se cita la sentencia 6361-11, sobre  las condiciones del encartado durante la diligencia de allanamiento y el uso de esposas. En este caso concreto, señala la Sala que los funcionarios del Organismo de Investigación Judicial deben de ejecutar las órdenes emanadas por los Jueces de la República, de  conformidad con los artículos 193 del Código Procesal Penal y el artículo 2 de la Ley Orgánica del Organismo de Investigación Judicial. De ahí que, si el Juez a cargo del allanamiento dispuso que el tutelado debía de mantenerse sin esposas durante ese acto procesal, los oficiales a cargo tenían que ejecutar de inmediato esa orden. Nótese que la orden dispuesta por el Juez accionante se encuentra dentro de las funciones de los recurridos, aunado a que la orden no figura un acto arbitrario u abusivo. Por lo expuesto, lo procedente es declarar con lugar el recurso por lesión a los derechos constitucionales del amparable por obligarle a mantenerse esposado durante una diligencia judicial, a pesar de que el Juez competente ordenó el retiro de los dispositivos de seguridad. Se pone en conocimiento del Ministerio Público esta causa por desobediencia de parte de los funcionarios del Organismo de Investigación Judicial a una orden emanada por el Juez competente, se procede a notificar al Ministerio Público y al Director General y al Jefe de la Oficina de Asuntos Internos, ambos del Organismo de Investigación Judicial, para que investiguen la posible comisión de alguna falta o delito, y realicen las diligencias que en derecho corresponde. Se declara con lugar el recurso por lesión al artículo 40 de la Constitución Política, sin ordenar la libertad del tutelado. CL
14867-11.  DETENCIÓN. REVOCATORIA DEL BENEFICIO DE EJECUCIÓN CONDICIONAL DE LA PENA. La recurrente manifiesta, que el Tribunal Penal de Puntarenas, encontró al amparado culpable del delito de incumplimiento de medida de protección y violación de domicilio simple y se le otorgó el beneficio de ejecución condicional de la pena. No obstante, la autoridad jurisdiccional recurrida emitió una orden de captura, en función de la cual, fue privado de su libertad personal, por lo que gestionó ante el Tribunal la entrega de la grabación correspondiente, con el propósito de verificar la orden dictada por el Juez competente, sin embargo, se le informó que es imposible localizarla.   En este caso, señala la Sala que con base en el informe de la autoridad recurrida –consta que el Tribunal Penal de Puntarenas actuó correctamente, al ordenar la privación de libertad del amparado, pues lo hizo en aras de que cumpla con la pena impuesta en su contra, aunado al hecho que en la parte dispositiva del fallo en cuestión – tal y como se desprende de la minuta levantada al efecto – se hubiera otorgado el beneficio que reclama, ya que esto no obsta para que la autoridad jurisdiccional competente, luego de examinar el caso particular del tutelado, determine si puede o no ser acreedor del mismo. Sobre la falta de entrega del disco reclamado, con el propósito de verificar la orden dictada por el Juez competente, sobre el particular, se debe aclarar al recurrente que las posibles nulidades que puedan sobrevenir por la inexistencia del respaldo electrónico de la sentencia emitida, deben ser reclamadas en la sede penal y no en la constitucional. Sin embargo, esta Sala debe reiterar al Juez Coordinador del Tribunal Penal de Puntarenas, su obligación de velar para que se tomen las medidas necesarias, en aras de evitar cualquier problema relacionado con la grabación de las audiencias, el dictado de resoluciones o bien la conservación de los respaldos electrónicos existentes. Lo anterior, con el propósito de garantizar a toda costa la transparencia del desarrollo del proceso, así como la calidad del servicio público de administración de justicia y, el respeto de los derechos de los justiciables. Se declara sin lugar el recurso. SL

14622-11. JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE LA CONVERSIÓN DE LA ACCIÓN PENAL PÚBLICA EN PRIVADA. Acción de Inconstitucionalidad en contra de la Jurisprudencia de la Sala Tercera de la Corte Suprema de sobre la interpretación del artículo 20 del Código Procesal Penal. La jurisprudencia impugnada se cuestiona en cuanto avala la sustitución por parte de los tribunales penales del procedimiento ordinario por el procedimiento para delitos de acción privada, sin norma expresa que lo autorice en los casos de conversión de la acción pública en privada. El accionante la estima contraria a los derechos de defensa, tutela judicial efectiva, contradictorio, debido proceso y principio de igualdad, previstos en la Constitución Política y en la Convención Americana de Derechos Humanos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. SL
14547-11. INTERVENCIONES TELEFÓNICAS. PUEDEN SER TOMADAS COMO PRUEBA PARA OTRAS CAUSAS DIFERENTES A LA INVESTIGACIÓN PARA LAS QUE SE ORDENA. En lo medular, acusa el recurrente que los delitos que se atribuyen a los amparados encuentran respaldo en la diligencia de intervención telefónica que no corresponde a ese proceso sino a otro por homicidio, por lo que considera que no pueden ser tomadas en cuenta. Asimismo acusan que se les denegó -sin justificación alguna-, el acceso las  escuchas telefónicas, que  sirvieron de fundamento para decretar seis meses de prisión preventiva. En este caso, sobre la atribución de delitos por resultado de intervención telefónica que corresponde a causa distinta es oportuno aclarar que el hecho de que se esté investigando una actuación delictiva no es óbice para la persecución de otras distintas relacionadas, y que se descubren al investigar otra. En este supuesto, el hallazgo no vulnera ningún derecho de los amparados pues, se ha producido en el marco de una intervención telefónica ordenada por el juez penal, que es la autoridad judicial competente  y por otro lado, de la prueba traída al expediente no se desprende que los indicios revelados con ocasión de la escucha telefónica no sean  objetivos, carezcan de accesibilidad o no cuenten con  entidad suficiente para que sean utilizados en otra causa. En cuanto a la falta de acceso a la trascripción de las intervenciones telefónicas, las autoridades recurridas niegan tales  alegatos y bajo la gravedad de juramento afirman, que las intervenciones y transcripciones de las escuchas telefónicas realizadas si bien se llevan en legajo aparte y no están  agregadas al expediente principal, siempre estuvieron disponibles para su estudio o revisión por parte  de la representación de los endilgados. SL

13736-11. PRISIÓN PREVENTIVA. DICTADA AL SER DECLARADO REBELDE. Alega el recurrente que se encontraba con medidas cautelares por resolución del Tribunal de Juicio, las cuales fueron prorrogadas, en una audiencia para la cual fue citado aún cuando ya estaban vencidas las medidas. En vista de que no fue encontrado en el lugar señalado, se declaró  su  rebeldía, dictándose la prisión preventiva en su ausencia. En este caso consta que el Tribunal recurrido impuso al amparado –como medida cautelar- la obligación de internarse en un centro de restauración ubicado en Cañas, Guanacaste. Lo anterior  por el plazo de un mes, posteriormente, acogió la solicitud de prórroga de medida cautelar del Ministerio Público, por lo que se dispuso la  prórroga de la referida medida de internamiento, por el plazo de 2 meses contado a partir del vencimiento de la anterior medida cautelar, pero esta vez en otro lugar. Sin embargo, de previo al vencimiento de tal prórroga, el Ministerio Público formuló solicitud para que se revocara la medida cautelar y se decretara la rebeldía del amparado, así como que se ordenara su captura, pues alegó que el amparado se había ausentado del establecimiento Centro Soldados de Jesucristo, que había sido fijado como su domicilio  dentro del proceso, sin causa que lo justificara. Situación que fue confirmada por el propio Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Nicoya, mediante llamada telefónica realizada al mencionado establecimiento. De allí, que luego de realizarse audiencia oral y privada en que se dio participación al Ministerio Público y a la defensa técnica del amparado, el citado Juzgado dispuso  revocar la medida cautelar de internamiento y, en su lugar, se decretó la rebeldía del amparado, se ordenó su captura y se dispuso su prisión preventiva por el plazo de 2 meses a partir de su detención. Esta Sala ha señalado, de forma reiterada, que el incumplimiento de las obligaciones procesales impuestas en dicho numeral puede justificar, legítimamente, que se disponga la captura del imputado e, incluso, que se dicte su prisión preventiva, a efectos de someterlo al proceso y permitir su correcto desarrollo, para asegurar así el descubrimiento de la verdad y la actuación de la ley, que son fines del proceso que también tienen raigambre constitucional. De allí que no se observa una infracción a los derechos fundamentales del amparado por el hecho que se haya decretado su prisión preventiva, con sustento en la mencionada rebeldía y de previo a que se haya ejecutado su captura. Lo anterior sin perjuicio, claro está, que el amparado puede apersonarse al proceso y pueda justificar su ausencia del referido centro de internamiento, a efectos que el órgano jurisdiccional competente pueda valorar si procede revocar la declaratoria de rebeldía y la medida cautelar impuesta. SL
13655-11. EXTRADICIÓN. SE ACUSA QUE EL PROCESO CONTRAVIENE LA NORMATIVA COSTARRICENSE. El recurrente acude ante esta Jurisdicción Constitucional en tutela de sus derechos fundamentales, dado que la autoridad jurisdiccional accionada ordenó su extradición a la República Checa por el delito de complicidad en caso de fraude, estima que la sentencia es arbitraria y vulnera sus derechos fundamentales. Argumenta que no es factible la extradición en su caso por dos razones: 1) porque es coautor de un delito y no el autor y; 2) porque la condenatoria se dio en ausencia lo que contraviene la normativa nacional costarricense e impide que la extradición sea procedente. Sin embargo, de las pruebas agregadas a los autos así como del informe rendido bajo juramento por parte de la autoridad jurisdiccional accionada, se desprende que la resolución que acusa el recurrente es arbitraria, se resolvió de conformidad con la normativa nacional e internacional que rige para tales efectos, incluyendo los agravios que reclama el recurrente como vicios de nulidad del acto jurisdiccional impugnado. Concretamente, sobre el juzgamiento en ausencia que acusa el recurrente se dio en su caso, se debe indicar que este hecho no implica de forma automática que la extradición no sea procedente, en este caso deberá asegurar el Estado requirente la posibilidad de otro juzgamiento en presencia del extraditado, juicio en el cual podrá ejercer, de forma amplia, su derecho de defensa. Del análisis del caso, se desprende que el país requirente –República Checa- regula en el numeral 306 del Código Criminal, donde se indican cuáles son los derechos del sentenciado juzgado en ausencia y que a petición de éste, y una vez impuesto del contenido del debate que se realizó sin su presencia, podrá solicitar se anule la sentencia y se realice un nuevo juicio. Consta en el legajo de promesa del Estado requirente que aún bajo el supuesto de que el condenado solicite la anulación del juicio que se le hizo en ausencia, y se ordenara repetir nuevamente el contradictorio, el numeral 306a inciso 3 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal establece el principio de no reforma en perjuicio, con lo cual se garantiza que de ninguna forma se desmejorará la situación actual del amparado respecto a la sentencia que originó la solicitud de extradición. De otra parte, sobre el agravio reclamado por el recurrente relacionado con su grado de participación –que es coautor del delito y no autor- se debe indicar que el Código de Bustamante en el artículo 352 indica expresamente: "La extradición alcanza a los procesados o condenados como autores, cómplices o encubridores de delito". Según lo expuesto, el alegato del recurrente respecto a su grado de participación tampoco es procedente según lo indicado en la normativa nacional e internacional vigente para tales efectos. Por último, estima este Tribunal Constitucional que, la resolución impugnada cumple con los elementos fundamentales del proceso de extradición. SL

13472-11. MEDIDA CAUTELAR.  INCONFORMIDAD CON INTERNAMIENTO DE IMPUTADO PARA  PRUEBA MENTAL EN HOSPITAL PSIQUIATRICO.  Manifiesta el recurrente que contra el amparado se tramita causa penal, en la cual se dictó una orden de internamiento en el Hospital Psiquiátrico por un mes, con el fin de realizar una pericia mental. A juicio del accionante esto le causa un perjuicio irreparable. Esta Sala resolvió, que la resolución en cuestión está debidamente motivada y lo acordado se encuentra dentro de las atribuciones y potestades que el Código Procesal Penal, que les otorga a los jueces de lo penal (artículo 86), de modo que el internamiento provisional (un mes) del amparado en un hospital psiquiátrico, como medida cautelar, no lesiona sus derechos fundamentales y está arreglado a derecho.  Asimismo, ello es parte para que una vez restablecido pueda ser valorado por la Medicatura Forense para determinar si puede o no hacer frente a un juicio oral y público.   Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL
 

13456-11. PRISION PREVENTIVA. SE PUSO EN LIBERTAD A LOS IMPUTADOS, PERO EL MINISTERIO PUBLICO SOLICITÓ NUEVAMENTE LA MEDIDA. Alegan los recurrentes que se conoció el recurso de apelación presentado ante el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, el cual declaró con lugar el recurso y ordenó la libertad inmediata de los tutelados; sin embargo, sus representados continúan privados de su libertad sin existir razón alguna. En este caso consta que los amparados fueron puestos en libertad, por no existir grabación de la audiencia realizada por el Juzgado Penal; no obstante, la Fiscalía Adjunta de Narcotráfico puso nuevamente a la orden del Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de San José a los amparados , que realizó audiencia oral y ordenó la prisión preventiva de los tutelados por un plazo de 3 meses, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 238 del Código Procesal Penal. Se declara sin lugar el recurso. Comuníquese esta resolución al Consejo del Poder Judicial para lo de su cargo. SL
13632-11.  PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. PRESENCIA DEL DEFENSOR EN LA AUDIENCIA. La recurrente acusa que el amparado se encuentra  privado de liberad  en el  Centro de Atención Institucional  El Valle de Pérez Zeledón  y, el 29 de setiembre del 2011,  venció el  plazo de la medida  cautelar  de  prisión preventiva decretada en su contra, por lo que se convocó a audiencia a las partes para conocer acerca de la posibilidad de prórroga de la misma. Sin embargo, la defensa del amparado no podía asistir al acto procesal convocado, por lo que solicitó que se trasladara dicha audiencia para el 30 de setiembre del mismo mes y año. No obstante, al defensor particular se le informó, vía telefónica, que la audiencia preliminar se había fijado para las 16:00 horas del 29 de setiembre pasado y, por ende, se prorrogó la medida cautelar dictada en contra del amparado por un mes sin la presentencia de su defensor. Considera que la actuación descrita va en detrimento de las garantías del debido proceso y del derecho de defensa del amparado. En este caso, consta que la prórroga de la medida cautelar de prisión preventiva fue dictada por un período breve con la finalidad de reprogramar un nueva audiencia, motivo por el cual en cuanto a dicho extremo el recurso debe ser desestimado. Por otra parte, se acredita que el 30 de setiembre de 2011, al ser las 13:30 horas, se realizó la audiencia de prórroga de prisión de preventiva en contra del amparado, por medio de la cual se prorrogó la misma por un mes –que vence el 03 de noviembre de 2011- . En dicha audiencia no estuvo presente el amparado por cuanto no quiso ser trasladado –según orden de remisión 335400- pero si se hizo presente su defensor particular y el representante del Ministerio Público. Así las cosas, actualmente las medidas cautelares alternativas a la prisión preventiva que pesan contra el amparado fueron impuestas en una resolución válida en la que estuvo presente su representante legal, motivo por el cual el recurso debe ser desestimado (véase en similar sentido la sentencia 2011-9624 de las 11:32 horas del 22 de julio de 2011).  Se declara sin lugar el recurso.-  SL
13431-11. PRISION PREVENTIVA. EN LA AUDIENCIA NO ESTUVO PRESENTE EL ABOGADO DEFENSOR. El recurrente demandó la tutela de su derechos a la libertad personal y al debido proceso, pues, en su criterio, en la comparecencia oral celebrada para conocer de la  prórroga de la medida impuesta, se le colocó en un estado de indefensión, al no convocar a su defensor público a esa diligencia. En este caso, se encuentra idónea y fehacientemente demostrado que la comparecencia oral celebrada -dispuesta para conocer de la prórroga de la prisión preventiva decretada en contra del recurrente-, se realizó sin estar presente la defensora del tutelado, habida cuenta que el señalamiento a esa diligencia se notificó ese  mismo día, después que se efectuó  la diligencia.  Como al amparado se le impidió contar con asistencia letrada para ejercer su defensa técnica, se le colocó en el estado de indefensión que reclama. Estima la Sala que el tutelado estuvo detenido, ilegítimamente, durante catorce días.  Bajo esta inteligencia, estima la Sala que se produjeron los agravios reclamados. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del tutelado.  Se le advierte a la Jueza del Tribunal de Juicio de Cartago, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que sirvieron de fundamento a esta declaratoria. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
13422-11. PRISIÓN PREVENTIVA.  REVOCATORIA DE ARRESTO DOMICILIARIO. Alega el recurrente que le fue revocada la medida cautelar de arresto domiciliario sin justificación alguna. En este caso consta que la medida se debió a su incumplimiento, puesto que el acusado no presentó la respectiva documentación que acudió a una cita medica como se le había prevenido. De manera que la decisión jurisdiccional esta sustentada en el peligro de fuga, ya que el encartado no dio muestras de someterse a las órdenes jurisdiccionales. SL
13424-11.  PRISION PREVENTIVA. POR ATRASOS ADMINISTRATIVOS NO SE PUSO EN LIBERTAD AL IMPUTADO A TIEMPO. El recurrente acude a este Tribunal porque en su criterio ni la Sala Tercera, ni el Tribunal de Juicio de Cartago, tienen potestad para ordenar la prisión preventiva en su contra; pues lo único que podrían dictar, es una medida cautelar para que se presente a firmar. Sin embargo, consta en este caso, que luego de la anulación de la sentencia condenatoria, la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia amplió la prisión del amparado por dos meses más hasta el 27 de julio de 2011. Ello sustentado en el 258 del Código Procesal Penal que facultan a la Sala de Casación a dictar la prorroga de la prisión preventiva hasta por seis meses más en aquellos casos en que se ordene el reenvió a un nuevo juicio. De manera que no lleva razón el recurrente en su alegación. Por otra parte el accionante reclama que operó la prescripción de la causa, pero esta defensa debe reclamarla en la vía penal y no ante esta jurisdicción constitucional.  Ahora bien, el Tribunal de Juicio de Cartago informó que el 27 de mayo de 2011 se les comunicó la decisión de la Sala Tercera, pero el oficio se traspapeló  y no fue puesto en conocimiento de los jueces, es hasta el 19 de agosto de 2011 que disponen de la libertad del amparado y la fijación de fecha para debate. Así, el amparado permaneció privado de libertad sin una resolución que lo sustentara, porque la prórroga de la prisión preventiva ordenada por la Sala Tercera venció el 27 de julio de 2011 y es hasta el 19 de agosto que el Tribunal de Juicio de Cartago ordenó la libertad y fijó fecha para el nuevo debate.  En ese sentido los juzgadores olvidaron los principios rectores al tratarse de personas privadas de libertad, pues no le dieron la celeridad que requirió el caso. Por lo expuesto, procede declarar con lugar el recurso solo para efectos indemnizatorios, ya que el amparado en la actualidad goza del derecho de libertad.      Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado porque en la actualidad goza de ese derecho. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Póngase el asunto en conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo. CL 

13344-11. PRISION PREVENTIVA. IMPUTADO DETENDIO SIN ORDEN JUDICIAL QUE PRORROGUE MEDIDA. El recurrente considera que su defendido se encuentra privado de libertad, ilegítimamente, al haber vencido el plazo de la medida cautelar de prisión preventiva el 9 de septiembre de 2011, sin que se dictara una nueva decisión judicial que la prorrogara. Señala la Sala que una de las condiciones medulares de la detención descansa en la necesaria intervención de una autoridad judicial, que defina las razones y plazo por el cual podría extenderse la privación de libertad. En el presente asunto ese requisito básico fue obviado el 10 y 11 de septiembre de dos mil once, momento en el cual aún no se encontraba firme la sentencia condenatoria del amparado, ni estaba ya vigente la resolución que ordenaba la prisión preventiva, la cual venció el 9 de septiembre pasado. Objetivamente, no hubo en ese lapso sustento jurisdiccional de la afectación de los derechos fundamentales del amparo. Así las cosas, el presente recurso debe ser estimado, sin ordenar la libertad del imputado, pues actualmente –y desde el 12 de  septiembre de dos mil once– su encarcelamiento está respaldado con la firmeza de la sentencia condenatoria. CL
DERECHO TRIBUTARIO
14759-2011.  TRIBUNET. PAGO ELECTRÓNICO DE IMPUESTOS.  Los recurrentes reclaman la violación de sus derechos fundamentales, por cuanto se muestran disconformes con el método elegido por la Dirección General de Tributación del Ministerio de Hacienda para la recaudación del canon de reserva del espectro radioeléctrico, Tribunet, en los términos de la Ley No. 8642. De acuerdo con los promoventes, la implementación de ese método supone una discriminación para las personas con discapacidad, así como para quienes no tienen acceso a Internet o a una cuenta electrónica para efectuar el pago. Esta situación, según los actores, es ilegítima y lesiona el Derecho de la Constitución. Señala la Sala que los alegatos de los recurrentes, constituyen sendos puntos de mera legalidad que desbordan, sin duda alguna, el ámbito de competencias de esta Jurisdicción Constitucional. En efecto, a todas luces excede el objeto del amparo dilucidar si el sistema de Tribunet (escogido por las autoridades accionadas para el cobro del canon aludido) constituye un medio ágil y oportuno para realizar ese pago. Pero tampoco se aprecia ninguna discriminación en el hecho que se exija a los sujetos pasivos de ese canon contar con una cuenta bancaria o el acceso a Internet para pagar esos montos. En todo caso, los recurrentes no han demostrado que no puedan acceder a Internet o que no posean una cuenta electrónica para realizar el pago. En este orden de ideas, llama profundamente la atención de la Sala que los actores hayan formulado este proceso de amparo justamente el mismo día en que vencía el período de pago aludido, de ahí que no se observa en el caso presente ninguna situación ilegítima que lesione ningún derecho fundamental proclamado en la Constitución, como en los Instrumentos Internacionales sobre Derechos Humanos aplicables en la República.  Se declara sin lugar el recurso.   SL

13880-11. FORMULARIO DIGITAL.  ELIMINAN POSIBILIDAD DE LLENAR FORMULARIO MEDIANTE EL SISTEMA TRADICIONAL.  El recurrente alega que la Administración Tributaria impuso la obligación de utilizar el programa de ayuda EDDI-7 para rendir las declaraciones del impuesto de ventas, por lo que debe contar con ciertos requerimientos técnicos que, en su caso, no puede cumplir. Además, reclama que dicho  sistema  no  incluye  a  los  contribuyentes  el  Régimen simplificado D105, permitiéndoles la presentación de la declaración (ventas/rentas) por los medios físicos o tradicionales, dejando en desigualdad de oportunidad a los contribuyentes  tradicionales.   La Sala señala en este caso, que el alegato del recurrente no resulta atendible. Es claro que se requieren de ciertas adaptaciones técnicas para el uso del programa en cuestión, pero para este Tribunal no resulta atendible que en el caso de un contador público, dedicado habitualmente, entre otras tareas, a rendir declaraciones tributarias, alegue imposibilidad para cumplir con esos ajustes. En todo caso, debe tenerse presente que, la Administración Tributaria puso a disposición quioscos tributarios para aquellos contribuyentes que por limitaciones económicas, de conocimientos o destrezas no pueden acceder a este tipo de tecnología, llenaran e imprimieran la declaración del impuesto general sobre las ventas mediante ese programa, contando con la asistencia de un funcionario capacitado. Bajo este orden de consideraciones, para este Tribunal el alegato del recurrente carece de fundamento y en esa medida, se impone desestimar el recurso en cuanto a este extremo. (Excepción al voto 8408-11). SL
FAMILIA
13566-11. ALBERGUE. INCONFORMIDAD POR TRASLADO DE MENOR A UN CENTRO MIXTO SIN JUSTIFICACIÓN LEGAL ALGUNA.   La recurrente manifiesta que la amparada, quien es su hermana, se encontraba ubicada en el  albergue Vista del Mar; no obstante, fue trasladada a otro albergue que presuntamente se ubica en Desamparados y desconoce las razones por las cuales su hermana fue trasladada a ese lugar. Acusa que la amparada fue separada del resto de sus hermanos, lo que le ocasiona un grave perjuicio emocional y familiar. Dicha situación se agrava por el hecho que fue trasladada a un albergue mixto.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva del Patronato Nacional de la Infancia, que comunique inmediatamente al Juzgado de Niñez y Adolescencia del Primer Circuito Judicial de San José la determinación de trasladar a la amparada al Albergue Las Gaviotas y el criterio técnico que sustenta tal determinación, a efectos que dicho órgano jurisdiccional resuelva lo que en derecho corresponda.  CL
INTIMIDAD

14543-11. INFORMACIÓN CREDITICIA. EMPRESA DE VENTA DE DATOS BLOQUEA INFORMACIÓN AL ORDENARLO LA SALA, NO LA ELIMINA. Alega el recurrente que el dieciséis de agosto de dos mil diez, se apersonó ante las oficinas de Datum situadas en el Paseo Colón, y le informó al Representante Legal de dicha empresa que le habían rechazado un crédito por cuanto no se podía acceder su información por estar bloqueada y, que además esta Sala por medio de la resolución 10-2667 ordenó actualizar de manera inmediata la información referente a su persona. Asimismo, que corrigieran los registros que se refieren a consultas en las que hubiese transcurrido más de cuatro años desde el momento en que se realizaron. Alega que el recurrido, le respondió que la Sala no podía obligarlos a suprimir la información que se encuentra en sus bases de datos, por ser información obtenida de entidades públicas y de la misma página del Poder Judicial. Indica que Datum aplica el bloqueo de datos a todo aquel ciudadano que interpone un recurso de amparo contra ellos, por lo que las malas referencias se mantienen en sus bases de datos con efectos a perpetuidad, y pese a que esta Sala les ordena suprimir dichas referencias, las mismas no son eliminadas, sino que son bloqueadas para que la solicitud de crédito sea rechazada por las entidades financieras. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
14268-11. FACEBOOK. COLOCACIÓN DE FOTOS EN SITIO DE INTERNET. En la especie, la amparada reclama que la parte recurrida, colocó una foto suya en "Facebook", la cual, fue tomada mientras ella se encontraba en dicho sitio.  Acusa que esa decisión lesionó su reputación, pues, ahora es insultada por otros y, su novio decidió terminar la relación que tenía con ella. Pese a los alegatos de la petente, en este caso no se cumplen los supuestos de admisibilidad del amparo dispuestos en el artículo 57 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, por cuanto, la parte recurrida no se encuentra de hecho o de derecho en una posición de poder tal, que no pueda ampararse oportuna y efectivamente por medio de otros remedios jurisdiccionales, diferentes a la vía Constitucional y que la ley ha previsto para esos casos. En consecuencia, el presente recurso es inadmisible y procede su rechazo de plano, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, sin perjuicio que la parte interesada acuda a la vía legal pertinente a hacer valer sus derechos. RP

14293-11. IMAGEN. SE ACUSA QUE PROHÍBEN ENTRADA DE EX EMPLEADOS A ZONA FRANCA Y SE EXHIBEN SUS FOTOGRAFÍAS. Los recurrentes manifiestan que fueron despedidos por la Corporación de Texturas del Oriente. S.A., por cuanto se negaron a realizar la prueba de polígrafo. Alegan que sin su consentimiento, se están exhibiendo sus fotos a la entrada de la Zona Franca Ultrapark en Heredia y además, hay un letrero que dice prohibida la entrada, situación que viola su derecho a la intimidad. En este caso, consta que a los recurrentes se les restringe el acceso a la zona franca en la cual laboraban, por cuanto fueron despedidos por pérdida de confianza y en tal sentido, resulta del todo atendible el hecho de que se pretenda limitar el acceso a esas instalaciones, dada la cantidad de funcionarios que a diario entran a ese parque. Sobre el uso de fotos o rótulos con la indicación de que “se prohíbe el ingreso” de los recurrentes, consta que con lo que se cuenta, es con archivos fotográficos los cuales son de uso restringido por el personal de seguridad de las empresas de la zona franca y que los mismos no están expuestos en ningún momento al público, ya que eso haría perder la utilidad y finalidad de los mismos, por lo que procede descartar cualquier violación a los derechos fundamentales de los amparados. SL

13864-11. AUTODETERMINACIÓN INFORMATIVA. RETARDO EN ACTUALIZAR INFORMACIÓN CONTENIDA EN BASE DE DATOS DE LA C.C.S.S.  La recurrente acusa lesión a su derecho fundamental de autordeterminación informativa, toda vez que a pesar de que su cuenta bancaria le fue embargada a raíz de una deuda que mantenía con la Caja Costarricense de Seguro Social, la cual pagó, ésta no ha actualizado sus bases de datos por lo que continúa como morosa. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente Financiero, Director Región Central de Sucursales y Jefe de la Sucursal de Cartago, todos de la Caja Costarricense de Seguro Social, que ejecuten todas las acciones que se encuentren dentro de sus competencias, a fin de que de forma INMEDIATA, a partir de la notificación de esta sentencia, se proceda a actualizar la información contenida de la amparada en las bases de datos del Sistema Centralizado de Recaudación de la Caja Costarricense de Seguro Social. CL
13508-11.  INTERNET. SE ACUSA QUE PUBLICACIÓN DE ANTECEDENTE PENAL Y LABORAL PERJUDICA IMAGEN.  El recurrente alega violación a su derecho a la intimidad, pues considera que se daña su persona, su honor y su profesión como médico al exponerse en buscadores de internet, como "Google Costa Rica", los procesos judiciales que interpuso en material laboral y en materia constitucional, ya que dentro de la sentencia laboral dictada en la primera demanda, se hace referencia a un asunto penal de hurto que fue juzgado en la vía penal y del cual fue absuelto. Esta Sala considera que en el presente asunto no se ha producido la alegada violación constitucional en perjuicio del recurrente. Ello se estima así por cuanto la tutela se ha dado en cuanto a la publicidad de sentencias dictadas en sede penal, no así a las emitidas en otras jurisdicciones como la laboral, supuesto del caso del amparado donde la referencia a la causa penal lo es debido a un hecho probado. En concreto, en la sentencia No. 2010-000082 de las nueve horas treinta minutos del 20 de enero del 2010 dictada por la Sala Segunda de la Corte Suprema de Justicia en un proceso ordinario laboral interpuesto por el recurrente. En razón de las anteriores consideraciones, lo que corresponde es declarar sin lugar el recurso, como en efecto se hace.  Se declara sin lugar el recurso. SL
LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
14731-11. TESORERO. DESTITUCIÓN DE DIRECTIVO DE ASADA SIN OBSERVAR EL DEBIDO PROCESO.  El recurrente, Tesorero de  la Junta Directiva de la Asociación recurrida, considera violados sus derechos fundamentales por el hecho de que el 09 de enero del 2011, se realizó la asamblea de dicha asociación, en la que se procedió a revocar su nombramiento y a nombrar una nueva Junta Directiva, a pesar de que ni su persona ni los otros miembros de la anterior Junta Directiva, habían presentado su renuncia al cargo, y que su plazo de nombramiento no estaba vencido.  Se declara CON LUGAR el recurso. En consecuencia se anula la revocatoria del nombramiento de tesorero y el nombramiento de uno nuevo de la Junta Directiva de la Asociación Administradora del Acueducto Rural del Rosario efectuadas en la Asamblea General del 09 de enero del 2011. CL

 13555-11.  EXPULSIÓN.  DE ASOCIACIÓN PROVIVIENDA EL ESPIRITU SANTO. SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. La recurrente reclama violación a sus derechos fundamentales, pues la Asociación Provivienda El Espíritu Santo de Alajuela la expulsó sin brindarle la mínima oportunidad de ejercer su derecho de defensa. Además, acusa que la entidad se negó a devolverle el dinero que aportó a lo largo del período durante el cual fue miembro activo.    Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por la lesión del derecho a un debido proceso. Se anula el acuerdo tomado por la Asociación Provivienda El Espíritu Santo de Alajuela, en cuanto dispuso la expulsión de la recurrente. Se ordena a la Presidenta de la Asociación Provivienda El Espíritu Santo de Alajuela, que de manera inmediata, lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus funciones, para que se restablezca a la amparada, en el pleno goce y ejercicio de sus derechos fundamentales. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

LIBERTAD DE PRENSA
14781-2011. DIARIO EXTRA.  PUBLICACIÓN DE NOTICIA REFERENTE MENOR DE EDAD EN PROCESO PENAL. El recurrente manifiesta que el Diario Extra publicó una noticia sobre menores de edad, irrespetando el principio y derecho a la privacidad dispuesto en el artículo 20 de la ley de Justicia Penal Juvenil, pues divulgaron la identidad de la menor de edad, que se encuentra ligada a un proceso judicial en curso.  Considera que con lo descrito se lesionó el derecho consagrado en el artículo 24 de la Constitución Política y además amenaza la estrategia de defensa a favor de la menor. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a Ia Secretaria con facultades de Apoderada Generalísima sin límite de suma de la  GRUPO DE COMUNICACIÓN EXTRA SOCIEDAD ANÓNIMA, abstenerse de incurrir en la conducta que dio mérito para estimar parcialmente el presente amparo. CL

13634-11.  RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA.  INCONFORMIDAD POR PUBLICACION EN DIARIO EXTRA Y TELENOTICIAS DE DETALLES DEL PROCESO PENAL EN SU CONTRA.  Alega el recurrente que en el diario Al Día, el 28 de septiembre se realizó una publicación que contiene informaciones falsas que le causan un perjuicio, por las que considera se puede poner en amenaza su libertad e integridad física, y que a pesar de que ha enviado una solicitud de retractación al periodista con copia a los directivos, no ha obtenido respuesta alguna ni se han retractado de la información difundida. Además, alega que el Ministerio Público ha suministrado informaciones falsas a los medios de comunicación y actúa de manera arbitraria y con falta al deber de objetividad.   Esta Sala resolvió, que en el caso concreto, no consta en el escrito de interposición que el recurrente hubiera presentado solicitud de rectificación y respuesta, por lo que esta Sala, por medio de resolución de las doce horas y veinte minutos del cuatro de octubre de dos mil once, previno al recurrente que aportara la solicitud con fecha de recibido, por medio de la cual planteó al diario Al Día, la rectificación de las informaciones difundidas. Si bien en el documento agregado al expediente electrónico en fecha tres de octubre de dos mil once, el recurrente aportó el correo electrónico dirigido al periodista, en el que solicita se retracte de la publicación realizada el veintiocho de septiembre de dos mil once y aportó por escrito de cinco de octubre de dos mil once -en cumplimiento de la prevención hecha por este Tribunal- las direcciones IP donde fueron recibidos los correos enviados, esta Sala no observa que la solicitud correspondiente se haya formulado ante el dueño o director del órgano de comunicación y se haya acompañado del texto de rectificación y respuesta, tal y como lo exigen las formalidades establecidas en el artículo 69 de la Ley de la Jurisdicción y que han sido ya ampliamente explicadas en el considerando anterior. Además, si el recurrente estima que existen irregularidades en las actuaciones del Ministerio Público en el proceso penal que se sigue en su contra, o bien, que difunde informaciones falsas respecto de su persona, deberá plantearlo, por medio de los recursos y ante las instancias expresamente administrativas y judiciales previstas al efecto. Se rechaza de plano el recurso.   RP
LIBERTAD DE TRANSITO

14571-11. VOLANTE DE VEHÍCULOS. UBICACIÓN AL LADO IZQUIERDO. Acción de Inconstitucionalidad contra del artículo 32 inciso 1) apartado c) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y el acuerdo adoptado por el Consejo de Seguridad Vial, en la sesión ordinaria número 2630-11 del quince de marzo del dos mil once. El tema planteado por el accionante fue examinado recientemente por esta Sala en la sentencia número 2011-03051 de las catorce horas treinta y cuatro minutos del nueve de marzo del dos mil once, donde se indicó que es legítimo que el Estado establezca diversos requisitos y condiciones para la circulación de vehículos automotores y además, que resulta razonable que se exija el tener ubicado el volante al lado izquierdo, en razón de que el diseño de las vías y señales de tránsito está previsto para la conducción por el lado derecho de la calzada. Debe agregarse que lo planteado no representa un problema de discriminación, dado que por un asunto de orden y seguridad en el tránsito, es legítimo que se establezcan reglas uniformes de conducción, que como en este caso, responden a aspectos de orden técnico. Por lo expuesto, se rechaza por el fondo la acción. RF

14236-11. CALLE PÚBLICA.  COLOCACIÓN DE PORTÓN EN CALLE PUBLICA IMPIDE EL LIBRE TRANSITO EN LA CARPIO.  El recurrente alega que un vecino colocó un portón en plena calle pública en el  año 2009 y desde esa fecha  han solicitado a la delegación Policial  del lugar  y a la Municipalidad  de San José que se elimine  el portón de la calle pública, sin resultado alguno, situación que limita la libertad de tránsito de los transeúntes.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de San José, interponer las acciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencia para que de forma inmediata se remuevan o eliminen los obstáculos ubicados en la vía pública que restringen o limitan el acceso a la Calle Santa Fe en el Sector Las Brisas ubicada en La Carpio. CL

13393-11. REVISION TECNICA. SANCIONES POR NO TENER REVISIÓN TÉCNICA. Acción de inconstitucionalidad contra el artículo 132 inciso ñ) de la Ley de Tránsito número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. La norma se impugna en cuanto establece una multa del cincuenta por ciento (50%) del salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del Presupuesto Ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se comete la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas, a quien conduzca un vehículo sin haber cumplido el requerimiento de la revisión técnica, según lo dispuesto en el artículo 21 de esa Ley.  Señala que el conductor que reciba una boleta de citación por no contar su vehículo con la revisión técnica, es multado con un total de 190.710 colones, además de una disminución de quince puntos, que significa un total de treinta por ciento de los cincuenta puntos que significan el goce pleno de la licencia, sin importar el estado en que realmente se encuentre el vehículo, el modelo ni el kilometraje. Afirma que la infracción impugnada resulta ser mayor en cuanto a la sanción que otras conductas que sí resultan peligrosas para la seguridad vial, en perjuicio de terceras personas. Aduce que la multa establecida es de naturaleza fiscal y protectora de un monopolio. Por mayoría se declara inconstitucional el inciso ñ) del artículo 132 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres en cuanto a la multa que se impone por no cumplir con el requerimiento de la revisión técnica vehicular. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Se dimensionan los efectos de esta sentencia en el sentido que el Estado no repetirá lo pagado por las multas que se hubiesen pagado, y que estén firmes en sede administrativa o judicial, y que esta declaratoria de inconstitucionalidad recobra vigencia la disposición anterior a la reforma operada por Ley 8696 de 17 de diciembre de 2008. Reséñese este pronunciamiento en el diario oficial La Gaceta y publiquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. Los magistrados Mora, Cruz y Hernández salvan el voto y declaran sin lugar la acción. El Magistrado Rueda pone nota. CL
MINORIAS
14242-11.  DISCAPACIDAD.  IMPIDEN A PERSONA CON DISCAPACIDAD VISUAL INGRESAR A RESTAURANTE CON PERRO GUÍA.  El recurrente –no vidente-reclama que el 15 de agosto pasado no se le permitió el ingreso al Restaurante Gran View del Hotel Tara Grand, en compañía de su perro lazarillo, aún cuando exigió el cumplimiento de las disposiciones antidiscriminatorias que establece la Ley de Igualdad de Oportunidades para las Personas con Discapacidad.   Se declara con lugar el recurso. CL

14322-11.  DISCAPACIDAD.  EDIFICIO MUNICIPAL EN PÉREZ ZELEDÓN INCUMPLE LEY 7600.    El recurrente manifiesta que la sede de la Corporación recurrida no satisface las exigencias previstas en la Ley No. 7600. En este sentido, el inmueble no cuenta con ningún acceso para que las personas que tienen alguna discapacidad puedan ingresar a las oficinas que se ubican en el segundo piso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal del Cantón de Pérez Zeledón, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para que dentro del plazo improrrogable de un año a partir de la notificación de esta sentencia, se facilite el acceso de las personas con discapacidad al segundo piso del edificio municipal. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. CL

14317-11. ESTADIO NACIONAL.  SE ACUSA QUE INCUMPLE LEY 7600 EN CUANTO A ESPACIOS PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD.   La recurrente considera violado su derecho a la igualdad, ya que en el Estadio Nacional solamente se dispone de un área con espacios para personas con discapacidad, dicha área corresponde a platea numerada, cuyos precios son elevados y no asequibles para todas las personas. Por lo que solicita que se respete el 5% de espacios que se deben disponer para personas con discapacidad en las distintas graderías que existen en el Estadio. Contrario a lo que señala el accionante, se constata que las instalaciones del Estadio Nacional sí reúnen las condiciones básicas de accesibilidad en para personas con capacidades especiales. En total hay espacios para 1678 personas con discapacidad, correspondiente a un 5.1% del total de butacas fijas del Estadio. Además, el Estadio cuenta con rampas de acceso; ascensores para acceder a las oficinas de ICODER; facilidades en núcleos sanitarios y treinta espacios de parqueo para personas con discapacidad. No habiendo prueba de trato discriminatorio alguno, lo que corresponde es desestimar el amparo. Se declara sin lugar el recurso. SL
13554-11. DISCRIMINACIÓN. INCONFORMIDAD POR DISCRIMINACIÓN A HOMBRES TRABAJADORES DEL SEXO EN ORGANISMO ESTATAL.  El recurrente considera vulnerados sus derechos fundamentales, por parte del Ministerio de Salud, porque el organismo denominado "Mecanismo Coordinador de País Costa Rica" no tiene un representante de los trabajadores masculinos del sexo y, por ende, está excluido de participar como representante  ante  dicho Mecanismo. Estima que se les excluye por no haber estadísticas serias sobre su situación, no se les brinda condones para prevenir la epidemia, ni hay preocupación por su situación laboral.  En este caso, consta a la Sala que el recurso carece de fundamento fáctico y jurídico, pues se constata que, la participación de las poblaciones en “El Mecanismo de Coordinación de País Costa Rica” es viable a través de las organizaciones civiles, y en el caso de los trabajadores masculinos del sexo, no hay ninguna organización específica inscrita ante el CONASIDA.  Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL
 
 13565-11.  DISCAPACIDAD. SUCURSAL DEL BANCO NACIONAL EN SAN SEBASTIÁN NO REUNE CONDICIONES PARA USO DE PERSONAS CON DISCAPACIDAD.    La recurrente manifiesta que utiliza una silla de ruedas. El 12 de julio de 2011 realizó una consulta en el sitio facebook del Banco Nacional con el fin de conocer la ubicación de un cajero con acceso para personas con discapacidad. En esa oportunidad se informó que podía encontrarlo en la Sucursal de San Sebastián. En virtud de lo anterior, el 1º de agosto de 2011 se trasladó a ese lugar, pero comprobó que el cajero no reúne las condiciones necesarias para las personas discapacitadas.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente de la Agencia de San Sebastián del Banco Nacional de Costa Rica, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para que dentro del plazo improrrogable de diez meses a partir de la notificación de esta sentencia, se facilite el acceso de las personas con discapacidad a los cajeros de esa sucursal. CL
MUNICIPALIDAD
14730-11.  ALAMEDA.  RETARDO EN INICIAR TRABAJOS EN ALAMEDA DE HATILLO. La recurrente manifiesta, que pese a que la municipalidad recurrida aprobó convertir la alameda de la localidad en que habitan, en una calle y tanto los vecinos como Acueductos y Alcantarillados cumplieron con la construcción de cajas de registro para cada una de sus viviendas,  la corporación municipal recurrida aún no ha lastreado la vía, lo que pone en riesgo la integridad física de muchos adultos mayores que viven en la zona y  utilizan sillas de ruedas para su desplazarse de un lugar a otro. Agrega que tampoco existen aceras por donde transitar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde y al Presidente del Concejo Municipal ambos de la Municipalidad de San José, adoptar en forma inmediata las medidas pertinentes para que se aperciba a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles que den inicio a la construcción de las aceras frente a sus propiedades ubicadas en propiamente en la calle ubicada en Alameda 9, Hatillo 4, en caso que sea necesario, o que se les brinde mantenimiento a las que lo requieran. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor de cumplir con las obligaciones señaladas, la municipalidad supla los trabajos inmediatamente, y aplique las multas correspondientes. Asimismo, también en forma inmediata iniciar un plan de lastreo y arreglo de la calle en cuestión.  CL

14754-11. VÍA PÚBLICA. FALTA DE MANTENIMIENTO DE CALLES Y SISTEMA DE AGUAS NEGRAS EN URBANIZACIÓN DE OREAMUNO DE CARTAGO.  Los recurrentes manifiestan que son vecinos de la Urbanización INVU en los Ángeles de Oreamuno. Dicen que desde su construcción, no se ha dado mantenimiento en sus calles, sistemas de aguas pluviales y aguas negras por parte de la Municipalidad recurrida. Señala que desde el año 2003 han solicitado la intervención por la afectación al ambiente y al derecho a la salud, sin que a la fecha hayan obtenido respuesta alguna. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Oreamuno, y al Presidente del Concejo Municipal de ese cantón, cumplir el plazo de conclusión de la reparación y mantenimiento de las calles de la Urbanización INVU Los Ángeles para el final del segundo trimestre del año 2012 e informar a la recurrente, en su condición de representante de la Asociación de Desarrollo Integral Barrio Los Ángeles e INVU, en los cinco días siguientes a la notificación de esta sentencia, los datos más relevantes de esas obras. CL

14780-2011.  DAÑOS.  TRABAJOS CON MAQUINARIA MUNICIPAL DESTRUYE ENTRADA A PROPIEDAD PRIVADA. La recurrente manifiesta que es una persona adulta mayor, dueña de una casa ubicada en Palmares de Alajuela. Señala que en esa propiedad vive desde hace diez años y al momento de construir su vivienda, existía una entrada cementada, la cual era utilizada para el ingreso y salida de la vivienda -ya fuera a pie o en vehículo. Sin embargo, el martes 16 de agosto del año en curso, y sin aviso alguno, la autoridad recurrida envió maquinaria pesada a su vivienda, misma que destruyó la entrada antes dicha, dejándole un paredón que pone en riesgo su vida. Asimismo, no puede ingresar ningún vehículo de emergencia, ni tampoco puede guardar su vehículo.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Palmares, que realice las acciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para garantizar en el improrrogable plazo de un mes, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, el acceso efectivo a la propiedad de la recurrente.  CL
14784-2011. DAÑOS. MAQUINARIA MUNICIPAL DESTRUYE MURO DE CONTENCIÓN EN PROPIEDAD PRIVADA IMPIDIENDO EL INGRESO.  El recurrente manifiesta que es vecino de la Comunidad de Piedra Azul del cantón de Orotina, Alajuela y que el 29 de agosto de 2011,  recibió una nota de la Municipalidad  de Orotina en la cual se le informó sobre las mejoras que  se  realizarían  en  la comunidad.  Manifiesta  que  a  lo  largo  de  su propiedad existía  un muro  de  retención construido  desde   hace más  de 20  años,  el cual estima   debe  ser reconstruido   por  la Municipalidad  recurrida,  o  en  su defecto, debería reconocérsele el costo  del mismo para reconstruirlo de nuevo. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto al acceso a la propiedad se refiere. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Orotina, que realice las acciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para garantizar, en el improrrogable plazo de UN MES, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, el acceso efectivo a la propiedad del recurrente. En todo lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL  Parcial
14623-11. AUTONOMÍA MUNICIPAL. LINEAMIENTOS DE LA CONTRALORÍA SOBRE PLANIFICACIÓN DEL DESARROLLO LOCAL. Acciones de Inconstitucionalidad acumuladas contra de los Lineamientos Generales sobre la Planificación del Desarrollo Local, contemplados en la resolución R-SC-1-2009, de la Subcontralora General de la República, publicados en La Gaceta 52 del 16 de marzo de 2009, el artículo 1.4 (párrafo penúltimo) de la Ley de la Administración Financiera de la República y Presupuestos Públicos, y el Decreto Ejecutivo N° 35388-PLAN-2009, que es el Reglamento de Creación de los Consejos Cantonales, Consejos Distritales y Consejos Regionales de Coordinación Interinstitucional. Se alega que al emitir dicha normativa, la Contraloría General de la República supera su campo constitucional de acción; violenta la autonomía municipal pues impone mecanismos de planificación y coordinación, regula la participación ciudadana en el proceso y obliga a una planificación conjunta pública local y concertada. Aunque las normas se conceptúan como “marco normativo orientador”, en realidad se trata de un decreto reglamentario pues sienta reglas de conducta obligatorias y consecuencias jurídicas personales e institucionales por su incumplimiento, como la improbación de los presupuestos municipales. Sostiene que la atribución que da el artículo 183 de la Constitución Política a la Contraloría General de la República, de aprobar presupuestos locales y fiscalizar su ejecución, no dice que apruebe o fiscalice cualquier otra cosa. Si bien el inciso 5 del mismo artículo permite otras atribuciones otorgadas por ley, no tiene sentido entender que la Asamblea Legislativa pueda encargar a la Contraloría más que cuestiones  enmarcadas dentro de su función natural conceptuada en el artículo 183. De conformidad con lo preceptuado por su propia ley orgánica –artículo 12-, las normas que dicte la Contraloría solo pueden referirse a la materia de vigilancia y control, de manera que no puede normar otros procesos relacionados como la planificación o la coordinación. Con relación al artículo 1 inciso d) cuarto párrafo de la Ley de la Administración Financiera de la República, señala que es inconstitucional en cuanto atribuye a la Contraloría General de la República emanar normativa técnica para reglamentar la sujeción de las Municipalidades a los principios del Título II de esa Ley. Lo anterior, en cuanto siendo uno de los principios de ese Título que los entes deben basar su presupuesto en el Plan Nacional de Desarrollo y en sus propios planes de desarrollo y operativos, puede entenderse que la Contraloría General de la República está facultada entonces para normar el proceso de planificación municipal. Así entendida la parte impugnada del artículo 1 inciso d) es inconstitucional por cuanto violenta el ámbito de la competencia constitucional de la Contraloría General de la República, las competencias propias del Poder Ejecutivo y la autonomía local. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano el recurso. RP
14373-11. PROPIEDAD. SE ORDENA ARREGLAR CAUSE DE AGUAS PLUVIALES A MUNICIPALIDAD DE LEPANTO. La recurrente alega que desde el 15 de julio de 2011 denunció ante la autoridad recurrida el pésimo estado que se encuentra el camino público que da acceso a su propiedad; sin embargo a la fecha el problema continúa y provoca que en su propiedad, deba soportar todas las aguas que provienen de los vecinos. Se declara con lugar el recurso únicamente por violación al artículo 45 de la Constitución Política. En los demás extremos se declara sin lugar. Se ordena al síndico propietario del Concejo Municipal de Distrito de Lepanto, que de manera inmediata, construya las obras requeridas para que las aguas pluviales sean encauzadas de forma correcta y no ingresen al inmueble de la amparada. CL Parcial
14193-11. VÍAS PÚBLICAS. MAL ESTADO DE CALLE AFECTA A DOS COMUNIDADES EN LIBERIA, GUANACASTE. Los recurrentes manifiestan que son vecinos de la Urbanización Felipe Pérez I y II Etapa de Liberia, Guanacaste. Acusan que la calle principal de esa urbanización no está pavimentada, pese a los esfuerzos realizados por el Comité de Desarrollo ante ese municipio. Sostienen que esa situación les ha generado problemas de salud debido a la cantidad de polvo que se origina  diariamente; además las propiedades y los vehículos sufren gran deterioro debido al mal estado  en que se encuentra  la calle desde hace años.  Indican que  el transporte público se niega a ingresar a esa urbanización, lo que se agrava con la entrada del invierno ya que la calle se vuelve intransitable. Mencionan que son más de cuatrocientas familias las que son afectadas con esa  situación.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Liberia, que en el improrrogable plazo de DIECIOCHO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia inicie las acciones necesarias para solucionar el problema de la calle principal de la Urbanización Felipe Pérez I y II Etapa de Liberia. CL

14240-11.   CONTAMINACIÓN SÓNICA.  RUIDO EXCESIVO PROVENIENTE DE CANTINA CLANDESTINA.  Los recurrentes manifiestan que  son  vecinos  de  Cartago,  San  Nicolás,  Quircot,  Urbanización Garabito y  que  en  su  lugar  de residencia  hay  una cantina clandestina desde  hace ocho   años,  la cual causa entre otros problemas, escándalos a altas horas de la noche y madrugada, por lo que les es imposible dormir. Indican que ante  tal  situación presentaron la denuncia ante la Municipalidad   de Cartago,   el Ministerio  de Salud,   el Organismo de  Investigación Judicial,   la Delegación de San Nicolás, e incluso ante la Comandancia de Cartago; sin embargo a la fecha de interposición de este recurso, la problemática en mención no ha sido  resuelta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa y al Presidente del Concejo, ambos de la Municipalidad de Cartago así como al Director del Área Rectora de Salud de Cartago del Ministerio de Salud,  tomen las medidas necesarias que estén dentro del ámbito de sus competencias y coordinen las mediciones sónicas así como la verificación de permisos de funcionamiento pertinentes en el lugar indicado por los recurrentes dentro del horario en que éstos dicen opera la cantina indicada, así como, en caso de corroborarse la situación descrita, tomar las medidas que sean necesarias para evitar que ésta se vuelva a presentar. CL

13888-11. CEMENTERIO. INCONFORMIDAD CON AUMENTO DE CUOTA DE MANTENIMIENTO.  El recurrente manifiesta que posee un derecho en el cementerio en la localidad de San Pedro de Poás, sobre el cual, la Municipalidad le informó que por servicio de mantenimiento a partir del año 2012 debía cancelar la suma 4200 colones mensuales, para un total anual de 50.400 colones, suma que considera desproporcional. Sobre el caso, señala la Sala, que no le corresponde determinar si los acuerdos municipales en disputa carecen de un fundamento legal para su puesta en práctica, o si, resulta oportuno que con base en los criterios técnicos en cuestión se haya dispuesto el aumento de la cuota mencionada, no es en esta vía excepcional donde debe dilucidarse su oposición contra lo dispuesto, sino ante la dependencia recurrida, o en la vía jurisdiccional que corresponda.  Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL
13895-11.  FERIA DEL AGRICULTOR. TRASLADO DE LA FERIA EN CORONADO PONE EN RIESGO NACIENTE DE AGUA.  El accionante manifiesta, que la feria del agricultor fue trasladada a partir del once de setiembre del dos mil once, a cincuenta metros de dos nacientes de agua, se encuentra en una zona residencial de alta densidad  y no cuenta con estudio de impacto ambiental, ni estudio de aguas subterráneas del SENARA.  En este caso, se tiene por acreditado que  el uso de la propiedad en cuestión es conforme a la construcción de bodegas y campo ferial, por lo que se ajusta a los usos permitidos para la zona vigente. Además, se tiene por demostrado mediante informe elaborado por la Dirección de Investigación y Gestión Hídrica, del SENARA, el Archivo Nacional de Pozos y Nacientes del Senara, para las coordenadas 217385-534771E, en un radio de quinientos metros no existen nacientes registradas en la zona. Por lo que se concluye que para el Senara no existen nacientes registradas en la zona, siendo que, la Municipalidad reitera que no existe construcción alguna en el área en la zona de protección de conformidad con el artículo 33 de la Ley Forestal. Se declara sin lugar el recurso. SL

13916-11. INUNDACIONES.  OMISIÓN EN SOLUCIONAR DESBORDE DE QUEBRADA PONE EN RIESGO LA VIDA DE OCUPANTES DE VIVIENDA. Los recurrentes manifiestan que la Municipalidad recurrida no ejecutó las recomendaciones concluyentes del Informe Técnico DPM-INF-0057-2008 (valoración de la vivienda afectada por desborde de alcantarillado y erosión de quebrada), emitido por la Comisión Nacional de Emergencias a solicitud suya, pese a que su propiedad y su integridad física se encuentran en riesgo inminente por el desborde reiterado, año tras año, en época de lluvia de lo que actualmente es una quebrada colindante con su propiedad. La corporación municipal recurrida ha incurrido en omisiones y desaciertos al atender sus gestiones relacionadas con este grave problema, desde el 2007. No han tomado las medidas necesarias correctivas para regular esos desfogues, calle o quebrada arriba, y no han procurado solucionar este grave problema. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a Alcalde Municipal, y al Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Cartago, disponer lo necesario para que, en los quince días siguientes a la notificación de esta sentencia, se defina el abordaje que dará la Municipalidad al problema planteado por los actores y, de concluirse en la necesidad de ejecutar obras, ellas se desarrollen a la mayor brevedad posible. CL

13589-11. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. FALTA DE MANTENIMIENTO MUNICIPAL A PLANTA DE TRATAMIENTO DE AGUAS NEGRAS.  La recurrente manifiesta que es vecina y dirigente comunal de  la Urbanización Vista Hermosa en Oreamuno de Cartago, donde  habitan  477  familias  desde  hace cuatro  años. Acusa que la Municipalidad accionada se ha resistido a asumir la administración de la planta de tratamiento de aguas negras. Asimismo el BANHVI, quien actualmente es el propietario, tampoco se  encarga de garantizar su buen funcionamiento. Alega que ante  la omisión de las autoridades un pequeño  grupo  de personas  han tenido que asumir responsabilidades públicas, entre ellas, recaudar cuotas para el pago del recibo eléctrico y mantenimiento de la planta de aguas  negras. Aduce que  esa  situación pone   en riesgo  la salud y  el derecho  a un ambiente sano  de las familias  que habitan en ese lugar, ya que por  sus limitaciones legales y técnicas para administrar esa planta, la misma frecuentemente deja de funcionar, generando malos olores y graves  riesgos  de contaminación. Acusa que  las autoridades recurridas  se niegan a dar una solución definitiva al  problema  expuesto y les deja a cargo una actividad de carácter eminentemente pública, como lo es garantizar el buen funcionamiento de los servicios públicos a los ciudadanos. Estima violentados sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra, al Director del Area Rectora de Oreamuno, del Ministerio de Salud, que de inmediato giren las órdenes sanitarias necesarias tendientes a evitar que se siga generando el problema de aguas negras y contaminación detectada, velando por el cumplimiento de las mismas. También se ordena al Alcalde Municipal de Oreamuno, y al Gerente General del Banco Hipotecario de la Vivienda, coadyuvar de forma coordinada con el Ministerio de Salud, cada uno en cumplimiento de las funciones asignadas por ley, con la finalidad de detener la contaminación que se está generando con la planta de tratamiento de la Urbanización Vista Hermosa en Oreamuno de Cartago. CL
  
13512-11. VIA PÚBLICA.  FALTA DE MANTENIMIENTO A CALLE PUBLICA IMPIDE LIBRE TRANSITO POR CALLE COMUNAL.  El recurrente manifiesta, que la diagonal 4 que esta entre la calle 55 y la diagonal 45, que dan acceso a la urbanización de Cerro Grande y a la Urbanización Blanquillo,  en Oreamuno, se encuentra en un estado tan deplorable, que la misma se torna intransitable. Señala que la responsable del mantenimiento y buen estado de dicha vía es la Municipalidad recurrida, pero aunque han ofrecido repararla, no lo han hecho. Agrega que recientemente la institución recurrida colocó una capa de tierra, pero como no hay alcantarillas, con las lluvias se generó lodo, lo que originó caños y más problemas. Acota que debido al mal estado de la carretera, la compañía que presta el servicio de transporte público, asimismo los taxis no suben por la calle. Por último indica que las condiciones del  terreno representan un peligro para quienes caminan por ahí, y se imposibilita totalmente el tránsito de personas con discapacidad motora, no videntes o en sillas de ruedas.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Alcalde y Presidente del Concejo, respectivamente, ambos de la Municipalidad de Oreamuno, que en el término improrrogable de CINCO MESES contado a partir de la notificación de esta resolución, deben realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias, a fin de que se realicen las construcciones y reparaciones necesarias en las vías públicas de las urbanizaciones de Cerro Grande y Blanquillo, a efectos de garantizar no solamente el libre tránsito de las personas con algún tipo de discapacidad y en general de la población de esas comunidades, sino también, que se evite que tal situación justifique que no se brinde el servicio de transporte público. CL
  
13522-11. PUENTE.  RETARDO INJUSTIFICADO EN CONSTRUCCION DE PUENTE SOBRE QUEBRADA EN LIBERIA Y REPARACION DEL EXISTENTE.  El recurrente reclama que las autoridades del Consejo Nacional de Viabilidad no han procedido a finalizar la construcción de un puente sobre la quebrada La Carreta, a pesar de las múltiples gestiones que han presentado los vecinos de esa comunidad. Por otra parte acusa que la Municipalidad de Liberia no ha instalado barandas en el puente que une el Barrio La Carreta con la Urbanización Felipe Pérez ni dado mantenimiento a las calles aledañas, lo cual va en detrimento de sus derechos fundamentales. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo  a.i. del Consejo Nacional de Viabilidad, que de INMEDIATO realice las gestiones pertinentes para que en el plazo de 3 meses contados a partir de la notificación de esta sentencia finalice definitivamente la construcción del puente ubicado en la quebrada La Carreta. Además, se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Liberia, que de INMEDIATO realice las gestiones pertinentes para que en el plazo de 3 meses contados a partir de la notificación de esta sentencia, coloque una losa de concreto, instale barandas laterales y solucione cualquier peligro  que exista en el puente une el Barrio La Carreta con la Urbanización Felipe Pérez. Tales actuaciones deberán ser llevadas a cabo para proteger la seguridad de las personas y bienes que transitan por los puentes en cuestión transitan. CL
 
13524-11.  PROPIEDAD. DAÑOS PRODUCIDOS POR CONSTRUCCION DE RELLENO EN PROPIEDAD VECINA.   La recurrente acusa violación del derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado pues la Municipalidad recurrida otorgó  permisos a un vecino, para que realizara un relleno en su propiedad, pese a que esa obra está falseando su casa de habitación, ubicada en la parte trasera del relleno, y además algunos  árboles han caído encima de su vivienda.   Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  ALCALDE MUNICIPAL DEL CANTON DE MORA, proceder de manera coordinada e inmediata a adoptar las medidas que correspondan dentro del ámbito de su competencia, para dar una solución definitiva al problema denunciado por la recurrente. CL
 

 
13532-11. TORRE.  INCONFORMIDAD CON REGLAMENTO QUE PERMITE LA CONSTRUCCION DE TORRES PARA TELEFONIA CELULAR. Los recurrentes manifiestan que la SUPEN inició un procedimiento para otorgar concesiones de frecuencias de telefonía celular móvil.  Para que pueda realizar el despliegue de la red se requiere la instalación de torres.  Refiere que los recurridos sacaron a consulta un Reglamento General para licencias municipales de telecomunicaciones, sin que se tenga conocimiento si fue aprobado o no, y con ello se permita a las empresas proceder a la instalación de las torres para brindar la cobertura en esas zonas.  El asunto se declara sin lugar, por cuanto se demostró que la normativa reglamentaria en el Canton de Montes de Oca, ya esta ante el Concejo Municipal para su discusión y en el caso de la Municipalidad de Curridabat se remitió a publicación en La Gaceta el fecha 16 de agosto de 2011. De manera que no se observa ninguna violación a los derechos de los recurrentes y en todo caso se trata de una cuestión de legalidad, que si los accionantes están disconformes con esta normativa deben reclamarlo a través de los mecanismos procesales legalmente establecidos.    Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL
PENSIONES ALIMENTARIAS

14601-11, 14602-11. DEFENSA PÚBLICA. SE ACUSA QUE EL PANI INCUMPLE SUS DEBERES AL NO DAR ASISTENCIA JURÍDICA EN MATERIA DE PENSIONES ALIMENTARIAS. Consultas Judiciales referente a resoluciones, dictadas con referencia a incidentes de aumento de Pensión. El Juez consultante cuestiona la constitucionalidad de la norma, en cuanto estima que se obliga al Departamento de Defensores Públicos, que es un órgano del Poder Judicial, a brindar asistencia letrada gratuita a los intervinientes de los diferentes procesos que la Ley contempla, por lo que el Patronato Nacional de la Infancia, cesó toda intervención en los procesos alimentarios, con evidente incumplimiento de sus principios, contenidos en el artículo 55 de la Constitución Política. Señala la Sala que  si bien, el Patronato Nacional de la Infancia es, por mandato constitucional, el ente encargado de la protección de la niñez; el artículo 55 constitucional, indica claramente que para la protección especial de la madre y del menor el PANI podrá contar con la colaboración de otras instituciones del Estado, como en este caso, el que despliega la Defensa Pública al intervenir en los procesos, garantizando los derechos de los acreedores alimentarios. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 13 de la Ley de Pensiones Alimentarias no es inconstitucional. Evacuadas

PETICIÓN Y PRONTA RESOLUCION
13766-11. MORA JUDICIAL. CUANDO EL RETARDO EN RESOLVER RECURSOS, AMENAZA LIBERTAD DEL ACCIONANTE. Acusa el recurrente que el Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José, tramita en su contra el proceso de pensión alimentaria, en donde se estableció en su contra una cuota alimentaria de 200.000 colones mensuales a favor de su hijo, contra la cual, presentó un recurso de revocatoria con apelación en subsidio, por cuanto tiene un salario mensual de 221.553 colones y tiene otra pensión impuesta. No obstante, pese a la impugnación presentada, el Juez recurrido dictó la resolución de las 8:27 horas del 6 de setiembre de 2011, por medio de la cual giró una orden de apremio corporal en su contra. En lo que concierne al derecho a la justicia pronta y cumplida, estatuido en el artículo 41 de la Constitución Política, la Sala debe juzgar las causas de los atrasos judiciales a fin de comprobar si el órgano jurisdiccional ha empleado la requerida diligencia para acatar ese mandamiento constitucional. Lo anterior, por cuanto resulta evidente que la duración excesiva e injustificada de los procesos judiciales implica una clara violación a ese principio. En cada caso, la Sala debe analizar casuísticamente la complejidad del asunto, la conducta de los litigantes y de las autoridades, debiendo acogerse el recurso únicamente cuando la demora imputable al juzgado exceda las pautas y márgenes ordinarios en el tipo del proceso de que se trata. En el presente caso por tratarse de un habeas corpus, se debe analizar si el retardo en la resolución de los recursos interpuestos contra la pensión provisional a la que está obligado el recurrente, ha amenazado ilegítimamente su libertad. Consta que el Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José, no ha resuelto, ni tramitado los recursos de revocatoria con apelación en subsidio y nulidad, interpuesto por el recurrente desde el 30 de agosto de 2011, ni menos aún, la solicitud de pago en tractos del monto adeudado gestionada por el accionante el día 2 de setiembre de 2011, lo cual eventualmente pudo haber incidido en la detención de la que fue objeto el recurrente el día 29 de setiembre de 2011. En vista de lo expuesto, este Tribunal ha tenido por constatado que ha existido un evidente retardo judicial en resolver los recursos y la gestión citada, por lo que lo procedente es estimar este asunto en cuanto a este extremo. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso sin ordenar la libertad del amparado, únicamente por violación al artículo 41 de la Constitución Política en conexidad con la libertad personal del amparado. Debe el Juzgado de Pensiones Alimentarias del II Circuito Judicial de San José resolver lo que corresponda, sobre los recursos y la gestión interpuestas por el recurrente, en el plazo de quince días contados a partir de la notificación de este pronunciamiento. CL Parcial

13749-11. CONSULTA. ADMINISTRACIÓN NO ESTÁ OBLIGADA A RESPONDER. El recurrente manifiesta que el 5 de septiembre de 2011 le envió una misiva al recurrido en la cual solicitó pura y simple información; no obstante, un mes después no le ha respondido.  De la documentación que aporta, se tiene que explicó a la Administración que fue convocado a una reunión extraordinaria de una asociación inactiva, a la cual nunca ha pertenecido y la persona que firma como Secretario no ha sido legalmente nombrado ni elegido en una hoja de convocatoria oficial; además, firma sin poner su nombre. Solicita a la administración le aclare cómo se llama eso y si se conforma a lo establecido en la Ley de Asociaciones. Sin embargo, la gestión del recurrente no es de información ni es un reclamo administrativo, sino que constituye una consulta a la Administración para que ésta le indique sobre la legalidad o ilegalidad de la convocatoria que le hizo una asociación; con lo cual, la Administración no está constitucionalmente obligada a responder. En consecuencia, el recurso es inadmisible y así se declara. RF
13353-11. MORA JUDICIAL.  RETARDO DE UN AÑO Y SIETE MESES EN RESOLVER PENSION PROVISIONAL.  El recurrente acusa que, a la fecha de interposición de este habeas corpus, no se ha resuelto el recurso de apelación planteado en contra de la resolución que fijó el monto provisional de la cuota alimentaria a cargo del tutelado, siendo que, aún año y siete meses después, el expediente no ha sido enviado al Juzgado de Familia para resolver esa impugnación. Señala la Sala que dentro del período que se indica, no se observa gestión alguna de ninguna de las partes que haya podido retrasar ese envío. Esa dilación no hizo sino prolongar injustificadamente aún más el proceso alimentario. Tal y como reiteradamente lo ha sostenido este Tribunal Constitucional, la Administración de Justicia está obligada a resolver los asuntos sometidos a su conocimiento dentro de un plazo razonable, más aún, en asuntos como el presente, en los que puede restringirse la libertad personal ante un eventual incumplimiento de la obligación alimentaria provisional. En mérito de las razones expuestas se impone declarar con lugar el recurso por violación del derecho tutelado en el artículo 41 de la Constitución Política. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los cuales se liquidarán en el proceso de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL 

PODER EJECUTIVO
14729-11. VÍA PÚBLICA.  RETARDO EN REMOVER DERRUMBE EN CARRETERA IMPIDE ACCESO A COMUNIDAD DE PAVÓN EN GOLFITO.   La recurrente manifiesta,  que la única  ruta  de  acceso  a  su  comunidad  camino Conte-Pilón, en el  distrito Pavón de Golfito hay un derrumbe que está por impedir  el  paso y que en caso  de derrumbarse   por completo   los  dejaría   incomunicados.  Indica que dicho derrumbe pone en peligro su integridad  física y la de todos  los transeúntes ya que parte de la calle   se  lavó  con  el  mismo  y  sigue  derrumbándose  al precipicio  que  tiene  una profundidad  de  aproximadamente  12  metros,  además,  no  existe  ninguna señalización  de este peligro, por  lo que  en cualquier momento podría suceder  un accidente,  puesto   que  tiene cerca  de tres meses de estarse presentando  la misma situación,  sin  que  se tomen medidas  para controlarlo.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo a.i. del Consejo Nacional de Vialidad, que en el plazo de cinco meses siguiente a la notificación de esta resolución, resuelvan en forma definitiva el problema de deslizamiento que se ubica en la ruta 611 en dirección Conte hacia Pilón en la estación 15600. CL 
14312-11. SEGURIDAD SOCIAL.  SE ACUSA QUE EL ESTADO OMITE EN CANCELAR A LA C.C.S.S. EL MONTO QUE LE CORRESPONDE POR ASUMIR LOS PROGRAMAS  DEL  MINISTERIO  DE  SALUD. Se acusa que la Asamblea Legislativa autorizó el  traslado de  programas  del  Ministerio  de  Salud a la CCSS,  así  como  los correspondientes funcionarios. En este orden  de  ideas  el legislador   también previó que esto  podría representar un costo adicional  para la amparada, y por  eso, ordena al Órgano recurrido que tomara las  previsiones presupuestarias,  para trasladar  mensualmente los recursos financieros  y así cubrir el pago de los empleados. No obstante lo anterior, a pesar de que la CCSS ha realizado  gestiones de cobro,  reuniones y demás, no ha obtenido una respuesta positiva. En definitiva esto causa  un  gran perjuicio económico para  el ente amparado, lo que deriva en perjuicio para los usuarios del servicio de salud,  lesionando de esta forma  los derechos  fundamentales de todos los ciudadanos. En este caso, la Sala desestima el presente asunto, por inadmisible, por tratarse de un reclamo meramente patrimonial, con carácter cobratorio, en contra de órganos del Poder Ejecutivo y a favor de una institución autónoma, cuyos gerentes también son aquí demandados por no gestionar el cobro de los montos presuntamente adeudados.  (v. en este sentido, entre otras, las sentencias número 2007-017812, 2010-07298).  Las deudas en este caso, tienen origen en una norma de carácter estrictamente legal y atribuible a una decisión de gobierno respaldada por el legislador de entonces; no se trata, pues, tampoco, de obligaciones constitucionales. Se declara sin lugar el recurso. SL

13863-11. EMBARGO.  CIERRE DE CUENTAS CORRIENTES DEL CONSEJO NACIONAL DE PRODUCCIÓN, POR PARTE DEL MINISTERIO DE HACIENDA, NO PUEDE AFECTAR EL PAGO DE SALARIOS A LOS TRABAJADORES El recurrente alega que acude a favor del Consejo Nacional de Producción, ya que se enteró por medio de la prensa que el Ministerio de Hacienda había decretado embargo en todas las cuentas de ese Consejo, sin que a su representada se le haya otorgado de previo oportunidad para defenderse y sin que se haya medido, con base en los principios de razonabilidad y proporcionalidad, el perjuicio causado, pues también por medio de esas cuentas se cancela el salario de los trabajadores. En este caso, la Sala analiza tres temas fundamentales: a) Este Tribunal ha señalado en reiteradas ocasiones, que la Administración no es titular de derechos fundamentales, salvo que se trate del principio de igualdad de armas o de igualdad, en este caso concreto y excepcionalmente, se admite el amparo, en virtud de que el embargo de las cuentas bancarias, impedirían depositar normalmente los salarios de los trabajadores. b) Se logra demostrar que no lleva razón el accionante en sus argumentos, pues desde el año 2008 la Dirección General de Tributación del Ministerio de Hacienda le ha venido poniendo en conocimiento, tanto a la Fábrica Nacional de Licores como al propio Consejo Nacional de Producción, las obligaciones tributarias adeudadas por concepto de impuesto de la renta y utilidades y c) Sobre la situación del pago de salario de los trabajadores del Consejo Nacional de la Producción, considera la Sala, que es pertinente que se mantenga la medida cautelar decretada por el Ministerio de Hacienda relativa al embargo administrativo ordenado en las cuentas bancarias y demás valores existentes a nombre del Consejo Nacional de Producción, con una excepción, siempre y cuando se excluyan de este embargo las cuentas bancarias que el Consejo Nacional de Producción demuestre debidamente que sirven tan solo para el pago de salarios y cargas sociales, según la prueba que se estime conveniente e indicando cuál es el monto de dichas cuentas que respalda esas obligaciones. Se declara parcialmente con lugar el recurso de amparo, solo en cuanto al embargo de las cuentas bancarias que sirven exclusivamente para pagar los salarios a los trabajadores del Consejo Nacional de Producción y sus correspondientes cargas sociales. Se ordena a la Jefa del Departamento de Cobros Judiciales del Ministerio de Hacienda, disponer de inmediato las medidas necesarias para liberar del embargo administrativo decretado mediante resolución número DAE-RCJ-EA-456-2011, las cuentas bancarias a nombre del Consejo Nacional de Producción que sirven exclusivamente para el pago de salarios a los trabajadores de esa entidad y sus correspondientes cargas sociales, previa su demostración por parte del Consejo Nacional de Producción. En lo demás se declara sin lugar el recurso de amparo. CL Parcial   
13786-11. CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. RECOMENDACIONES DE JUNTA DE NOTABLES. Alega el recurrente que en vista de la crisis financiera que atraviesa la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), se nombró una Junta de Notables para que estudiaran la situación, grupo que emitió una serie de recomendaciones al respecto. Luego de ello, la recurrida designó a varios ministros para que acordaran, en conjunto con un representante de la Caja Costarricense de Seguro Social, "el grado de aceptación de esas recomendaciones" y planificaran su ejecución. Sin embargo, estima el accionante que este proceder quebranta el artículo 188 de la Constitución Política, al irrespetar la autonomía de la Caja Costarricense de Seguro Social. Señala la Sala que en este caso,  la inconformidad de la parte recurrente se sustenta en la simple posibilidad de que se lleguen a ejecutar las recomendaciones que cuestiona, todo lo cual, al momento de plantearse esta acción, no pasa de ser una mera probabilidad. Por lo tanto, su reclamo no persigue obtener remedio contra una violación o amenaza cierta o inminente a algún derecho fundamental de la parte amparada, en los términos en que lo prevé el artículo 29, párrafo 2º de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, y de allí que sea inadmisible y así se declare. RP
13644-11.  CAMPAÑA SOBRE SALUD REPRODUCTIVA.  OPOSICIÓN A PROPAGANDA ESTATAL DIRIGIDA A NIÑOS RELACIONADA CON SALUD REPRODUCTIVA. El recurrente manifiesta, que las autoridades recurridas lanzaron una campaña que denominó "Tu promesa, nuestra meta: Acceso Universal a la Salud  Reproductiva", dirigida a mejorar la respuesta del Estado costarricense ante las necesidades de salud reproductiva. Señala que la campaña consiste en "mupis" ubicados en el Gran Área Metropolitana y mensajes informativos radiales que se escuchan en diferentes emisoras. Indica que las imágenes se encuentran dirigidas a personas menores de edad, y se hace alusión a que los niños pueden reclamar el derecho" de servicios de salud reproductiva como lo son las pastillas anticonceptivas y los condones. Estima que las personas menores de edad tienen derecho a una educación en la responsabilidad y no a la promoción de una  actividad sexual que es prematura para ellos. Señala que la Convención sobre los Derechos del Niño, reconoce el derecho a que se  tomen medidas de protección contra todo acto que pueda ser peligroso por  entorpecer su educación, afectar su salud y su desarrollo físico, mental, espiritual, moral o social. Considera que el hecho de que la Oficina de Control de Propaganda y el Patronato  Nacional de la Infancia toleren una campaña que incite a las personas menores de  edad a tener relaciones sexuales ilícitas, atenta contra el principio de protección  especial a favor de los niños. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada, Armijo y Pacheco dan razones diferentes.  SL
 

13536-11. PESCADORES ARTESANALES. INCONFORMIDAD POR MALA ADMINISTRACIÓN DE FONDO DE AYUDA A PESCADORES DEL GOLFO DULCE. El recurrente acusa que en el otorgamiento de ayudas por parte del Instituto Mixto de Ayuda Social a los pescadores del Golfo Dulce, existen una serie de irregularidades debido a presiones realizadas por personeros de la Federación Nacional de Organizaciones de Pesca y Afines –FENOPEA y al incumplimiento de funciones de parte de INCOPESCA, actuación que va en detrimento sus derechos fundamentales.  En este caso, se descarta que el amparado haya presentado alguna solicitud para la obtención de algún beneficio ante el Instituto Mixto de Ayuda Social y que esta no haya recibido el trámite  correspondiente, ni mucho menos que menos que se le haya brindado un beneficio, motivo por el cual en cuanto a dicho extremo el recurso debe ser desestimado. Así las cosas, la disconformidad del amparado con el otorgamiento de las ayudas por parte del Instituto Mixto de Ayuda Social a los pescadores del Golfo Dulce, es un extremo de legalidad, pues no le corresponde verificar a ésta jurisdicción si cumplieron con los requisitos de extrema pobreza para su otorgamiento, motivo por el cual si el amparado lo tiene a bien, puede acudir a la vía administrativa o judicial correspondiente y presentar las denuncias correspondientes.  Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL
PODER JUDICIAL
13892-11. INGRESO A INSTITUCIÓN.  IMPIDEN  INGRESO A EDIFICIO DE LA CORTE A EX FUNCIONARIO JUDICIAL.  El recurrente manifiesta que a las 10:00 horas del día 10 de setiembre de 2011 trató de ingresar al Edificio de los Tribunales de Justicia del II Circuito Judicial de San José, con la finalidad de entregarle una llave maya a un juez, y posteriormente, observar un debate. Indica que el oficial de seguridad le permitió su entrada sin identificación, pues hasta el día 9 del mismo mes y año laboró para el Tribunal de Flagrancia. Acusa que la Jueza Tramitadora del Tribunal de Flagrancia le indicó que no tenía autorización para estar en ese sitio, pues había dado la orden de que no podía ingresar, por lo que salió del lugar. En este caso, con vista en el informe de la autoridades accionadas, se desprende que la prohibición de ingreso que acusa el amparado se debe a la revocatoria de su nombramiento, debido a la comisión de faltas graves a sus deberes laborales y al dictado de una orden en ese sentido, pese a lo cual, trató de ingresar de forma ilegítima y en día no hábil al Edificio de Tribunales del Segundo Circuito Judicial de San José. La Sala ha tenido por constatado que no se le ha violentado su derecho fundamental alguno. Su inconformidad con la orden emanada –de la cual tiene conocimiento-, debe alegarla ante la propia administrativa contra la cual recurre y no ante esta Sala.  Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL
13440-11.  HONORARIOS.  PERITOS EN EL PODER JUDICIAL. El recurrente manifiesta, que  la Corte Plena, Consejo Superior y Dirección Ejecutiva han dictado una serie de acuerdos, directrices y lineamientos para el pago de la función de ejecutores y peritos de Poder Judicial, que afectan sus derechos adquiridos.  Aduce que pese a existir normativa específica, como en el caso de los profesionales agremiados a los respectivos Colegios Profesionales, se utilizan tablas elaboradas por el Poder Judicial para el pago de los honorarios de los peritos, lo que considera lesiona sus derechos.  Menciona que por acuerdo número LXVI de la sesión número 34-91 celebrada el 27 de mayo de 1991, la Corte Plena estableció la Tabla de Honorarios para el pago de los Peritos.  Por medio de la circular número 30-2000 de la Secretaría de la Corte Suprema de Justicia, se comunicó que el Consejo Superior en sesión número 15-2000, celebrada el 22 de febrero del 2000, en su artículo LXXVIII, acordó recordar a los diferentes despachos judiciales la obligatoriedad de la aplicación de la Tabla Honorarios de Perito y su Ámbito de Aplicación, tablas y preceptos normativos que fueron aprobados en sesión de Corte Plena número 34-91 del 27 de mayo de 1991, por artículo LXVI.  De igual forma, por circular número 123-04 se comunicó que en sesión de Corte Plena número 31-04, celebrada el 6 de setiembre de 2004, en su artículo XXIV, se aprobó el “Reglamento para regular la función de los Ejecutores y Peritos en el Poder Judicial”, reglamento en el que no se hace diferenciación entre los peritos profesionales y los peritos técnicos respecto al pago de honorarios de ambos.  Agrega que en la circular de la Secretaría de la Corte número 65 se señaló que en sesión de Corte Plena número 04-06, celebrada el 13 de marzo de 2006, en el artículo XIV, se aprobó la reforma del artículo 32 del Reglamento para Regular la Función de los Ejecutores y Peritos en el Poder Judicial, publicado por medio de la circular número 102-05, en el Boletín Judicial número 160 del 22 de agosto de 2005.  Acusa que en dicho artículo se hace alusión a las posibles sanciones a imponer a los peritos en caso de no aceptar un cargo.  Considera que la aplicación de la Tabla de Honorario de Perito, así como lo dispuesto en el artículo 30 del Reglamento de Peritajes, violenta en su perjuicio los derechos fundamentales establecidos en el artículo 34 de la Constitución Política, además del derecho a la libre contratación.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
13357-11. CONSEJO SUPERIOR. CIRCULAR DEL CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL SOBRE ESCRITOS ENVIADOS POR FAX. Consultas Judiciales Facultativas acumuladas referente a la Circular No. 57-2010 dictada por el CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL, en el artículo XLVIII de la sesión No. 33 de 8 de abril de 2010. El Tribunal plantea sus dudas en relación con la constitucionalidad de la circular impugnada, pues considera que podría lesionar el principio de independencia judicial, en tanto le impone un criterio de interpretación de una norma. En primer término, cabe aclarar que esta consulta no versa sobre si los tribunales deben o no exigir la presentación de todo documento original que, previamente, fue presentado vía fax, de modo que no cabe esperar, en esta consulta, ningún pronunciamiento al respecto. De otra parte, ninguno de los intervinientes pone en discusión la vigencia del principio de independencia del Juez. El problema que realmente plantea esta consulta radica en determinar los alcances de la Circular No. 57-2010. Según los Jueces del Tribunal de Puntarenas, la circular sí constituye una interpretación normativa, porque, de hecho, pese a la derogatoria del artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, hay Tribunales que interpretan en sentido contrario a lo dispuesto por el Consejo. Además, en criterio de los Jueces la circular impone la interpretación como obligatoria. De su parte, la Procuraduría General de la República estima que se trata de una disposición de carácter administrativo del Consejo, en ejercicio de la amplia competencia para regular y disciplinar la forma de utilizar los medios electrónicos para establecer las comunicaciones y notificaciones entre los Tribunales de Justicia y las partes litigantes, que la misma Ley Orgánica del Poder Judicial le concede. A juicio de esta Sala, el objetivo de la circular es de carácter informativo, lo que hace es informar a aquellos jueces que no se han impuesto del conocimiento de la derogatoria parcial del artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Responde a la circunstancia muy particular e injustificada de que existan jueces que no estén al tanto de las modificaciones de una ley. Es evidente que, a juicio del Consejo, la derogatoria implica, de manera suficientemente clara, que no es necesario exigir, en ningún supuesto, la presentación del documento original. Sin embargo, si algún Juez de la República considerara que el punto no es tan claro como se presupone y que, efectivamente, se debe realizar una interpretación de las normas a las que se refiere, no solo puede, sino que debe hacerlo. Ni esta ni ninguna otra circular eximen al juez de la responsabilidad de discernir él mismo, cuál es el derecho aplicable al caso concreto. La circular no lo obliga a resolver de una determinada manera, si su criterio difiere, ni lo libera de responsabilidad, si coincide. El Juez, con independencia de la circular, está obligado a fallar conforme a la Constitución y a las leyes. Ante el caso concreto, el criterio aplicado tendrá relevancia jurídica, precisamente, porque así lo decidió y no porque el Consejo así lo haya sugerido. En suma, este Tribunal interpreta que la circular tiene solamente efectos informativos y, en esa medida, no lesiona el principio de independencia del Juez. Se evacuan las consultas formuladas en el sentido de que no es inconstitucional la Circular No. 57-2010 dictada por el Consejo Superior del Poder Judicial, según el artículo XLVIII de la sesión No. 33 del 8 de abril de 2010, en tanto se interprete que es de carácter informativo. La Magistrada Calzada pone nota. Evacuada
PRIVADOS DE LIBERTAD
14650-11.  HACINAMIENTO.  SOBREPOBLACIÓN OBLIGA A RECLUSOS A DORMIR EN EL SUELO EN CENTRO PENAL DE LIBERIA.  La recurrente reclama violación a los derechos fundamentales del amparado y los demás privados de libertad del módulo D del Centro de Atención Institucional Calle Real de Liberia, pues en ese ámbito existe un serio problema de hacinamiento crítico, lo que obliga a varias personas a dormir en el piso y cerca del baño.  Se declara con lugar el recurso por el hacinamiento crítico y la falta de camas en el Centro Programa Institucional Calle Real. En consecuencia, se ordena al Ministro de Justicia y Paz, que de forma inmediata coordinar lo necesario con la Dirección del Centro del Programa Institucional Calle Real en Liberia y la Dirección General de Adaptación Social a fin que se adopten las medidas necesarias para proveer de camas a todos los privados de libertad, y se solucione, en forma integral y definitiva, el problema de hacinamiento crítico que enfrenta el módulo D el Centro Programa Institucional Calle Real en Liberia. CL

14245-11. UBICACIÓN. PRIVADAS DE LIBERTAD INDICIADAS CON LAS SENTENCIADAS. Las recurrentes, privadas de libertad en el Centro de Atención Institucional El Buen Pastor, reclaman que como indiciadas se encuentran ubicadas con personas sentencias, en detrimento de sus derechos fundamentales. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena a la Directora del Centro de Atención Institucional el Buen Pastor, que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, en el término improrrogable de TRES MESES, contados a partir de la comunicación de ésta sentencia, finalicen las construcción de los nuevos módulos para la población privada de libertad a fin de respetar las categorías de indiciadas y sentenciadas que se encuentran el Centro Penitenciario El Buen Pastor. CL

  

14311-2011. CONDICIONES.  FALTA DE CAMAS EN ÁMBITO C DEL CENTRO INSTITUCIONAL DE CARTAGO. El accionante manifiesta, que en el centro penal de Cartago, falta el agua potable en el pabellón C, existe hacinamiento, pues se esta durmiendo en el suelo, que no hay suficientes duchas y servicios sanitarios para toda la población. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por lesión al artículo 40 de la Constitución Política, por la omisión del Estado de proporcionar a todos los privados de libertad ubicados en el Ámbito C del  Centro del Programa Institucional de Cartago, una cama para dormir. Se ordena al Director del Centro del Programa Institucional de Cartago bajo pena de desobediencia que en el término improrrogable de quince días contado a partir de la notificación de esta sentencia, suministre a todos los privados de libertad una cama para dormir de conformidad a las exigencias de las "Reglas Mínimas para el Tratamiento de los Reclusos", adoptadas por la Organización de las Naciones Unidas.  En cuanto a la ausencia de agua potable, hacinamiento y condiciones de limpieza, espacio, ventilación, servicios sanitarios y duchas se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
14065-11. CONDICIONES. RECLUSO ESPOSADO A CAMILLA EN HOSPITAL PSIQUIÁTRICO. La recurrente manifiesta, que a fin de resguardar el derecho a la salud de su defendido, presentó un Incidente de Enfermedad ante el Juez Ejecutor de la Pena de Puntarenas, el cual fue  declarado con lugar. Afirma que desde que éste estaba ubicado en el Hospital Nacional Psiquiátrico, ha permanecido custodiado por  los oficiales  de seguridad de la Policía Penitenciaria   y  lo  mantienen  esposado  todo  el  tiempo, aduciendo razones  de seguridad. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Director a.i. de la Policía Penitenciaria, al Director General del Hospital Nacional Psiquiátrico y al Médico Jefe del Centro para la Atención de Personas con Enfermedad Mental y en Conflicto con la Ley, que de forma inmediata emitan una valoración particular y uniforme sobre la necesidad o no de que el amparado se mantenga esposado durante su estancia en el centro médico. CL

14066-11.  HACINAMIENTO.  SOBREPOBLACIÓN EN ÁMBITO C DEL CENTRO PENITENCIARIO DE CARTAGO.  El recurrente demandó la tutela de sus derechos a vivir en un ambiente sano y a la salud, pues, en su criterio, en el Ámbito C del Centro de Atención Institucional de Cartago existe hacinamiento crítico, razón por las que condiciones de albergue se ven totalmente,  disminuidas, ya que, no cuenta con una cama donde dormir, por lo que debe pernoctar en el suelo, lo que agrava los padecimientos físicos que sufre. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por la condición en la que se encuentra el amparado en el Ámbito C del Centro de Atención Institucional de Cartago. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional de Cartago, que adopte inmediatamente las medidas pertinentes para que se le facilite al amparado y a  aquellos que se encuentran en esa misma condición-, una cama. En lo demás, se declara sin lugar. CL Parcial

14027-11. AISLAMIENTO. SE IMPUGNA MEDIDA TOMADA POR UN MES. La recurrente estima que se han infringido los derechos fundamentales del amparado al aprobarse, por parte del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, la ubicación del amparado en una celda de aislamiento por el plazo de un mes, pues, a su juicio, procedía imponer una medida menos gravosa o establecerse una duración menor. Máxime que la referida celda no reúne las condiciones mínimas necesarias, en razón de su reducido tamaño y porque no cuenta con luz artificial.  En este caso, consta que las autoridades penitenciarias del Centro de Atención Institucional de Limón dispusieron, como medida cautelar, la ubicación temporal del amparado en  la celda individual del Ámbito E-2, con sustento en el artículo 27 del Reglamento de Derechos y Deberes de los y las Privadas de Libertad y se tomó en razón de la existencia de problemas convivenciales entre el amparado y otros privados de libertad ubicados en el Centro de Atención Institucional  de Limón, situación que se hizo de conocimiento de la autoridad jurisdiccional competente (en este caso, el Tribunal  del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, por cuanto en ese momento el amparado se encontraba detenido a la orden de ese órgano jurisdiccional), a efectos que aprobara dicha medida cautelar. Lo que se dispuso luego de otorgar audiencia a la defensa técnica del amparado. Asimismo, no se tiene por acreditado que la celda en que se encuentra actualmente ubicado el amparado presente condiciones contrarias a su dignidad, pues, según se informa, cuenta con suficiente espacio, además de los servicios básicos de luz y agua.  SL
13835-11, 13845-11 Y 13919-11. HACINAMIENTO. PRIVADOS DE LIBERTAD SE MANTIENEN EN CELDAS DE CIRCUITO JUDICIAL, POR SOBREPOBLACIÓN  EN CENTRO PENAL.  La recurrente alega que los amparados se encuentran detenidos en las celdas del Segundo Circuito Judicial, a pesar que ya se les dictó medida cautelar de prisión preventiva y a la fecha no han sido trasladados a los respectivos centros penitenciarios, debido a que no tienen espacio, lo cual genera una situación de hacinamiento en las celdas, no reciben atención médica, no tienen colchones ni cobijas para dormir, no reciben luz natural, todo lo cual es contraria a la dignidad humana.   Se declara con lugar el recurso únicamente a favor de algunos de los recurrentes por violación al artículo 33 de la Constitución Política. En los demás extremos alegados se declara sin lugar. Se ordena al Jefe Administrativo de la Sección de Cárceles del II Circuito Judicial de San José, adoptar las medidas necesarias para gestionar con prontitud el traslado de las personas que se encuentran detenidas en las celdas del II Circuito Judicial de San José a un Centro del Sistema Penitenciario Nacional, una vez que la autoridad judicial así lo disponga. CL

13912-11.  HACINAMIENTO.  SOBREPOBLACIÓN EN EL ÁMBITO DE CONVIVENCIA B (MÍNIMA SEGURIDAD) DE LA REFORMA.  El recurrente acusa que en el ámbito de Convivencia B (Mínima Seguridad) del Centro de Atención Institucional La Reforma se presenta un grave problema de sobrepoblación, en infracción de los derechos de las personas privadas de libertad ubicadas en dicho lugar. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se ordena al Director General de Adaptación Social, y al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma, o a quienes ocupen esos cargos, que de forma inmediata adopten las medidas pertinentes  para que se elimine el hacinamiento crítico en el Centro de Atención Institucional La Reforma, hasta llegar a su capacidad real. CL.

13929-11. PRIVACIDAD. CENTRO DE ATENCIÓN INSTITUCIONAL DE SAN RAFAEL, DEBE GARANTIZAR COMUNICACIÓN LIBRE Y EN FORMA PRIVADA A LAS PRIVADAS DE LIBERTAD CON SUS DEFENSORES.  La recurrente manifiesta que, en  su  condición  de Defensora  Pública  en materia  de revisión, debe realizar  visitas carcelarias  semanalmente  a las privadas de libertad  que tienen  procedimientos   de  revisión pendientes   de resolver   o pretenden presentar alguna  acción revisora  en su caso.  Indica que cuando debe atender a dicha población en el nuevo Ámbito de Mujeres,  Puesto  10, Mujeres, conocido  como "La Casona",  no  cuenta con   las condiciones mínimas para tener una comunicación previa con cada sentenciada,  ya que  el lugar no se tiene la infraestructura  necesaria para tal  efecto. En la visita carcelaria  del 23 de agosto del año en curso  debió atender  a las privadas de libertad, que requerían de atención jurídica, en los pasillos de  dicho  centro  carcelario,  sin contar  con  condiciones mínimas para la atención, ya  que  no  existe privacidad  en  las comunicaciones.  Manifiesta  que  en  el  caso  de  la  comunicación  con el abogado defensor sucede lo mismo, pues la forma de los pasillos del centro carcelario, al  ser un sistema circular constituido por  pequeños  ámbitos  en forma  de "Casitas", permite que se escuche cualquier conversación, ya sea por las personas y las privadas de libertad  que  transitan  libremente  por  los  pasillos, como  por  aquellas  que  se encuentran  dentro de las estructuras de casitas. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso, contra el Centro de Atención Institucional de San Rafael, por la omisión de garantizar a las privadas de libertad ubicadas en dicho centro penitenciario la posibilidad de comunicarse  libre y privadamente con sus abogados defensores. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional de San Rafael, que adopte de forma inmediata las medidas pertinentes, dentro de su respectivo ámbito de competencia, para que se garantice a las mencionadas privadas de libertad que puedan comunicarse libre y privadamente con sus abogados defensores. En lo demás, se declara sin lugar el amparo. CL Parcial
13800-11. VISITA. SE IMPIDE VISITA INTIMA EN CENTROS PENITENCIARIOS PARA PERSONAS DEL MISMO SEXO. Acción de Inconstitucionalidad. Natalia Gamboa Sánchez en contra del Artículo 66 del Reglamento Técnico Penitenciario (N° 33876-J). La norma se impugna por cuanto establece el derecho a recibir visita íntima a los privados de libertad únicamente en relación con persona de distinto sexo al suyo. Considera la accionante que esto violenta el principio de reserva de ley, pues la limitación a un derecho fundamental, sólo puede proceder de una ley y el contenido de la norma impugnada excede las potestades estatales. La prohibición de la discriminación es un criterio reconocido en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, que en el artículo 2 señala que todas las personas son iguales ante la ley y tienen los derechos y deberes consagrados en esa Declaración sin distinción de raza, sexo, idioma, credo ni otra alguna. Asimismo, el artículo 1.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, establece la obligación de los Estados de respetar los derechos y libertades reconocidos en ese tratado internacional, así como de garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su Jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. Por su parte, el artículo 24 de ese Tratado establece que todas las personas son iguales ante la ley, por lo que tienen derecho, sin discriminación, a igual protección ante la ley. En el caso de la normativa acusada, se genera una discriminación, en virtud de la opción sexual de una persona, negando el goce del derecho a la intimidad, a la sexualidad, con respecto a las personas homosexuales, considerando que este derecho está reservado a las personas heterosexuales, sin que exista una razón para la diferenciación en el trato, más allá de los prejuicios y estereotipos sociales, lo que en definitiva no debe ni puede ser propiciado por el Estado, y menos aún, cuando la propia legislación nacional contempla como delito tal discriminación, al establecer en el artículo 373 del Código Penal, sanciones al director de una institución oficial que aplique medidas discriminatorias perjudiciales, fundadas en consideraciones de sexo.  Por mayoría se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad planteada por violación al principio de igualdad. En consecuencia, se anula por inconstitucional la frase del artículo 66 del Reglamento Técnico Penitenciario, Decreto Ejecutivo Número 33876-J que establece lo siguiente: ""que sea de distinto sexo al suyo"". Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Los Magistrados Mora Mora, Castillo Víquez y  la Magistrada Pacheco Salazar Salvan el voto y declaran Sin lugar la acción. El Magistrado Mora Mora da razones diferentes. El Magistrado Cruz expone argumentos adicionales. CL
13527-11.  DERECHO A LA MATERNIDAD.  INCONFORMIDAD POR TRASLADO DE HIJOS DE RECLUSAS A OTRA CASA CUNA PARA MENORES.   Manifiestan las recurrentes que las amparadas se encuentran privadas de libertad en el Centro Institucional El Buen Pastor, en la Sección Casa Cuna; que con ellas se encuentran sus hijos menores de edad; que a finales de agosto de este año, el recurrido les indicó que serían trasladadas al Puesto de la Policía Penitenciaria en la La Uruca, debido a la ampliación del centro penitenciario; que los hijos iban a permanecer de martes a viernes en el hogar Santa María, ubicado en Desamparados; que los niños los entregan el viernes en la tarde y los recogen el martes; que se interrumpe el contacto con los menores. Esta Sala resolvió, que por imperativo resulta esencial que en aquellos centros penitenciarios donde se encuentran recluidas mujeres con hijos que cumplan las condiciones previamente dispuestas por el ordenamiento jurídico, el Estado brinde la infraestructura y todas aquellas condiciones necesarias a fin de ser ejercido, entre otros, el derecho a la maternidad. En esencia se trata entonces de la posibilidad de niños y niñas de habitar con sus madres dentro de los centros carcelarios, buscando a su vez que las mujeres privadas de libertad gocen del ejercicio pleno de sus derechos, siendo incluidas en su medio y atendiendo sus condiciones de vida y las de sus hijos e hijas sin que sean discriminadas. Ahora bien, consta en este caso, que esta separación, no es total sino solamente por los días martes a viernes, (viernes a lunes están con las madres) y contó con la aceptación de las amparadas. Ambas amparadas estuvieron de acuerdo en el sistema provisional de cuido de los menores y cuando estuvieran finalizada la ampliación de la Casa Cuna, solicitarían el ingreso de los menores. Debe tener en cuenta que los recurridos informaron a las privadas de libertad que la Casa Cuna se trasladaría a las Instalaciones de la Escuela de Capacitación Penitenciaria, ubicada en la Uruca, y que los cuartos serían colectivos y no individuales, situación que no aceptaron las amparadas y se inclinaron por el otro sistema de cuido de sus hijos. Por ende, se acredita que las actuaciones de la autoridad recurrida no son arbitrarias o intempestivas en perjuicio de la amparada y de sus hijos,  sino que están dirigidas a procurar el normal desempeño de la Casa Cuna mediante una ampliación estructural y resguardar el desarrollo de todos los niños, cumpliendo con las valoraciones técnicas y la normativa respectiva.   Se declara SIN LUGAR el recurso.  SL

 
13569-011. HACINAMIENTO. NEGATIVA A RECIBIR RECLUSOS POR PARTE DE ADAPTACION SOCIAL, OBLIGA A MANTENRLOS EN CELDAS DEL PODER JUDICIAL. MINISTERIO DE JUSTICIA DEBE PASAR PRIVADOS DE LIBERTAD DENTRO DE UN PLAZO DE 24 HORAS. La recurrente manifiesta, que la negativa de la Dirección General de Adaptación Social a recibir personas privadas de libertad con orden de prisión dictada por autoridad judicial, ha motivado la permanencia, durante varios días, de estas personas en las celdas del Organismo de Investigación Judicial en condiciones poco adecuadas por cuanto esos recintos no están acondicionados para detenciones prolongadas. En el caso concreto, se tiene por demostrado que dos privados de libertad permanecieron detenidos en las celdas del OIJ por un espacio superior al de un día para ser recibidos en el respectivo centro de atención institucional. Esta situación a todas luces es ilegítima y lesiona los derechos fundamentales de los promoventes. En esta sentencia se indica nuevamente, que las autoridades del Adaptación Social deberán retirar a los privados de libertad que permanecen en las celdas del OIJ en un plazo que no supere el de 24 horas, como lo ha señalado este Tribunal Constitucional en su Jurisprudencia. De igual modo, el Jefe Administrativo de la Sección de Cárceles del Segundo Circuito Judicial de San José, deberá velar porque todos los privados de libertad que permanezcan en las celdas del OIJ dispongan de las condiciones adecuadas para pernoctar en ese sitio. Se declara con lugar el recurso.  CL
13432-11. CONDICIONES. EN EL PUESTO “7” DE LA REFORMA. La recurrente indicó que el tutelado se encontraba privado de su libertad en el denominado “puesto 7” del Centro de Atención Institucional La Reforma, área destinada a los reclusos que se encuentran convalecientes. Adujo que el lugar no cumple con las condiciones mínimas necesarias para su recuperación, como lo es un espacio físico con plenas condiciones de higiene. Indicó que no se cuenta con vidrio en las ventanas, razón por la cual el polvo e insectos ingresan; además, los cables eléctricos y tomacorrientes están expuestos. Agregó que los servicios sanitarios no tienen agarraderas que permitan la movilidad de los usuarios. Señaló que las tuberías de los inodoros y orinales no están en las condiciones óptimas, lo que produce malos olores y el estancamiento de aguas. Enfatizó que,   no hay personal de enfermería que asista a las personas   para  el baño diario, necesidades fisiológicas y curaciones,   e incluso alimentación. Añadió que en muy pocas ocasiones los médicos o personal   de enfermería  se trasladan  a  esta  zona  y  que  por  el contrario,  cuando deben recibir atención son  ellos  a quienes  se traslada  al  área de curaciones,  fuera del  módulo. Acotó que al tutelado no se le brinda una alimentación adecuada, lo que empeora su condición de salud. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solamente, por las deficientes condiciones de higiene, seguridad, atención médica y de accesibilidad del puesto 7 del Centro de Atención Institucional La Reforma, así como por no brindar al tutelado la alimentación que requería, según sus padecimientos. Se ordena al Director a.i. y Director Médico de la Clínica, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron lugar a la presente estimatoria, específicamente, en lo que respecta a la falta de una adecuada alimentación del amparado, según su condición de salud. Adicionalmente, se ordena al Director General de Adaptación Social y Ministro de Justicia y Paz, disponer todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de SEIS MESES contado a partir de la notificación de esta sentencia: a) se corrijan las deficiencias de limpieza y de las instalaciones eléctricas del puesto 7 del Centro de Atención Institucional La Reforma; b) se disponga lo pertinente para que se coloque en las ventanas del inmueble, algún material que no comprometa la seguridad de los privados de libertad pero, también impida la entrada de polvo e insectos; c) se coloquen las barras necesarias en los servicios sanitarios para posibilitar la movilidad de los privados de libertad y, d) se coordine lo necesario para que se cuente en el citado puesto 7, con personal de enfermería suficiente de tal forma que se brinde una atención médica continua y apropiada a los privados de libertad. CL Parcial
SERVICIOS PUBLICOS
14746-11. AGUA POTABLE.  CORTE DEL SUMINISTRO DE AGUA POR UN PARTICULAR A POBLADORES DE SALITRILLOS DE ASERRÍ.   Los recurrentes, vecinos de Salitrillos de Aserrí, consideran violentado su derecho a recibir el servicio de agua potable pues un particular, retiró los tubos de abastecimiento del tanque y destrozó por completo el tanque. Se declara PARCIALMENTE CON LUGAR el recurso, y en consecuencia se ordena al Subgerente General de Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, al Técnico del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, al Alcalde Municipal de Aserrí,  a la Presidenta del Concejo Municipal de Aserrí y a la Directora del Área Rectora de Salud de Aserrí, que cada uno dentro del ámbito de sus competencias coordinen acciones a efectos de: 1) Tomar de inmediato las medidas provisionales necesarias a efectos de que los vecinos del Barrio Santa Lucía Arriba en Salitrillos de Aserrí tengan acceso al servicio público de agua potable. 2) Establecer, dentro del plazo máximo de UN MES calendario a partir de la comunicación de la esta resolución, un plan para darle una solución definitiva al abastecimiento de agua potable de los vecinos del Barrio Santa Lucía Arriba en Salitrillos de Aserrí, a efectos de que dichos vecinos tengan acceso al servicio público de agua potable, sea mediante la constitución de una ASADA, mediante la conexión legal al Acueducto Municipal, o mediante cualquier otra solución. 2) Tomar todas las acciones correspondientes para ejecutar dicho plan, a efectos de que dentro del plazo máximo de TRES MESES contados a partir de la comunicación de esta resolución, el acceso al servicio de agua potable de dichos vecinos esté definitivamente solucionado. CL Parcial
14512-11. PÓLIZA. I.N.S. NIEGA ATENCIÓN MÉDICA AUN CUANDO QUEDA UN SALDO DE COBERTURA. El recurrente estimó transgredido su derecho a la salud, pues, en el Instituto Nacional de Seguros, se le negó la atención médica que requiere producto de un accidente de tránsito que sufrió en fecha 12 de mayo de 2010. En este caso, consta que el amparado solicitó reapertura de su caso y fue remitido nuevamente al servicio de rehabilitación; no obstante, el 30 de agosto pasado, se recibió una orden administrativa emitida por la Sede del INS en Curridabat, a través del oficio número INSCU-07503-2011, donde se indicó que se procedió con la indemnización final por los daños y perjuicios causados al tutelado, quien sufrió lesiones a consecuencia del accidente dicho y que de conformidad con los procedimientos establecidos, solicitan que se proceda a excluirlo del sistema y con esto se cancele toda atención médica que exista pendiente a su favor, motivo por el cual, a partir de esa fecha, el recurrente no registra más atenciones médicas en el INS-Salud pese a que a la póliza SOA, aún le queda un saldo de cobertura de tres millones setecientos veintiocho mil seiscientos nueve colones un céntimo. Ahora, observa este Tribunal que mediante oficio número INSCU-09132-2011 del 20 de octubre de 2011, se le solicitó a la Sede INS en Guadalupe se emita orden de atención médica para el recurrente, con cargo al Seguro Obligatorio de Automóviles hasta por el saldo de la cobertura, por tratarse de un seguro solidario y aún existir monto de cobertura bajo ese régimen. Bajo esta inteligencia, estima la Sala que sí se ha producido el agravio reclamado, por haber denegado al amparado la atención médica que requiere, por lo que se impone declarar con lugar el recurso. Se declara CON LUGAR el recurso. Se advierte a la Directora Ejecutiva de la Sede Ejecutiva de Curridabat y del Jefe del Departamento de Servicios de Salud, respectivamente, ambos del Instituto Nacional de Seguros, que de conformidad con lo dispuesto por el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, no deberán incurrir en los actos u omisiones que dieron mérito para la declaratoria del presente recurso, y en caso de proceder de modo contrario, cometerán el delito previsto y penado en el artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, todo sin perjuicio de las responsabilidades en que ya hubieran incurrido. CL
13856-11.  ELECTRICIDAD. COLOCACIÓN DE TRANSFORMADOR CERCANO A VIVIENDA PONE EN RIESGO LA VIDA DE SUS HABITANTES. La recurrente manifiesta que  vive  en Zapote. Señala que la Compañía Nacional de Fuerza y Luz ha venido desarrollando una mejora del alumbrado público, y para ello aprobó un proyecto de ampliación del alumbrado público denominado Circuito 0708 Sabanilla-Lourdes. Indica que su propiedad es de dos plantas con uso habitacional, y en el segundo piso se ubican los cuartos y hay personas que duermen en este lugar. Aclara que el problema es que la compañía recurrida ha colocado un poste sumamente alto, de unos tres o cuatro metros de alto, en donde pretende instalar un transformador,  lo cual es un riesgo para la salud, dado que se encuentre a pocos metros de su casa. Refiere que esa situación pone en grave peligro sus vidas, si se toma en consideración que la recurrida no tiene ningún programa de prevención para revisar los transformadores.  Con base en el informe rendido por la autoridad recurrida dado bajo juramento, se descarta violación a los derechos fundamentales de la recurrente. Al  respecto, se acredita que la Compañía Nacional de Fuerza y Luz S.A. está realizando un proyecto de reconstrucción total de la red de distribución en el sector de Zapote, con base en los respectivos estudios de ingeniería y frente a la propiedad de la recurrente estaba planeado colocar un poste de una longitud total de 13 metros, lo que representa una altura útil de aproximadamente 11 metros, cuyo nivel de frecuencia en la distribución de energía eléctrica, es considerado dentro del rango de las frecuencias extremadamente bajas.  Se declara sin lugar el recurso.   SL















